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 INTRODUCCIÓN 
El Río San Juan de Nicaragua es un Recurso Natural de gran valor geográfico, 
económico y cultural no sólo para los nicaragüenses, sino también para países como 
Costa Rica, quien lo ha considerado una ruta viable de acceso al Océano Atlántico. 
Es por esto que a lo largo de la historia se han producido una serie de conflictos 
entorno al río y los derechos que Costa Rica pretende tener sobre el mismo. De tal 
forma se logró la firma del Tratado Jerez-Cañas, concediendo a Costa Rica el Derecho 
Perpetuo de Libre Navegación con Objetos de Comercio, y se estableció la margen sur 
del río, a partir de un punto tres millas abajo de El Castillo Viejo hasta el mar, como 
frontera entre ambos países. 
Sin embargo,  a raíz de este instrumento jurídico único en su especie, se han generado 
una serie de disputas que han dado como resultado el Laudo Cleveland y los cinco 
Laudos Alexander. De igual forma en 1916 se dictó Sentencia por la Corte de Justicia 
Centroamericana, misma que no fue reconocida por Nicaragua. 
Recientemente una nueva controversia ha surgido. Costa Rica demandó a Nicaragua 
ante la Corte Internacional de Justicia con sede en La Haya, en el caso concerniente a 
Derechos de Navegación y Derechos Conexos. Éste último es el tema central de la 
Monografía que presento.  
En el Primer Capítulo de este trabajo realizo un análisis sistemático del Tratado Jerez-
Cañas, del Laudo Cleveland y los Laudos Alexander; de igual forma le presento al 
lector una breve reseña histórica del contexto en el cual se produjeron los mismos. 
En el Segundo Capítulo hago referencia también a los procedimientos escritos y orales 
llevados a cabo ante la Corte Internacional de Justicia en el caso de Derecho de 
Navegación y Derechos Conexos, Costa Rica contra Nicaragua. 
El Cuarto Capítulo es un análisis de todos los puntos abordados en la Sentencia de 13 
de julio de 2009 de la Corte Internacional de Justicia, en conformidad a lo dispuesto en 
el texto de la misma y los alegatos presentados por las Partes de la disputa. 
Por último en el Quinto Capítulo hago un análisis de los efectos que ha tenido la 
Sentencia del 13 de julio en el ordenamiento jurídico interno de Nicaragua, en particular 
el Decreto de Creación de la Comisión Interinstitucional para Desarrollar e Implementar 
la Reglamentación de la Navegación en el Río San Juan, Específicamente en la Parte 
donde la Corte Internacional de Justicia otorga Derechos Limitados de Navegación a la 
República de Costa Rica, y las Normas Reglamentarias para la Navegación sobre el 
río. Además las leyes referentes a la Defensa Nacional, Seguridad Democrática y 
Régimen Fronterizo, haciendo alusión a las repercusiones de las mismas en la 
Navegación del Río San Juan. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
OBJETIVO GENERAL: 
Analizar la trascendencia jurídica de la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia 
de 13 de julio de 2009, en la solución de la disputa relativa al derecho de navegación y 
derechos conexos de Costa Rica en el Río San Juan de Nicaragua.  
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
¾ Determinar los Instrumentos Jurídicos Internacionales que regulan el Derecho de 
Navegación y Derechos Conexos de Costa Rica en el Río San Juan de 
Nicaragua.    
¾ Identificar las fases del proceso que se llevaron a cabo ante la Corte 
Internacional de Justicia por la disputa entre Costa Rica y Nicaragua, relativa al 
Derecho de Navegación y Derechos Conexos. 
¾ Examinar la decisión de la Corte Internacional de Justicia en la Sentencia del 13 
de julio de 2009. 
¾ Analizar los efectos jurídicos de la Sentencia de 13 de julio de 2009 en el 
ordenamiento jurídico interno de Nicaragua. 
 
 
 
 
 
 
 CAPÍTULO I 
RÉGIMEN JURÍDICO INTERNACIONAL REGULADOR DE LOS DERECHOS 
VINCULADOS AL RÍO SAN JUAN DE NICARAGUA 
En este capítulo se abordará la temática referente a los Instrumentos Jurídicos 
Internacionales que regulan la situación jurídica del Río San Juan de 
Nicaragua. Para ello se hará uso de autores como Jorge Millas y Augusto 
Zamora, pero principalmente del texto mismo de los Instrumentos a los se hace 
referencia.  
 
1. TRATADO DE LÍMITES CAÑAS-JEREZ DE 1858 
 
Dentro de los Instrumentos Jurídicos Internacionales, el Tratado de Límites de 
1858 o Tratado Cañas-Jerez es el primer instrumento jurídico ratificado que 
resuelve los conflictos fronterizos entre las Repúblicas de Costa Rica y 
Nicaragua. El Tratado tiene por objeto principal buscar la armonización de los 
Estados parte para evitar perjuicios a la hermandad de las naciones 
centroamericanas, que hasta 1838 habían conformado una Confederación. 
La importancia de este Tratado radica en que contiene, además de una 
descripción de la frontera que delimita el territorio entre Costa Rica y 
Nicaragua, una lista de derechos y obligaciones básicas que ambas Repúblicas 
adquieren en vista de la existencia de un río que, no siendo internacional, sirve 
como punto de trayectoria de la línea fronteriza, y sobre el cual se conceden 
beneficios a un Estado que no es soberano en base a la trascendencia 
geográfica, económica y comercial, que el río mismo representa. 
1.1. Contexto Histórico de la firma del Tratado Cañas-Jerez 
El Río San Juan de Nicaragua ha sido considerado por muchos como un 
recurso geográfico con multiplicidad de beneficios económicos, no solo por ser 
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una belleza natural, sino también un conducto entre los grandes Océanos, 
Pacífico y Atlántico. Es por esto que interminables disputas se han desarrollado 
en su entorno. 
Es así que a mediados del siglo XIX se tienen registros de las primeras 
manifestaciones de interés sobre la canalización del río por compañías 
estadounidenses como consecuencia de la conocida “Fiebre de Oro” de 
California (Milla Reyes, 2006); ya en 1856, época en que la incipiente 
República de Nicaragua terminaba la guerra civil y nacional contra la invasión 
filibustera, la República de Costa Rica efectúa contrataciones usurpatorias al 
convenir una primera contratación con R.C. Webster a fin de establecer una 
línea de tránsito en respuesta a la necesidad de los empresarios cafetaleros 
para exportar el valioso grano a través de una ruta de acceso en el Océano 
Atlántico, permitiendo recuperar el alto porcentaje de ganancias que se dejaban 
de percibir al exportar el producto por una ruta en el Océano Pacífico. 
Ante las intenciones manifestadas por Costa Rica, Nicaragua negocia a través 
del Canciller Gregorio Juárez, acordándose preliminarmente dos Tratados, uno 
de los cuales cede el Guanacaste; sin embargo, a pesar de los esfuerzos 
ninguno fue ratificado por Costa Rica. 
Poco después una segunda contratación es firmada con Webster e Israel 
Chapman Harris. En ésta Costa Rica cede derechos exclusivos sobre Bahía 
Salinas, el Río San Juan, San Juan del Sur y el Lago de Nicaragua. 
Como punto final a los intentos de solución pacífica del conflicto, Costa Rica se 
apodera militarmente de la ruta canalera que había trazado bajo la excusa del 
peligro inminente del retorno de William Walker. 
Consecuentemente a las actuaciones descritas, Nicaragua declara la guerra a 
Costa Rica a través del Decreto 1970 de octubre de 1857 (Zamora R. 1995). 
No obstante, la llegada de Walker provocó la unificación de fuerzas contra el 
mercenario.  
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Una vez capturado Walker y extinto todo riesgo de invasión, ambas Repúblicas 
deciden pactar la Paz y consienten que los límites fronterizos sean establecidos 
por un tratado.  
Para enero de 1858 Costa Rica había nombrado al General José María Cañas 
como representante y Nicaragua había delegado a Máximo Jerez como 
plenipotenciario para la firma del Tratado. Con la intervención de Rómulo 
Negrete por parte de El Salvador, se fijó el 12 de marzo como fecha para la 
reunión.  
1.2. Generalidades del Tratado Cañas-Jerez 
El Tratado Cañas-Jerez o Tratado de Límites fue negociado en privado por 
petición del plenipotenciario de Nicaragua, General Máximo Jerez y firmado el 
15 de marzo de 1858, en la ciudad de San José, Costa Rica, con ayuda de los 
oficios mediadores de la República de El Salvador, con el objeto único de poner 
término a las diferencias que perturbaban la armonía entre las naciones 
hermanas.  
El Tratado está compuesto por doce artículos y fue firmado por los delegados 
de las Repúblicas de Costa Rica, Nicaragua y El Salvador, y sus respectivos 
Secretarios. 
De este instrumento se puede deducir, por el orden cronológico de los 
acontecimientos, que sufre de irregularidades en la forma de ratificación y 
canje, consecuencia del incumplimiento del artículo XII del mismo, que indica 
que las ratificaciones deben efectuarse y canjearse en un término de cuarenta 
días, siendo que al momento del Canje de los instrumentos, el 26 de abril de 
1858, no había sido efectuada la debida ratificación por el Congreso de la 
República de Nicaragua, la que se concluyó efectivamente hasta el día 4 de 
julio de 1858.  
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1.3. Análisis de los Acuerdos alcanzados por los Estados parte en el 
Tratado Cañas-Jerez de 1858 
En base al texto del Tratado se pueden sustraer las siguientes disposiciones 
regulatorias de los Derechos y Obligaciones de los Estados parte y la 
Delimitación de la Línea Fronteriza. 
1.3.1. Compromisos adquiridos por los Estados parte 
A través del Tratado de Límites de 1858 las Repúblicas de Costa Rica y 
Nicaragua se comprometieron a procurar que la paz se consolide entre ambos 
Gobiernos y pueblos, no solamente para el bien y provecho de ambas 
naciones, sino también para la ventura y prosperidad de Centroamérica 
(Artículo I del Tratado). 
Con ese objeto el Artículo III mandata que se efectúen las medidas 
correspondientes a la línea divisoria por Comisionados de los Gobiernos 
contratantes, otorgándoles, para tal fin, la facultad de desviarse un tanto de la 
curva alrededor del Castillo Viejo, de la paralela a las márgenes del río y el 
Lago o de la recta astronómica entre el Río Sapoa y la Bahía de Salinas, 
siempre y cuando exista acuerdo bilateral al respecto y sólo para buscar 
mojones naturales.  
De igual forma se acuerda que tanto la Bahía de San Juan del Norte, como la 
Bahía de Salinas serán comunes a ambas Repúblicas, y por consiguiente lo 
serán sus ventajas y la obligación de concurrir a su defensa (Artículo IV). 
Queda convenido, en el Artículo VII, que la división territorial no contraviene las 
obligaciones consignadas, ya sea en Tratados políticos o en Contratos de 
canalización o de tránsito, celebrados por parte de Nicaragua con anterioridad 
a ese Tratado, y se entenderá que Costa Rica asume aquellas obligaciones en 
la parte que corresponde a su territorio, sin que en manera alguna se contraríe 
el dominio eminente y derechos de soberanía que tiene en el mismo.  
Otro de los aspectos consensuados en el Tratado, acorde a los objetivos del 
mismo, es la prohibición de ejercer actos de hostilidad entre las Partes, aun 
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estando en estado de guerra, tanto en el Puerto de San Juan del Norte, como 
en el Río San Juan y en el Lago de Nicaragua (Artículo IX). Y dada la 
importancia del cumplimiento de esta obligación quedó su cumplimiento bajo la 
especial garantía del Gobierno Mediador de El Salvador-.  
Además en un acto de demostración de sus buenas y fraternales intenciones 
ambas Repúblicas renunciaron a todo crédito activo que entre sí tuviesen por 
cualesquiera títulos al momento de la firma del Tratado; igualmente  
prescindieron de toda reclamación por indemnizaciones a que se consideraren 
con derecho (Artículo XI).  
1.3.2. Delimitación de la Línea Fronteriza 
Dentro de las estipulaciones del Tratado se encuentra la delimitación precisa 
de la línea divisoria de las dos Repúblicas, que se describe en el Artículo II y 
que detalla que la frontera se inicia a demarcar partiendo del mar del Norte, en 
la extremidad de Punta de Castilla, en la Desembocadura del Río San Juan de 
Nicaragua, continuando en la margen derecha del expresado río, hasta un 
punto distante de tres millas inglesas del Castillo Viejo. De allí parte una curva, 
cuyo centro es el Castillo Viejo y dista de él tres millas inglesas, en toda su 
progresión, terminando en un punto, que dista dos millas de la ribera del Río 
San Juan, aguas arriba del Castillo. De allí se continúa en dirección al Río 
Sapoa, que desagua en el Lago de Nicaragua, siguiendo un curso que dista 
siempre dos millas de la margen derecha del Río San Juan, con sus 
circunvoluciones, hasta su origen en el Lago, y de la margen derecha del 
propio Lago se traza una línea paralela a dichas riberas. Del punto en que ella 
coincide con el Río Sapoa, el que por dicho debe distar dos millas del Lago, se 
tira una recta astronómica hasta el punto céntrico de la Bahía de Salinas, en el 
mar del Sur, donde queda terminada la demarcación del territorio de las dos 
Repúblicas contratantes.  
1.3.3. Derechos y Obligaciones conferidos a Nicaragua 
En el Tratado de Límites se establecen una serie de derechos y obligaciones a 
los que están sujetos las Partes firmantes de la controversia. De tal forma la 
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República de Nicaragua, según el Artículo VI tiene “exclusivamente el dominio 
y sumo imperio sobre las aguas del Río San Juan, desde su salida del Lago 
hasta su desembocadura en el Atlántico.” 
Además, Nicaragua, tiene la obligación de no cobrar ninguna clase de 
impuestos por el atraco de embarcaciones costarricenses en las márgenes del 
Río San Juan donde el país vecino tiene Derecho de Libre Navegación, a no 
ser que se establezca un acuerdo entre ambos Gobiernos. 
De igual forma se encuentra obligada, según el Artículo VIII, a no concluir 
tratados o contrataciones sobre la construcción de un Canal en el Río San Juan 
sin oír antes la opinión del Gobierno de Costa Rica acerca de los 
inconvenientes que el negocio pueda tener para los dos países; y tendrá la 
obligación de tomar ese voto no sólo como consultivo en caso de que se dañen 
los derechos naturales de Costa Rica.  
1.3.4. Derechos y Obligaciones conferidos a Costa Rica 
Por su parte la República de Costa Rica tiene, a raíz del Tratado de 1858, 
Derechos Perpetuos de Libre Navegación con Objetos de Comercio en las 
aguas del Río San Juan que corren desde la desembocadura en Punta Castilla, 
hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo. Además, tiene 
derecho a que sus embarcaciones atraquen en las riberas del río, en la parte 
en que la navegación es común (Artículo VI).  
De igual forma, por el conferido Derecho de Libre Navegación y la delimitación 
de la línea fronteriza, se le otorga la facultad de ser consultada sobre la 
construcción de un Canal Interoceánico o una Línea de Tránsito, opinión que 
debe ser emitida en un término de treinta días después de recibida la consulta 
en caso de que el Gobierno de Nicaragua manifieste carácter de urgencia en la 
resolución (Artículo VIII). 
Por otra parte, según el Artículo IV del Tratado, Costa Rica está obligada a 
concurrir a la guarda del río y a la defensa eficaz en caso de agresión exterior 
por la parte que le corresponde en las márgenes del San Juan. 
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2. LAUDO DEL PRESIDENTE GROVER CLEVELAND DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA 
El Laudo Cleveland es una decisión arbitral emitida por el Presidente de los 
Estados Unidos de América, según designación de Costa Rica y Nicaragua, 
con el objeto de dirimir los conflictos surgidos en la interpretación del Tratado 
de Límites de 1858, relacionados a la validez del Tratado y el alcance de los 
derechos de Costa Rica que se derivan del Derecho de Libre Navegación y la 
Delimitación Fronteriza.  
Las cláusulas del Laudo se dirigen a resolver, entre otros asuntos, la 
controversia de la facultad de Nicaragua para contratar la construcción de un 
canal interoceánico a través del Río San Juan sin necesidad de pedir el 
consentimiento o autorización a Costa Rica, y análogamente, la temática de la 
incidencia que tiene Costa Rica en dicha contratación, o sea el límite de sus 
facultades. 
2.1. Contexto Histórico del Laudo del Presidente Cleveland 
A pesar de las intenciones del Tratado de límites de 1858, los conflictos entre 
Costa Rica y Nicaragua no cesaron, es así que en 1871 el Presidente 
nicaragüense, Vicente Cuadra, declaró nulo el Tratado referido por supuestas 
irregularidades en el proceso de ratificación.  
Para aumentar las tensiones, el Gobierno de Nicaragua otorgó concesiones a 
la Compañía Provisional del Canal Interoceánico en vista de la posible 
construcción de un Canal (Zamora R, 1995). 
Ante esta situación Guatemala decide interceder como mediador a través del 
canciller Fernando Cruz, consecuencia de lo cual se acuerda la Convención 
Esquivel-Román-Cruz en 1886. En esa Convención se establece que los 
conflictos serán resueltos por un proceso de arbitraje, para lo cual se nombra al 
Presidente de Estados Unidos, Stephen Grover Cleveland, como árbitro. 
A fin de llevar el proceso en etapas, en el Decreto que manda observar como 
ley de la República, la Convención de Arbitraje celebrada en Guatemala entre 
plenipotenciarios de Nicaragua y Costa Rica, aprobado el 28 de Marzo de 
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1887, publicado en La Gaceta No. 26 del 14 de Junio de 1887, se acuerda la 
siguiente estructura de procedimiento: 
¾ Presentación de alegatos en un plazo de 90 días a partir de la 
aceptación del árbitro, 
¾ Notificación de a las partes de los alegatos realizados en un plazo de 8 
días.  
¾ Contestación de los alegatos de la parte contraria en un plazo de 30 días 
contados a raíz de la notificación. 
¾ Dictamen del Laudo en un término de 6 meses contados desde la fecha 
de vencimiento del plazo para contestar. 
La Convención establece, además, que en caso de ser declarado válido el 
Tratado Cañas-Jerez se resolverán los puntos de dudosa interpretación que 
hayan sido comunicados a la parte contraria en un plazo de 30 días contados 
desde el canje de los instrumentos de ratificación del Tratado (artículo 6), y se 
nombrarán dos comisionados por cada una de las partes para dar cumplimiento 
al artículo III del referido Tratado (artículo 10). 
2.2. Generalidades del Laudo del Presidente Cleveland 
Es un instrumento jurídico internacional subsidiario del Tratado de Límites de 
1858, en cuanto nace para aclarar puntos de dudosa interpretación del Tratado 
referido y se aplica en su defecto cuando existe la necesidad de obtener una 
disposición más específica conforme al objeto para el cual fue creado. 
Aunque se delegó al Presidente Grover Cleveland para su conocimiento, los 
alegatos de las partes para propiciar la resolución arbitral fueron conocidos por 
Subsecretario de Estado George L. Rives por delegación del Presidente 
Cleveland el 16 de enero de 1888, de conformidad con lo estipulado en el 
artículo 5 del Decreto del 28 de marzo de 1887. 
Es una decisión breve, pues solo cuenta con tres cláusulas, la tercera de las 
cuales contiene once numerales respectivos a los puntos de dudosa 
interpretación manifestados por Nicaragua a Costa Rica de conformidad a lo 
Sentencia de 13 de julio de 2009 
__________________________________________________________________ 
 
 
dispuesto en el artículo 6 de la Convención Arbitral de Límites Román-Esquivel-
Cruz. 
2.3. Análisis del Contenido del Laudo Cleveland 
El Laudo Cleveland reconoce en la cláusula primera la validez del Tratado de 
Límites de 1858 y declara, en la segunda, que de conformidad a lo manifestado 
por las Partes y la interpretación del Artículo VI del Tratado, Costa Rica tiene 
derecho de navegar en el Río San Juan con Buques de Servicio Fiscal en aras 
del mejor ejercicio del Derecho de Libre Navegación con objetos de comercio. 
Sin embargo, el árbitro dejó claramente establecido que la navegación no se 
puede hacer con Buques de Guerra. 
Con respecto a los puntos de dudosa interpretación presentados por la 
República de Nicaragua, el árbitro decidió en la cláusula tercera: 
2.3.1. Acerca de la delimitación de la línea fronteriza 
Que la línea divisoria comienza en la boca del Río San Juan en la extremidad 
de Punta de Castilla, como se hallaba en la fecha de la firma del Tratado. Los 
derechos de propiedad de cualquier acrecimiento que haya tenido Punta 
Castilla desde la fecha en cuestión deben ser regidos por las leyes aplicables al 
objeto. 
Que con respecto a la delimitación del punto céntrico de la Bahía de Salinas, 
este se fija determinando matemáticamente el centro de la figura que se forma 
de trazar una línea recta a través de la boca de la Bahía y de la playa de la 
Bahía marcada por la vaciante.  
Que el Río Colorado no debe considerarse como límite entre las Repúblicas de 
Nicaragua y Costa Rica en ninguna parte de su curso.  
2.3.2. Acerca de los derechos y obligaciones de Costa Rica 
Que Costa Rica tiene derecho de reclamar indemnización por los lugares que 
le pertenezcan en la ribera derecha del Río San Juan que puedan ocuparse sin 
su consentimiento, y por los terrenos de la misma ribera que puedan inundarse 
o dañarse de cualquiera otro modo a consecuencia de obras de mejora.  
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Que en caso de que la posible construcción de un canal derive en daño a los 
Derechos Naturales de Costa Rica, la opinión consultiva que éste país tiene 
derecho de emitir, será considerada como expresión del consentimiento y será 
necesaria, adquiriendo en consecuencia el derecho de exigir compensación por 
las concesiones que se le pidan. 
Que Costa Rica puede negar a Nicaragua el derecho de desviar las aguas del 
Río San Juan en caso de que esa desviación resulte en la destrucción o serio 
deterioro de la navegación en dicho río, o de cualquiera de sus brazos en 
cualquier punto en donde Costa Rica tenga derecho a navegar en el mismo.  
Que por Derechos Naturales de Costa Rica se comprende: 
¾ Derechos que posee en el suelo reconocido de su exclusiva pertenencia. 
¾ Derechos que posee en los puertos de San Juan del Norte y Bahía de 
Salinas. 
¾ Derechos que posee de Libre Navegación y atraco en la parte del Río 
San Juan que se encuentra a más de tres millas inglesas abajo del 
Castillo Viejo, medidas desde las fortificaciones exteriores de dicho 
Castillo, como existían el año de 1858. 
¾ Otros no especificados 
Que Costa Rica no tiene la obligación de concurrir con Nicaragua a los gastos 
necesarios para impedir que se obstruya la Bahía de San Juan del Norte, para 
mantener libre y desembarazada la navegación del río o puerto en beneficio 
común.  
Que la República de Costa Rica no tiene la facultad de: 
a) Impedir a Nicaragua la ejecución de las obras de mejora que considere 
necesarias, siempre y cuando: 
¾ Sea a sus propias expensas. 
¾ Dentro de su propio territorio. 
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¾ Las obras no resulten en ocupación, inundación o daño en el territorio 
costarricense. 
¾ La navegación en el río o cualquiera de sus brazos no se vea destruida 
o deteriorada. 
b) Participar en las concesiones que Nicaragua otorgue para la construcción de 
un canal interoceánico, ni participar de los beneficios que la República que 
Nicaragua pueda reservarse como compensación de los favores y privilegios 
que, a su vez, pueda conceder.  
2.3.3. Acerca de los derechos y obligaciones de Nicaragua 
El Laudo Cleveland confirma la obligación de Nicaragua de no hacer 
concesiones para la construcción de un canal interoceánico en su territorio, sin 
pedir primero la opinión de la República de Costa Rica, conforme a lo dispuesto 
en el artículo VIII del Tratado de Límites de 1858. Sin embargo y a pesar de 
sus intenciones, el texto literal de este apartado refleja la obligación de 
Nicaragua de solicitar la opinión de Costa Rica aunque el canal se construya en 
un afluente distinto al Río San Juan. 
 
3. LAUDOS DEL INGENIERO EDWARD PORTER ALEXANDER 
Los Laudos del Ingeniero Edward Porter Alexander (E.P. Alexander), o Laudos 
Alexander, tienen por finalidad dirimir las controversias surgidas entre la 
Comisión Mixta para la delimitación de la frontera entre Costa Rica y 
Nicaragua. En total se emitieron cinco Laudos. Dentro de sus disposiciones 
elementales tenemos: 
3.1. Contexto Histórico de las decisiones arbitrales de E.P. Alexander 
Aún con la existencia del Tratado de Límites de 1858 y del Laudo Cleveland de 
1888, Costa Rica y Nicaragua sostenían una disputa interminable entrono a los 
derechos que ambas Repúblicas alegaban tener sobre el Río San Juan. De tal 
forma, a pocos meses de que se dictara el Laudo Cleveland el conflicto se 
reanudó como consecuencia de la firma de una contrata entre Costa Rica y 
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Aniceto Menocal, en la que el Gobierno costarricense concedía el derecho de 
propiedad sobre el Canal Interoceánico a su contraparte. 
Sin embargo, y a pesar de los reclamos elevados por Autoridades 
nicaragüenses al Estado de Costa Rica, el conflicto no logra resolverse sino 
hasta marzo de 1896, cuando se firma la Convención Matus-Pacheco, en la 
ciudad de San Salvador, por Leónidas Pacheco, plenipotenciario de Costa 
Rica, y Manuel Coronel Matus, plenipotenciario de Nicaragua.  
En esta se pretendía lograr la demarcación de la línea divisoria establecida en 
el Tratado Cañas-Jerez y ratificada en el Laudo Cleveland. Para tal fin se 
acordó que cada uno de los Estados parte nombraría una Comisión compuesta 
por dos ingenieros o agrimensores, que tendrían como función principal trazar y 
amojonar la línea fronteriza. Se acordó, además, que la comisión estaría 
integrada por un Ingeniero nombrado por el Presidente de los Estados Unidos 
de América, con el objeto de que éste decidiera sobre los punto de 
discordancia que le fueran sometidos por las partes.  
El ingeniero designado por el Presidente estadounidense para fungir como 
árbitro de la Comisión fue el General Edward Porter Alexander. 
3.2. Proceso de Amojonamiento de la Frontera descrita en el Tratado 
Cañas-Jerez 
En el Proceso de amojonamiento de la línea fronteriza se dieron diferencias 
propiciadas principalmente por los cambios que habían ocurrido desde la 
descripción de la línea en el Tratado de Límites de 1858, e incluso el Laudo 
Cleveland de 1888, a 1897 fecha en que se inicia el proceso de 
amojonamiento. 
Las condiciones geofísicas de la desembocadura del río y por tanto inicio de la 
frontera habían cambiado al momento del inicio de la demarcación, lo que 
representó un problema durante los trabajos de amojonamiento. 
La participación del Árbitro E.P. Alexander inició cuando la Comisión 
costarricense propuso que se midiera la línea que continuaba desde el punto 
inicial, pasando por la margen de Harbor Head y después por la del caño más 
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próximo hasta encontrar el Río San Juan, siguiendo la margen de éste hasta 
llegar al punto de tres millas inglesas antes del Castillo Viejo. Asimismo, 
solicitaron que se levantara el plano de la línea que se obtuviera y que se 
incorporara todo ello en las actas diarias de las sesiones. Ante tal 
requerimiento Nicaragua sostuvo su negativa aduciendo que la margen de 
Harbor  Head y del ríoconstituían la línea divisoria, y que ésta no sería fija, por 
ende el plano y los datos obtenidos nunca corresponderían a la verdadera línea 
de frontera. 
Otro inconveniente presentado se refiere a la determinación del nivel de aguas 
que debería tomarse para determinar la línea de playa del Lago de Nicaragua. 
El Gobierno nicaragüense, ante tal interrogante, propuso la altura máxima del 
agua, nivel alcanzado únicamente en años con un máximo de lluvias o por 
condiciones excepcionales. Costa Rica, contrario sensu, propuso el nivel 
promedio de aguas bajas.  
La última diferencia entre los delegados de la Comisión surgió al intentar 
establecer el punto de la Bahía de Salinas que debería ser considerado como 
el centro al trazar la última línea de frontera que vendría proyectada desde el 
Río Sapoa. 
3.3. Análisis del Laudo N°1 de E.P. Alexander 
El primer Laudo Alexander fue realizado en San Juan del Norte el 30 de 
Septiembre de 1897 y versó sobre la localización del punto inicial de la línea 
divisoria en la Costa Caribe, debido a que los puntos de partida de la línea 
fronteriza pretendidos por las Partes estaban separados por algo más de seis 
millas de distancia, de tal forma Costa Rica argüía que el punto de inicio estaba 
situado en la costa del lado izquierdo al oeste de la Bahía, mientras Nicaragua 
discutía que el punto se ubicaba en el extremo al oriente de la boca del brazo 
Taura. 
En el texto del Laudo, el Árbitro E.P. Alexander manifestó que su decisión no 
estaba acorde a las posturas de ninguna de las Comisiones, por lo que explicó 
sus propias consideraciones, a saber: 
Sentencia de 13 de julio de 2009 
__________________________________________________________________ 
 
 
PIMERO: El Tratado de 15 de Abril de 1858 debe interpretarse y cumplirse 
como fue entendido el día de la celebración por sus autores.  
SEGUNDO: Costa Rica había de tener como línea divisoria la margen derecha 
o sureste del río, considerado como vía de comercio, desde un punto tres 
millas abajo de El Castillo Viejo hasta el mar.  
TERCERO: Nicaragua había de tener el Sumo Imperio  en todas las aguas del 
río, implicando también desde luego el dominio sobre la margen izquierda o 
noreste del río y el extremo de la tierra firme.  
CUARTO: La línea no puede seguir ni el Río Colorado ni el Río Taura, porque 
ninguno es vía de comercio, puesto que no tienen puerto en sus bocas. La 
línea ha de seguir el brazo que queda, llamado Bajo San Juan y  pasando por 
la Bahía hasta entrar al mar.  
QUINTO: El término natural de esa línea es el extremo de la tierra firme de la 
mano derecha de la boca de la Bahía.  
SEXTO: "Punta de Castilla" no aparece en uno solo de todos los mapas 
originales de la Bahía de San Juan, esto como resultado de la escaza 
importancia política o comercial del lugar.  
El gran rasgo característico de la geografía local de esta Bahía ha sido la 
presencia de una isla en su salida, llamada en algunos mapas antiguos la Isla 
de San Juan. Ahora bien, toda la reclamación de Costa Rica se basa en la 
suposición de que el día 15 de abril de 1858, fecha del Tratado, existía una 
conexión entre la isla y el extremo oriental de la tierra firme y que se convirtió la 
isla en tierra firme y llevó el punto inicial de la línea divisoria hasta la 
extremidad occidental de la isla. Sin embargo, no puede ser comprobado 
definitivamente el estado exacto de la barra en aquel día, lo cual parece 
necesario antes de sacar conclusiones importantes, y no habría razón para 
suponer que tal conexión temporal, entre la Isla y el extremo oriental de tierra 
firme, pudiera causar un cambio permanente en el carácter geográfico y 
dominio político de la isla. Además, el mismo principio a ser admitido, daría a 
Costa Rica todas las islas del río, a las cuales bancos de arena se hubiesen 
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extendido desde la margen costarricense del río, durante la estación seca. Pero 
en todo el Tratado, el río es tenido y refutado como una vía de comercio. Esto 
implica que ha de considerarse en su régimen medio de agua.  
SÉPTIMO: El lugar exacto, que fue la extremidad de la tierra firme de Punta de 
Castilla el 15 de abril de 1858, ha sido hace mucho tiempo cubierto por el mar 
Caribe, y no hay en los mapas antiguos conformidad suficiente en cuanto a la 
línea de la orilla del mar, que permita decir con alguna certeza la distancia 
exacta o dirección de él respecto al extremo de la tierra firme actual. En tales 
circunstancias se cumplen mejor las disposiciones del Tratado y del Laudo del 
Presidente Cleveland, adoptando lo que es realmente el extremo de la tierra 
firme de hoy, o sea la extremidad Noreste de lo que parece ser la tierra firme 
en el lado oriental de la margen de Harbor Head.  
Por los términos anteriormente considerados, el árbitro Alexander Porter 
resolvió: “La línea inicial de la frontera a saber: recta Noreste y Sureste a través 
del banco de arena desde el Mar Caribe hasta tocar en las aguas de la Laguna 
de Harbor Head. Al llegar a las aguas de la Laguna Harbor Head la línea 
divisoria dará vuelta a la izquierda o se hacia el Sureste y continuará 
marcándose con la orilla del agua alrededor del Harbor Head hasta llegar al río 
propio por el primer caño que encuentre. Subiendo este caño, y subiendo el 
Río propio la línea continuará ascendiendo como está dispuesto en el Tratado”.  
3.4. Análisis del Laudo N°2 de E.P. Alexander 
El Segundo Laudo Alexander fue firmado en San Juan del Norte, el 20 de 
diciembre de 1897, por cuestión sometida en el Acta del 7 del mes de 
diciembre de ese año que decía: “Propuso la Comisión costarricense que se 
proceda a medir la línea que continua desde el punto inicial y sigue por la 
margen de Harbor Head y después por la del caño más próximo hasta 
encontrar el propio Río San Juan, siguiendo la de éste hasta el punto que diste 
tres millas abajo del Castillo Viejo; que se levante el plano de dicha línea y que 
se incorpore todo en las Actas día por día en las sesiones. La de Nicaragua 
manifestó que el trabajo de la medida y levantamiento del plano en esa parte 
de la línea no tiene valor ni objeto útil, porque según el Tratado y el Laudo del 
General E.P. Alexander, el limite divisorio lo forma la margen derecha de 
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Harbor Head y del Río, y que siendo así, es variable y no línea fija; y por tanto 
el plano y los datos que se obtengan no corresponderán nunca a la verdadera 
línea divisoria.” 
En el contenido del Laudo, el Árbitro manifiesta los siguientes considerandos: 
¾ Que la línea divisoria de ese momento necesariamente sería afectada 
por cambios graduales o repentinos.  
¾ Que el efecto podía ser determinado solamente por las circunstancias de 
cada caso, como él acontezca según los principios de las leyes 
internacionales que puedan ser aplicables.  
¾ Que el hecho de que la línea divisoria haya sido medida y demarcada no 
aumentaría o disminuiría la estabilidad legal que ella pudiera tener como 
si no hubiera sido medida ni demarcada. 
¾ Que el único efecto que se obtiene de la medición y demarcación sería 
la determinación más fácil y definitiva del carácter y extensión de los 
referidos cambios. 
El General E.P. Alexander, en su calidad de Árbitro, fundamentándose en los 
Artículos II y III del Tratado de 1858, que describen la línea fronteriza y mandan 
a practicar la demarcación por Comisionados de ambos Gobiernos, decidió que 
las dos Comisiones procedieran enseguida a la medida de la línea desde el 
Punto tres millas abajo del Castillo Viejo, como se propuso por Costa Rica.  
3.5. Análisis del Laudo N°3 de E.P. Alexander 
Fue firmado en San Juan del Norte, el 22 de marzo de 1898, por solicitud del 
Comisionado nicaragüense, para completar el Laudo N°2 con una declaración 
más exacta del carácter legal y permanente o estabilidad de línea fronteriza.  
La posición de Nicaragua fue sustentada con la doctrina de los expositores del 
Derecho de Gentes, reasumida por Don Carlos Calvo en su obra Le Droit 
International Theorique et Practique Libro IV, párrafo 295, página 385, con 
estas palabras: "Las fronteras marcadas por las corrientes de agua están 
sujetas a variar, cuando el lecho de ellas recibe cambios...”  
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Ante las pretensiones del solicitante, el Árbitro Alexander puntualizó los 
siguientes considerandos: 
9 La margen derecha del Río en cualquier forma fijará siempre la línea 
divisoria.  
9 El objeto de todo límite es asegurar la paz, evitando los conflictos de 
jurisdicción. Para llenar esto debe poseer toda la estabilidad posible.  
9 Surgirían dificultades si los residentes del área fueran intimados a ser 
costarricenses en tiempo seco y nicaragüenses en tiempo de lluvias, y 
alternativamente el uno y el otro, en los tiempos intermedios. Y tales 
serían complicaciones inevitables sí la línea divisoria entre los dos 
países fuera el cambio diario de la margen.  
9 Los escritores sobre Derecho Internacional mantienen expresamente 
que las inundaciones temporales no dan título sobre las tierras 
inundadas.  
9 Donde un tratado designe que la margen de un Río será tomado como 
un límite, lo que será entendido, no es la orilla temporal de tierra firme 
descubierta en estados extraordinarios de las aguas altas y bajas, sino 
la margen en el estado ordinario de las aguas.  
9 La margen de un Río tomada como límite será como la superficie del 
suelo en donde ella corre, si la margen se retira, retrocede; o si la 
margen aumenta hacia la corriente, avanza. Las llenas y vaciantes 
periódicas de las aguas, no la afectan.  
9 No es la función de esta Comisión dar reglas para las contingencias 
futuras, sino definir y marcar el límite en el día presente. 
En base a lo considerado y fundamentándose en lo dispuesto en el Laudo 
Cleveland, el Árbitro decide: 
1. Que el Río San Juan debe ser considerado como un Río navegable, por 
consiguiente declara que éste es la exacta línea de división entre la 
jurisdicción de los dos países, entendiéndose el borde de las aguas 
Sentencia de 13 de julio de 2009 
__________________________________________________________________ 
 
 
sobre la margen derecha, cuando el Río se halla en su estado ordinario, 
navegable por las embarcaciones y botes de uso general. 
2. En el estado descrito toda porción de las aguas del Río está en 
jurisdicción de Nicaragua y toda porción de la tierra de la margen 
derecha está en jurisdicción de Costa Rica.  
3. Las variaciones del nivel del agua, no alterarán la localización de la línea 
divisoria, pero los cambios de los márgenes o de los canales del Río, la 
alterarán como puede ser determinado por los preceptos de las leyes 
internacionales, aplicables a cada caso, según ellos acontezcan. 
3.6. Análisis del Laudo N°4 de E.P. Alexander 
Fue emitido en San Juan del Norte el 26 de Julio de 1899 a fin de determinar 
qué nivel de las aguas debe tomarse para determinar la línea de la playa del 
Lago de Nicaragua, paralela a la cual y dos millas distantes de ella, debe 
trazarse la línea divisoria desde cerca del Río San Juan hasta Sapoa.  
Las posiciones de los Comisionados de ambas partes se resume diciendo que: 
Nicaragua alega que el nivel que debe adoptarse en este caso es el de la 
Altura Máxima del Agua, ya que esta línea es el verdadero límite de lo que ella 
llama el lecho del Lago. 
Costa Rica reclama que se adopte el nivel promedio de las aguas bajas, por 
dos razones principales: 1) Consta, en gran número de decisiones legales, que 
en  muchos Estados, la líneas divisorias, demarcadas por agua, tienen como 
punto de partida, invariablemente, el promedio de las aguas bajas, o la 
menguante máxima. 2) Costa Rica tiene derecho a ser beneficiada puesto que 
cede territorio que geográficamente le pertenece. 
Consideraciones del Árbitro: 
Las fluctuaciones del nivel de las aguas del Lago de Nicaragua se determinan 
bajo la influencia de la estación lluviosa, cuya duración es de siete meses, y de 
la seca que dura cinco, poco más o menos. Durante estas estaciones las aguas 
del Lago se encuentran en cinco estados diferentes: 
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1. Altura máxima del agua: nivel alcanzado solamente en años de un 
máximum de lluvias o por condiciones excepcionales. 
2. Promedio de las aguas altas: el promedio del alto nivel, alcanzado en 
años regulares. 
3. Promedio de las aguas bajas: el promedio del bajo nivel, de los años 
regulares. 
4. Menguante máxima del agua: el más bajo nivel alcanzado en años de 
mínimum de lluvia o por otras condiciones excepcionales. 
5. Estado medio del agua: a sea el promedio entre el promedio de las 
aguas altas y el promedio de las aguas bajas. 
Existen tierras semi-sumergida, en ocasiones seca y en ocasiones sumergida, 
que se encuentran entre las tierras permanentes y las aguas permanentes. 
Para usos ordinarios no son de gran valor, sin embargo, como adjunto de la 
tierra firme son valiosas. 
El dueño de la tierra firme tiene dos ventajas de gran importancia, al continuar 
sus cercas a través de la superficie semi-sumergida evita cercar toda la parte 
que queda frente al agua; y durante la estación seca puede utilizar la parte 
semi-sumergida para empresas agrícolas. Sin embargo, si la propiedad se 
confiriera al propietario del agua las ventajas serían desperdiciadas. Por 
consiguiente, la equidad siempre y la ley, generalmente, le confieren al dueño 
de la tierra firme la parte semi-sumergida. 
El Ingeniero E.P. Alexander aceptó la aplicación de este principio para la 
decisión del Laudo Nº3, sin embargo afirmó que ese no era el caso de una 
línea divisoria, demarcada por agua, ni es del todo semejante, o adaptable a 
uno; porque ninguno de los casos de equidad mencionados arriba, tiene ahí 
ninguna aplicación. En este caso se disputa una línea de agua no como línea 
divisoria, sino como medio para encontrar puntos de partida, desde donde se 
mida cierta porción de territorio. 
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El lenguaje del Tratado de Límites de 1858 sugirió una descripción muy concisa 
del Lago con sus márgenes, es evidente por lo tanto que dentro de las 
descripciones del Lago en sus diferentes niveles, se debe tomar la que parece 
más natural, obvia y razonable.  
La idea de una margen es de agua limitada por tierra seca y arboledas. Por lo 
tanto la margen de un lago, en estas latitudes, la representa solamente la línea 
promedio de aguas altas pues es solo en ésta que se puede encontrar 
permanentemente tierra seca cada día de un año ordinario.  
Para establecer el nivel del agua, se tomó como referencia el último de los 
estudios realizados para la propuesta de la ruta del Canal de Nicaragua, éste 
fue el realizado por la Comisión Americana del Canal y suministrado por el 
almirante J. G. Waker en carta fecha Julio 10 de 1899.  
De tal forma, el árbitro resolvió, que la línea de la playa del Lago de Nicaragua, 
al nivel de ciento seis pies, según las marcas fijas de la Comisión Americana 
del canal, debe ser tomada como la margen de dicho Lago, a que se refiere el 
Tratado de 1858. 
3.7. Análisis del Laudo N°5 de E.P. Alexander 
Fue pronunciado en Nueva York el 10 de Marzo de 1900 por solicitud de la 
Comisión de Nicaragua, de declararse que pronto en la Bahía de Salinas, debía 
tomarse como centro al trazar la última línea de la frontera, desde el lugar 
donde ésta línea coincide con el Río Sapoa hasta donde el referido Río termina 
en la Bahía.  
Fundamentándose en el Artículo II del Tratado de Límites de 1858 que cita: 
“…del punto en que ella (la línea divisoria paralela a la ribera del Lago) coincide 
con el Río Sapoa, el que por lo dicho, debe distar dos millas del Lago, una 
recta astronómica se trazará hasta el punto céntrico de la Bahía de Salinas, en 
el mar del Sur, donde quedará terminada la demarcación del territorio de las 
dos Repúblicas contratantes". 
En el Artículo IV: La Bahía de San Juan del Norte, así como la de Salinas, 
serán comunes a ambas Repúblicas, y por consiguiente lo serán sus ventajas y 
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la obligación de concurrir a su defensa. Y en el Laudo Cleveland de 1888, 
Cláusula 3, numerales 2 y 3 que dicen: “2.- El punto céntrico de la Bahía de 
salinas debe fijarse tirando una línea recta a través de la boca de la Bahía y 
determinando matemáticamente el centro de la figura geométrica cerrada, que 
forme dicha línea recta, y la playa de la Bahía marcada por la vaciante. 3.- Por 
punto céntrico de La Bahía de salinas debe de entenderse el centro de la figura 
geométrica formada como queda dicho. El límite de la Bahía hacia el Océano 
es una línea recta tirada de la extremidad de Punta Arranca Barba, casi al sur 
derecho a la porción más occidental de la tierra por Punta de Sacate.” 
La Bahía de salinas fue cuidadosamente medida y el plano levantado por 
oficiales de la marina de los Estados Unidos, en 1885 y su plano está publicado 
por la Oficina Naval Hidrográfica de los Estados Unidos, N0 1025.  
El Árbitro adoptando el mapa, con los planos levantados por la Marina de los 
Estados Unidos de América en 1885, con el consentimiento de ambas 
Comisiones, procedió a encontrar el centro matemático de una figura, cerrada 
por la línea recta que une las extremidades de la Bahía, y teniendo en cuenta 
que el centro matemático de una figura irregular, es la posición media de su 
área.  
Por consiguiente, fijó la posición del centro de la Bahía de salinas a: 
¾ Latitud: 11º 03' 47" 
¾ Longitud 85º 43" 52" 
De forma resolvió que hacia este punto debía dirigirse la línea divisoria desde 
donde coincide con el Río Sapoa, a no ser que las dos Comisiones puedan 
convenirse en una línea con mojones naturales, en demostración del respeto a 
la letra del Artículo III del Tratado de Límites de 1858. 
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CAPÍTULO II 
ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE INTERNACIONAL DE 
JUSTICIA 
Los conflictos entre Costa Rica y Nicaragua, a pesar del esfuerzo realizado con 
el Tratado de Límites de 1858, el Laudo Cleveland de 1888 y los Laudos del 
Ingeniero Edward Porter Alexander, no pudieron dilucidarse. Las disputas se 
extendieron y prolongaron, principalmente hacia la interpretación del Laudo 
Cleveland en cuanto a los derechos de consentimiento e indemnización de 
Costa Rica, la extensión del Derecho de Navegación y el ejercicio de soberanía 
de Nicaragua sobre el Río San Juan.  
De tal forma Costa Rica, el 29 de septiembre de 2005, en base a lo establecido 
en el artículo 40 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, presentó 
ante la Secretaría de la Corte una Solicitud incoando procedimiento contra 
Nicaragua por diferencias relativas a la Navegación y Derechos Conexos sobre 
el Río San Juan.  
 
1. Antecedentes del Conflicto 
A mediados de la década de los noventa Nicaragua introdujo nuevas medidas 
relacionadas a las condiciones de navegación sobre el Río San Juan, entre 
ellas el pago de ciertas sumas de dinero por el trasporte de pasajeros en 
embarcaciones costarricenses y la obligación de éstas de detenerse en los 
puestos de control nicaragüenses a lo largo del río. 
Con respecto a la Trata de Personas y el Tráfico Ilegal, se tomaron 
precauciones y mecanismos para contrarrestar la comisión del delito en la 
zona, para lo cual se firmó entre el Comandante en Jefe del Ejército de 
Nicaragua y el Ministro de Seguridad Pública de Costa Rica, un Comunicado 
conjunto, a fin de coordinar las operaciones a efectuarse en las zonas 
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fronterizas. Los efectos del Comunicado perdieron razón de ser a raíz de 
desacuerdos surgidos en relación a los alcances del derecho de navegación de 
Costa Rica en el río, puesto que el 14 de julio de 1998, Nicaragua prohibió la 
navegación de embarcaciones costarricenses que trasportaban miembros de la 
fuerza policial de Costa Rica.  
Ante esta situación, pocos días después, por la necesidad costarricense de 
navegar en el río con fines de avituallamiento de los puestos fronterizos, se 
firmó otro Comunicado conjunto entre el Ministro de Defensa nicaragüense y el 
Ministro de Seguridad Pública de Costa Rica, al cual se le llamó “Comunicado 
Conjunto Cuadra-Lizano”. Éste no tuvo mucha duración debido a que, en vista 
de la persistencia de inconvenientes, el Gobierno de Nicaragua lo declaró nulo. 
Frente a estas disputas y la tentativa de una posible demanda, Nicaragua, 71 
años después de haber aceptado la jurisdicción obligatoria de la Corte sin 
ningún tipo de reservas, informa al Secretario General de las Naciones Unidas 
que, a partir del 21 de octubre del año 2001, no aceptará la jurisdicción 
obligatoria de la Corte Internacional en demandas que tengan su origen en la 
interpretación de Tratados o Sentencias Arbitrales anteriores al 31 diciembre de 
1901. 
Sin embargo, a pesar de esa declaración, en 2002, el Ministro de Relaciones 
Exteriores de Nicaragua, Norman Caldera, y el Canciller costarricense, Roberto 
Tovar, suscribieron la Declaración de Alajuela, por medio de la cual Nicaragua 
se comprometió a mantener durante un plazo de tres años, la situación jurídica 
de aceptación a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia; a cambio 
de lo cual, Costa Rica se comprometió a no iniciar ninguna acción o 
reclamación internacional contra Nicaragua ante la misma Corte, o cualquier 
otra instancia internacional, respecto de asuntos referidos a Tratados o 
Acuerdos vigentes entre ambos países (García, 2006). 
Una vez agotado el plazo establecido en el Acuerdo Tovar-Caldera, y sin que 
mediara arreglo entre las Partes, Costa Rica instituyó demanda ante la Corte 
Internacional de Justicia, en contra de Nicaragua, en relación a Derechos de 
Navegación y Derechos Conexos sobre el Río San Juan. 
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2. Corte Internacional de Justicia 
La Corte Internacional de Justicia (la Corte) es el Órgano Judicial Principal de 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), creada por el artículo 7, 
numeral 1 de la Carta de dicha Organización en 1945, y regulada por el 
Estatuto y Reglamento de su mismo nombre.  
La Corte es instituida de conformidad a los Propósitos y Principios expresados 
en la Carta de las Naciones Unidas, haciendo referencia a la búsqueda e 
implementación de mecanismos encargados de arreglar, prevenir, eliminar y 
suprimir actos o controversias que atenten contra la Paz y la Seguridad 
Internacional de conformidad a la Justicia y el Derecho Internacional.  
En tal sentido la función principal de este Órgano es el arreglo de controversias 
que le sean sometidas de forma compatible a las normas del Derecho 
Internacional, como son las Convenciones y Tratados Internacionales, la 
Costumbre Internacional, los Principios Generales del Derecho y, 
subsidiariamente, las Decisiones Judiciales y la Doctrina más reconocida.  
Es así que este Tribunal Internacional se encuentra organizado como cuerpo 
colegiado integrado por 15 Magistrados de diferentes nacionalidades. En el 
caso que nos ocupa, amparándose en el artículo 31, párrafo 3 del Estatuto de 
la Corte, tanto Costa Rica como Nicaragua designaron jueces Ad-hoc, en vista 
que la Corte no contaba entre sus miembros con jueces de la nacionalidad de 
las Partes. A tales efectos Costa Rica designó al Señor Antonio 
CançadoTrindade y Nicaragua al Señor Gilbert Guillaume. 
 
3. Competencia de la Corte Internacional de Justicia 
La Corte tiene competencia para conocer controversias  sobre los asuntos que 
le sean presentados por los Estados miembros de las Naciones Unidas, los 
Estados parte del Estatuto de la Corte que no sean miembros de la ONU, los 
casos llevados a su conocimiento por acuerdo de los Estados en conflicto 
cuando no sean parte ni de la Carta de la ONU ni del Estatuto, los casos 
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llevados por un sujeto que es parte de la Carta o del Estatuto y uno que no sea 
parte pero que declare su consentimiento para que la Corte conozca del litigio.  
De tal forma, Costa Rica, en el escrito de solicitud, fundamenta la competencia 
de la Corte Internacional de Justicia en las declaraciones de aceptación de la 
jurisdicción de la Corte que realizara el 20 febrero 1973, y la que fue efectuada 
por Nicaragua el 24 septiembre 1929, que en virtud del párrafo 5 del artículo 36 
del Estatuto de la Corte, es considerada como aceptación de la jurisdicción 
obligatoria de ésta. Además invoca como base de la competencia el artículo 
XXXI del Tratado Americano de Solución Pacífica de Controversias o “Pacto de 
Bogotá” de 1948, ratificado por Costa Rica desde el 27 marzo de 1949, sin 
reservas, y por Nicaragua el 21 junio de 1950, con reservas, puesto que dicho 
Tratado establece una vía de acceso a la Corte Internacional para los Estados 
partes.  
En sus escritos Costa Rica fundamenta, también, la competencia de la Corte 
en el Acuerdo Tovar-Caldera, por cuanto en el mismo, Nicaragua se 
comprometió a mantener invariable la situación jurídica de su declaración de 
aceptación de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia por un periodo 
de tres años, lo cual supone una reconocimiento de la misma.  
Además, según la materia la Corte puede conocer las controversias de orden 
jurídico que versen sobre a. Interpretación de un Tratado; b. Cuestión de 
Derecho Internacional; c. Existencia de un hecho que, de ser establecido, 
constituiría Violación de una Obligación Internacional; d. Naturaleza o extensión 
de la Reparación que ha de hacerse por el Quebrantamiento de una Obligación 
Internacional (deducidos del artículo 36, numeral 2 del Estatuto de la Corte). 
Siendo que la demanda de Costa Rica versa sobre una disputa en cuanto a la 
extensión de derechos que surgen de un Tratado Bilateral, la Corte tiene plena 
competencia para conocer del asunto. 
 
4. Procedimiento ante la Corte Internacional de Justicia 
El 29 de septiembre de 2005 Costa Rica acudió ante la Corte Internacional de 
Justicia para presentar una Solicitud incoando procedimiento en contra de 
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Nicaragua, por diferencias relativas a la Navegación y Derechos Conexos en el 
Río San Juan, en base a lo establecido en el artículo 40 del Estatuto de la 
Corte. En ese escrito de solicitud se especificó el objeto de la controversia y la 
identidad de las partes de la misma, además de los fundamentos de derecho 
sobre la competencia de la Corte en el asunto,  la demanda y un relato de los 
hechos, en plena concordancia con el artículo 38 del Reglamento de ese 
Tribunal, dando así inicio al procedimiento contencioso. 
El procedimiento ante la Corte comporta dos Fases, la primera es la Fase 
Escrita que comprende las comunicaciones que se efectúan a través de la 
Memoria, Contramemoria, Réplica y Dúplica, además de los documentos 
necesarios para fundamentar las posiciones manifestadas en éstas. 
En el caso que nos compete, mediante Ordenanza de 29 de noviembre de 
2009, la Corte fijó el 29 de agosto de 2006 y el 29 de mayo de 2007 como 
fechas límites para presentar la Memoria y Contramemoria. Una vez 
presentadas éstas, la Corte dictó Ordenanza autorizando la presentación de 
una Réplica por Costa Rica y una Dúplica por Nicaragua, a ser entregadas en 
un plazo límite de 15 de enero y 15 de julio de 2008, respectivamente. 
Además de esos escritos, mediante carta del 27 de noviembre de 2008, el 
Agente de Costa Rica solicitó a la Corte autorizar la presentación de cinco 
documentos nuevos, de acuerdo al artículo 56 del Reglamento de ese alto 
Tribunal de Justicia. Esta solicitud fue rechazada por el Gobierno de Nicaragua. 
Sin embargo, el 18 de diciembre de 2008, la Corte notificó mediante carta su 
decisión de autorizar la producción de 4 de los 5 documentos solicitados por 
Costa Rica, dándole a Nicaragua la oportunidad de presentar sus 
observaciones sobre los mismos. 
La segunda fase del procedimiento es la Oral, comprendida por audiencias o 
Vistas que se otorgan a los testigos, peritos y representantes de las partes 
(artículo 43 del Estatuto). Las Audiencias Orales, en el caso en concreto, 
tuvieron lugar del 2 al 12 de marzo de 2009.  
En esta etapa se solicitó la evacuación de las pruebas, ordenando a los 
Agentes de las Partes (Edgard Ugalde-Álvarez, Embajador, Viceministro de 
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Relaciones Exteriores, por Costa Rica y Carlos José Arguello Gómez, 
Embajador de Nicaragua en el Reino de Dinamarca) producir cualquier 
documento, explicación, o interrogatorio de testigos, o comisionando a un 
individuo u organismo la investigación y dictamen pericial.  
Una vez que los representantes de las Partes terminaron los alegatos orales se 
presentaron las conclusiones finales y se dio por concluida la Vista.  
 
5. Pretensiones de las partes de la controversia 
De la Memoria, Contramemoria, Réplica, Dúplica, Evacuación de Pruebas y 
Presentación de Peritos, llevadas a cabo en el procedimiento escrito y oral 
desarrollado ante la Corte, se pueden deducir las siguientes pretensiones: 
5.1. Pretensiones y Argumentos presentados por Costa Rica 
Costa Rica en la Solicitud pidió a la Corte adjudicar y declarar que Nicaragua 
ha violado sus obligaciones internacionales y pide la cesación de la supuesta 
conducta  nicaragüense que impide el libre y completo ejercicio y disfrute de los 
derechos que ésta posee en el Rio San Juan, y que le impiden cumplir con sus 
obligaciones derivadas del Artículo IV del Tratado de Límites y otros 
instrumentos. Argumenta que Nicaragua en los últimos años ha realizado una 
serie de actos transgresores como: Orden de informar las entradas de barcos 
en el rio; detención de barcos con turistas, registro y requerimiento de 
identificación de los mismo; requerimiento de pago por derecho de zarpe; el 
detenimiento y confiscación a dos periodistas costarricenses  en febrero del 83; 
imposición de horarios de navegación y de la obligación de detenerse en los 
puestos de control, violencia en contra de los barcos que no se detenían en 
puestos de control; imposición de cargo a los pasajeros de barcos 
costarricenses con nacionalidad de terceros Estados, como una medida de 
control migratorio; restricción del derecho de navegación con propósitos de 
comunicación y la pesca, considerándolos después como una cortesía no 
derecho; requerimiento de obtención de visas para los costarricenses; y una 
interpretación restrictiva al término “objetos de comercio”. 
En particular Costa Rica solicita que se declare que Nicaragua ha violado: 
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a) La obligación de facilitar y agilizar el tráfico en el Rio San Juan, 
establecida por el por el Tratado de 1858 y el Laudo Cleveland de 1888. 
b) La obligación de permitir a los botes costarricenses y sus pasajeros de 
navegar libremente y sin impedimento en el Rio San Juan con objetos de 
comercio, incluyendo el transporte de pasajeros y turistas, 
c) La obligación de permitir a los botes costarricenses y sus pasajeros que 
naveguen con objetos de comercio, para que atraquen libremente en 
cualquiera de las márgenes del Rio San Juan sin pagar ningún cargo, a 
menos de acuerdo expreso por ambos gobiernos, 
d) La obligación de no requerir a los botes costarricenses y a sus pasajeros 
que se detengan en los puestos de control nicaragüenses a lo largo del 
Río; 
e) La obligación de no imponer ningún cobro o tasa a los botes 
costarricenses y a sus pasajeros para la navegación en el Río, 
f) La obligación de permitir a Costa Rica el derecho de navegar con 
buques fiscales en el río de acuerdo con el artículo II del Laudo 
Cleveland, 
g) La obligación de permitir la navegación en el Rio San Juan de botes 
oficiales costarricenses para avituallamiento, para el relevo de personal 
de los puestos fronterizos a lo largo de la margen derecha del Rio San 
Juan,  con su equipamiento oficial, inclusive las armas necesarias y 
municiones, con fines de protección,  
h) La obligación de colaborar con Costa Rica a fin de ejecutar tareas y 
actividades que faciliten y aceleren el tráfico en el Rio San Juan dentro 
de los términos del Tratado de Límites y su interpretación,  
i) La obligación de no agravar o extender la disputa adoptando medidas 
contra Costa Rica, incluyendo sanciones económicas ilegales contrarias 
a los Tratados en vigor o al Derecho Internacional, o consistente en 
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nuevas modificaciones en el régimen de navegación y derechos conexos 
en el Rio San Juan no permitidos por los instrumentos referidos supra.  
Además, en el caso de que Nicaragua imponga a Costa Rica sanciones 
económicas, u otra sanción ilegal, o medida tendiente a agravar y extender la 
presente disputa, se le solicita a la Corte determinar la reparación debida por 
Nicaragua. 
A estos puntos referidos en la solicitud, durante el procedimiento escrito, en la 
Memoria y en la Réplica, sólo se les hicieron pequeñas variaciones. Entre éstas 
tenemos: 
Declarar que Nicaragua ha violado su obligación de: 
¾ No imponer otros impedimentos en el ejercicio del derecho de libre 
navegación, incluido los horarios de navegación y las condiciones 
relativas a banderas. 
¾ Permitir a los ribereños de la margen costarricense pescar en el Río 
para fines de subsistencia. 
Además de declarar que Nicaragua debe: 
¾ Ofrecer las seguridades apropiadas y las garantías de no repetición de 
su comportamiento ilícito, bajo la forma que la Corte estime bien 
ordenar. 
En las Conclusiones Costa Rica presenta tres pretensiones principales: 
¾ Ordenar a Nicaragua el cese de todas las violaciones de sus 
obligaciones de carácter continuo. 
¾ Decidir que Nicaragua debe hacer reparaciones a Costa Rica por 
los daños causados a raíz de las violaciones identificadas, en 
forma de restablecimiento y compensación en un monto a ser 
determinado en una etapa posterior. 
¾ Dar las seguridades y garantías de no repetición de la conducta 
ilícita. 
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5.2. Pretensiones y Argumentos presentados por Nicaragua 
Los representantes de Nicaragua ante la Corte Internacional de justicia, 
encabezados por el Dr. Alejandro Arguello Gómez, Embajador de Nicaragua en 
los Países Bajos, en vista de las consideraciones de hecho y derecho 
manifestadas por el gobierno costarricense, pidieron a la Corte que: 
PRIMERO: Decida y declare que las demandas formuladas por Costa Rica en 
su Memoria sean rechazadas por los motivos siguientes: 
a) Inexistencia de violación de las disposiciones del Tratado de 15 de abril 
de 1858 o de cualquier otra obligación internacional de Nicaragua; 
b) Falta de derivación, de la obligación que se alega violada, en las 
disposiciones del Tratado de 15 de abril de 1858 o en el Derecho 
Internacional en general. 
SEGUNDO: Además, se le solicita a la Corte declarar que:  
(i) Costa Rica está obligada a cumplir con las regulaciones para la 
navegación (y el atraque) en el San Juan impuestas por las 
autoridades nicaragüenses en particular relacionadas con asuntos 
relativos con salud y seguridad, 
(ii) Costa Rica debe pagar por todo servicio especial proporcionado 
por Nicaragua en el uso del San Juan, sea por navegación o 
atraque en las márgenes nicaragüenses,  
(iii) Costa Rica tiene que cumplir con todos cargos razonables por 
mejoras hechas en las condiciones de navegación en el Río con 
respecto a su situación en 1858; 
(iv) Los botes de servicio fiscal pueden ser usados únicamente y con 
especial referencia al tránsito efectivo de mercancías autorizado 
por el Tratado, 
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(v) Nicaragua tiene derecho a dragar el San Juan a fin de restablecer 
el flujo de las aguas al existente en 1858 aun cuando esto afecte 
el flujo de aguas de otros recipientes actuales de dicho flujo, tales 
como el Río Colorado.  
En las conclusiones Nicaragua presentó dos pretensiones principales: 
¾ Rechazar las peticiones de Costa Rica, sea porque el demandado no ha 
violado las obligaciones que le conciernen o porque las obligaciones no 
derivan de ninguna regla del Derecho Internacional. 
¾ Declarar: 
i. Obligación de Costa Rica de cumplir con la regulaciones 
para la navegación impuestas por las autoridades 
nicaragüenses. 
ii. Obligación de Costa Rica de pagar por servicios especiales 
proporcionados por Nicaragua para el uso del rio. 
iii. Uso de botes de servicio fiscal por parte de Costa Rica, 
sólo para el transito efectivo de mercancías autorizado por 
el tratado. 
iv. Obligación de Costa Rica de cumplir con cargos para 
realizar  mejoras en las condiciones de navegación en el 
rio. 
v. El derecho de Nicaragua de dragar el San Juan a fin de 
restablecer el flujo de agua existente para 1858, aún 
cuando sea afectado el flujo de otros recipientes, tales 
como el rio Colorado.  
 
5.3. Opiniones coincidentes de las Partes en el proceso 
Durante el procedimiento ante la Corte Internacional de Justicia las partes 
estuvieron de acuerdo en que: 
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¾ Costa Rica posee un Derecho de Libre Navegación en la sección del Rio 
San Juan donde la margen derecha, que fluye desde el punto tres millas 
inglesas Río abajo del Castillo Viejo a la boca del Río en el Mar Caribe 
(aproximadamente 140 Km. de largo), marca la frontera entre los dos 
Estados en virtud del Tratado de Límites del 15 de abril de 1858, sección 
del Río perteneciente a Nicaragua.  
¾ Río arriba del punto referido, el San Juan fluye enteramente en el 
territorio nicaragüense desde su origen en el lago de Nicaragua, en esta 
dirección ambas márgenes pertenecen a Nicaragua.  
¾ La discusión radica en el fundamento jurídico y la precisa extensión del 
Derecho de Libre Navegación. 
¾ Ambos países concuerdan en los planteamientos, el verdadero punto de 
discordia es:  
¾ El verdadero punto de discordia es “la obligación de Nicaragua de 
notificar a Costa Rica sobre las regulaciones estipuladas o la obligación 
de Nicaragua de consultar a Costa Rica sobre las regulaciones 
propuestas” (Sentencia de 13 de julio de 2009). 
 
6. Fallo de la Corte Internacional de Justicia 
Las decisiones de la Corte se toman por mayoría de votos de los Magistrados, 
debe ser motivada y tiene carácter definitivo e inapelable, por lo que es de 
obligatorio cumplimiento para las partes en litigio. 
En el caso que nos concierne, y en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 
95 del Reglamento de la Corte, el fallo debe indicar la fecha de su lectura, los 
nombres de los jueces y de las partes, nombres de los agentes, consejeros y 
abogados, resumen del procedimiento, la parte dispositiva, número y nombre 
de jueces que han constituido mayoría y la indicación del fallo que hará fe. 
En vista de que la Sentencia puede contener la opinión disidente de cualquiera 
de los Magistrados cuando el voto no haya sido unánime, los jueces 
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Sepúlveda-Amor1 y Skotnikov2 adjuntaron opiniones individuales y el Juez Ad 
Hoc Guillaume adjuntó una declaración. 
De la sentencia se trasmitieron ejemplares firmados y sellados a cada una de 
las Partes de la controversia y se le envía una copia al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados 
parte del Estatuto que no sean Miembros de la ONU. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                            
1 Anexo 10 
2 Anexo 9 
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CAPÌTULO III 
ANÁLISIS DE LA SENTENCIA DE 13 JULIO DE 2009 SOBRE DERECHOS 
DE NAVEGACIÓN Y DERECHOS CONEXOS SOBRE EL RÍO SAN JUAN 
En el presente Capítulo abordaré los temas referidos al fallo de la Corte, la 
decisión y fundamentación de la Corte de acuerdo a lo referido en la Sentencia 
de  13 de julio de 2009 y en los alegatos escritos y orales presentados por las 
Partes. De tal forma, se desarrolla puntualmente cada pretensión de las Partes 
y la consideración que al respecto emite la Corte. 
 
1. CONSIDERACIONES DE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA 
SOBRE EL ASUNTO DE DERECHOS DE NAVEGACIÓN Y DERECHOS 
CONEXOS SOBRE EL RÍO SAN JUAN 
La Corte en su Sentencia razonó su decisión a través de los considerandos 
sobre los punto más importantes discutidos durante el procedimiento escrito y 
oral. Se destacan de los mismos sus valoraciones sobre el alcance y extensión 
del Derecho de Libre Navegación de Costa Rica y el Poder de Reglamentación 
de Nicaragua, mismos que expondremos a continuación: 
1.1. El Derecho de Costa Rica de Libre Navegación en el Rio San Juan 
Para profundizar en el análisis de las disposiciones abordadas en la Sentencia 
de la Corte, se señalarán inicialmente las consideraciones tanto de Costa Rica 
como de Nicaragua respecto de la naturaleza jurídica del Río San Juan, el 
fundamento del Derecho de Libre Navegación y sus alcances, el poder de 
regulación de Nicaragua sobre la Navegación, los aspectos regulables y el 
ejercicio de soberanía de Nicaragua sobre el río, y por último el derecho de 
Pesca de Subsistencia. 
 
1.1.1. El Fundamento Jurídico del Derecho de Libre Navegación 
De acuerdo con Costa Rica, el Derecho de Libre Navegación que ostenta en la 
parte del Rio San Juan que está en disputa, deriva no sólo de disposiciones 
convencionales en vigor entre las Partes, sino también por las reglas de 
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Derecho Internacional General que son aplicables, sobre navegación en 
relación a los Ríos Internacionales. Con esta posición manifiesta su 
consideración de que el Río San Juan es un Río Internacional, en la sección en 
la que su curso sigue la frontera, poseyendo Costa Rica entonces un derecho 
consuetudinario de Libre Navegación en su capacidad de Estado ribereño.  
De acuerdo con Nicaragua, por el contrario, el Río San Juan no entra dentro de 
la categoría de Río Internacional, ya que fluye enteramente en el territorio de 
un único país en virtud de las disposiciones del Tratado de Límites de 1858, el 
cual establece la frontera en una forma que ninguna parte del Río cae bajo la 
soberanía de otro Estado que no sea Nicaragua. Es de entenderse que no se 
debe confundir la Margen del Río con las Aguas del río. 
Según Nicaragua a falta de existencia de un Régimen General aplicable a Ríos 
cuyos cursos, o una de sus márgenes, constituya la frontera entre dos Estados, 
no se puede deducir que las normas generales del Derecho Internacional sean 
aplicables, ni que exista un Derecho Consuetudinario de Libre Navegación. 
Finalmente, Nicaragua arguye que las disposiciones especiales consentidas 
entre las Partes son las que se aplican en caso de disputa. 
Frente a estos argumentos, La Corte consideró que el Tratado de Límites de 
1858 define completamente las reglas aplicables a la sección del Río San Juan 
que está en disputa en relación a la navegación, y que éste se interpreta a la 
luz de las otras disposiciones convencionales en vigor entre las partes, y de 
conformidad con las decisiones arbitrales o judiciales emitidas a este respecto. 
Sin embargo no considera necesario analizar la aplicación de las  reglas 
derivadas de la costumbre internacional, universal o regional, para el caso de 
que las referidas disposiciones no existieran. 
Una vez dejando que la Corte establece qué instrumentos jurídicos utilizará 
para fundamentar los derechos pretendidos por las Partes, declara que el 
principal fundamento del derecho de Costa Rica a la Libre Navegación está 
contenido en el Artículo VI del Tratado de 1858, que enuncia entre otras cosas: 
que Costa Rica tiene, en la sección del Río que sigue la frontera entre los dos 
Estados, los derechos perpetuos de Libre Navegación con objetos de comercio. 
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Establece también como fundamento jurídico de los Derechos de Costa Rica 
sobre el Río: 
¾ Artículo II que establece la frontera en la margen costarricense en la 
sección del Río que es la causa de la disputa. 
¾ Artículo IV, que obliga a Costa Rica a contribuir a la seguridad del Río. 
¾ Artículo VIII, que obliga a Nicaragua a consultar a Costa Rica antes de 
entrar en acuerdos con un tercer Estado para la canalización o el 
tránsito por el Río. 
Otros de los Instrumentos Jurídicos que contribuyen a la interpretación del 
alcance del Derecho de libre Navegación de Costa Rica son: 
¾ El Acuerdo Fournier-Sevilla concluido el 9 de enero de 1956 (Acuerdo de 
1956) entre los dos Estados, por el cual las partes convienen colaborar 
en la medida de sus posibilidades, en particular para facilitar y hacer 
expedito el tráfico por el Rio San Juan conforme a lo dispuesto en el 
Tratado de 1858 y el laudo arbitral del Presidente Cleveland de 1888. 
¾ El Laudo Arbitral hecho por el Presidente de Estados Unidos de 22 de 
marzo de 1888 (conocido como Laudo Cleveland). 
¾ La Sentencia de la Corte de Justicia Centroamericana de 30 de 
septiembre de 1916, que resolvió que Nicaragua, al concluir un acuerdo 
con Estados Unidos permitiendo la construcción y el mantenimiento de 
un canal interoceánico a través del Rio San Juan, había desconocido los 
derechos de Costa Rica derivados del artículo VIII del Tratado de ser 
consultada antes de la conclusión de cualquier acuerdo de esa 
naturaleza. 
 
1.1.2. El alcance del Derecho de Libre Navegación atribuido a Costa Rica 
Una vez determinados los fundamentos jurídicos que darían cauce a la 
decisión sobre el Asunto, La Corte procedió a determinar el alcance preciso del 
Derecho de Libre Navegación reconocido a Costa Rica por el Tratado de 1858. 
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La divergencia de las Partes concierne esencialmente sobre la interpretación 
de las palabras “Libre Navegación… con objetos de comercio” del Artículo VI 
del Tratado de Límites, de las actividades que este supuesto abarca, de las que 
no pero que se encuentran sujetas al poder soberano de Nicaragua. 
 
1.1.2.1. El significado y límite de la expresión “Libre Navegación….con 
objetos de comercio” 
El Artículo VI del Tratado de Límites de 1858 establece que: 
“La República de Nicaragua tendrá exclusivamente el dominio y sumo imperio 
sobre las aguas del Rio San Juan desde su salida del Lago, hasta su 
desembocadura en el Océano Atlántico; pero la República de Costa Rica 
tendrá en dichas aguas los derechos perpetuos de Libre Navegación, desde la 
expresada desembocadura hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo 
Viejo, con objetos de comercio, ya sea con Nicaragua o al interior de Costa 
Rica por los Ríos de San Carlos o Sarapiquí, o cualquiera otra vía procedente 
de la parte que en la ribera del San Juan se establece corresponder a ésta 
República. Las embarcaciones de uno u otro país podrán indistintamente 
atracar en las riberas del Río, en la parte en que la navegación es común, sin 
cobrarse ninguna clase de impuestos, a no ser que se establezcan de acuerdo 
entre ambos Gobiernos.”  
En otras palabras, Costa Rica tiene Derecho Perpetuo de Libre Navegación 
con objetos de comercio desde la desembocadura del Río San Juan en el Mar 
Caribe, hasta tres millas inglesas antes de llegar a Castillo Viejo, además del 
Derecho de atracar en cualquiera de las riberas del Río donde dicha 
navegación es común, sin que se cobre ninguna clase de impuesto. 
Sin embargo la expresión Objetos de Comercio se interpreta de forma 
ambigua por ambos Estados. Es así que para Nicaragua, esta expresión se 
interpreta en el sentido material y concreto del término, incluyendo solo el 
transporte de mercancías destinadas a ser vendidas en un intercambio 
comercial. Sin embargo, para Costa Rica, la expresión se interpreta en el 
sentido abstracto de fines y propósitos, atribuyéndole a la libertad de 
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navegación un alcance más amplio que engloba tanto el transporte de 
mercancías, como el transporte de pasajeros y turistas, por ser éstas 
actividades comerciales. 
La  Corte inició haciendo tres observaciones preliminares de naturaleza 
General: 
i. Observaciones preliminares 
Primeramente, le corresponde a La Corte interpretar las cláusulas del Tratado. 
Esto lo hará refiriéndose al derecho internacional consuetudinario en la materia, 
tal y como se refleja en los Artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre  
Derecho de los Tratados de 1969. 
Desde ésta perspectiva, el hecho que Nicaragua no sea parte de la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, o el hecho de que el Tratado que 
debe ser interpretado es anterior a la suscripción de la Convención, no impide  
a La Corte de referirse a los principios de interpretación enunciados en los 
Artículos 31 y 32 de la Convención de Viena.  
En segundo lugar, La Corte no admite los argumentos de Nicaragua en el 
sentido de que el derecho de Costa Rica de Libre Navegación debería ser 
interpretado estrictamente. 
La Corte considera que la disposición de un Tratado que tiene el fin de limitar 
los poderes soberanos de un Estado debe ser interpretada atendiendo a la 
intención de sus autores tal y como fue reflejada en el texto del Tratado y los 
otros factores pertinentes en materia de interpretación.   
No se deduce del Artículo VI que las Partes tuvieran la intención de establecer 
una jerarquía entre la soberanía de Nicaragua sobre el Río y el derecho de 
Costa Rica de Libre Navegación. Es por ello que al término Libre Navegación 
no debe concedérsele ni una interpretación restrictiva, ni una extensiva. 
Finalmente, la Corte observó que los puntos sub judice del caso no fueron 
decididos ni por el Laudo Cleveland de 1888, ni por la decisión de La Corte de 
Justicia Centroamericana de 1916. Ya que el Laudo Cleveland se limitó a 
decidir sobre las cuestiones de interpretación que las partes sometieron 
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expresamente al árbitro y dentro de esas cuestiones no figuraba el significado 
de las palabras con objetos de comercio, y la parte dispositiva de la decisión de 
La Corte de Justicia Centroamericana de 1916 se basó únicamente en la 
aplicación de las estipulaciones expuestas por el Artículo VIII del Tratado, que 
no son objeto del presente caso.  
 
ii. El significado de la frase con objetos 
Al examinar el sentido de la frase Con Objetos de Comercio, empleada en el 
Artículo VI del Tratado de 1858, para determinar su significado, la Corte 
concluyó que la palabra en español objetos puede, en dependencia del 
contexto en que es utilizada, tener un significado concreto o uno abstracto. 
La Corte no acogió la interpretación restrictiva de Nicaragua puesto que el 
hecho de atribuir el significado de con mercancías o con artículos a la frase con 
objetos da como resultado el privar de significado a la oración completa en que 
aparece la frase. 
En cambio la interpretación de Costa Rica de las palabras Con Objetos permite 
que se le dé a la oración completa un sentido coherente.  
En relación a la interpretación, la Corte decidió que la traducción de con 
Objetos de Comercio es en inglés forthepurposes of commerce, por los 
siguientes motivos: 
¾ La palabra objetos es usada en el Artículo VIII del Tratado de 1858, en 
cuyo contexto únicamente puede tener el significado abstracto de 
propósitos o sujetos. De ello se infiere que las Partes entendían objetos 
en su sentido abstracto.  
¾ En el Tratado de Paz Cañas-Martínez, firmado por las Partes el 8 de 
diciembre de 1857, que nunca fue ratificado y, por ende, no entró en 
vigor, al referirse a la navegación por el Rio San Juan, este instrumento 
incluyó la expresión artículos de comercio, la cual se traduce como 
artículos o mercancías de comercio. Esto tendería a demostrar que 
cuando las Partes, en ese tiempo, querían referirse a bienes materiales 
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que daban lugar a transacciones de comercio, recurrían a otra 
expresión, que no era Objetos de Comercio.  
¾ En 1887 cuando las dos Partes expresaron una traducción al inglés del 
Tratado de 1858 al Presidente Cleveland para usarlo en el 
procedimiento arbitral que le fue sometido, aun cuando sus traducciones 
no fueron idénticas en todos los puntos, ellos usaron la misma frase para 
traducir el original con objetos de comercio, forpurposes of commerce. 
 
iii. El significado del término comercio 
Por otro lado, la Corte procedió a determinar el significado del término 
Comercio en el contexto del Artículo VI para determinar la extensión exacta del 
Derecho de Libre Navegación.  
Según Nicaragua, para los fines del Tratado, Comercio abarca únicamente la 
compra y venta de mercancías, de bienes materiales y excluye todos los 
servicios, entre otros, el transporte de pasajeros. En 1858 la palabra Comercio 
significaba comercio de bienes y no se extendía a servicios, siendo la inclusión 
de servicios un desarrollo reciente. El transporte de turistas no era una 
actividad en cuestión durante la época en la región. Es por esto que Nicaragua 
alega que la interpretación de dichas palabras debe hacerse ubicándose en la 
época, para permanecer fiel a la intención de los autores del Tratado. 
Costa Rica, en cambio, arguye que Comercio engloba toda actividad que 
persigue fines comerciales, incluyendo el transporte de pasajeros, mercancías 
y el turismo. Expone además una teoría que permite englobar el derecho 
argüido como toda forma de navegación, de tal forma citó las ediciones del 
siglo XIX del Diccionario de la Real Academia Española, que dan a la palabra 
Comercio un significado de “comunicación y trato de unas gentes o pueblos 
con otros”. De forma tal que incluiría movimiento y contacto entre habitantes de 
los pueblos en la margen costarricense del Rio San Juan y el uso del río para 
fines de navegación por agentes públicos costarricenses que provean a la 
población local con servicios esenciales. 
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La Corte no acogió ni la interpretación amplia propuesta por Costa Rica, ni la 
estricta sustentada por Nicaragua. Más bien sostuvo una posición mediadora y 
consideró que debía tenerse presente cuáles son los límites que el Tratado 
impone y que encausan el derecho otorgado, sosteniendo que los términos 
empleados en el Tratado deben ser interpretados a la luz de lo que se ha 
determinado como la intención común de las partes3.  
Sin embargo, la Corte argumentó que esto no implicaba que cuando el 
significado de un término no fuese el mismo que era en la fecha de la 
conclusión del Tratado, no deba ser tomado en cuenta el significado que tiene 
al momento de que el Tratado deba ser interpretado.4Infirió que hay situaciones 
en las que la intención de las partes al momento de la conclusión del Tratado 
puede ser presumida con la intención de dar a los términos usados un 
significado capaz de evolucionar para permitir la evolución del Derecho 
Internacional. De forma que, según la Corte, cuando las partes han usado 
términos genéricos en un Tratado, sabiendo las partes necesariamente que el 
significado de los términos era susceptible de evolucionar con el paso del 
tiempo y cuando el Tratado ha sido concluido con un largo período de tiempo o 
es “de duración ilimitada”, debe de presumirse que las partes tuvieron la 
intención de que esos términos tengan un sentido evolutivo. 
La palabra Comercio empleada en el Artículo VI del Tratado de 1858 es un 
término genérico, que se refiere a una clase de actividad, y el Tratado de 1858 
fue concluido por una duración ilimitada. Desde el origen fue destinado a crear 
un régimen jurídico caracterizado por su perpetuidad. 
La Corte concluyó que los términos por los cuales la extensión del derecho de 
Costa Rica a la Libre Navegación ha sido definido, incluyendo el término 
“comercio”, debe ser entendido con el significado que tiene en cada momento 
en el Tratado que debe ser aplicado, por ende, es el significado actual el que 
debe ser aceptado para los fines de aplicar el Tratado. 
                                                            
3 Sentencia de 27 de Agosto de 1952. Derechos de los Nacionales de Estados Unidos de 
América en Marrueco. Francia v. Estados Unidos. Sentencia de 13 de diciembre de 1999. Caso 
relativo a la Isla Kasikili/Sedudu. Bostwana v. Namibia. 
4Sentencia de 18de diciembre de 1978. Plataforma Continental del Mar Egeo. Grecia v. 
Turquía. 
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La Corte estima que el Derecho de Libre Navegación en cuestión aplica al 
transporte de personas al igual que al transporte de mercancías, siendo que 
actualmente el transporte de personas puede ser de naturaleza comercial,  
ejercida por el transportista, con fines lucrativos, se incluye el transporte de 
turistas. 
No obstante, la navegación de embarcaciones usadas para llevar a cabo 
actividades gubernamentales o que provean servicios públicos que no son de 
naturaleza comercial, no responden al concepto de “objetos de comercio” en el 
sentido del Artículo VI. 
 
1.1.2.2. Las actividades comprendidas por el Derecho de Libre 
Navegación perteneciente a Costa Rica 
La Corte determinó los tipos de actividades comprendidas por el Derecho de 
Libre Navegación de Costa Rica, distinguiendo entre navegación privada y la 
de las embarcaciones oficiales o públicas.  
i. Navegación privada 
La Corte definió dos tipos de navegación privada que son abarcadas por el 
Derecho de Libre Navegación de conformidad al Artículo VI del Tratado de 
1858: 
PRIMERO: Embarcaciones que transportan mercancías destinadas a 
transacciones comerciales. Esta actividad comercial tendría por objeto o 
“fin” el transporte de mercaderías, sea para venderlas, o una vez vendidas, 
para sacarla del país, siempre en el contexto del intercambio comercial. La 
Corte especifica que esta actividad puede ser efectuada por el dueño de la 
mercancía que viaje en la embarcación, o por el operador transportista, sea 
éste contratado a cambio de un precio acordado o libre de cargo. Según la 
Corte este Derecho de Libre Navegación de embarcaciones que transportan 
mercancías es extensivo al regreso de las personas que han transportado 
dichas mercaderías destinada a la venta. 
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SEGUNDO: Embarcaciones que transportan pasajeros con fines lucrativos. 
A diferencia de la anterior el transportista es el sujeto en ésta actividad, por 
lo tanto el lucro es un aspecto fundamental para ser considerado como tal. 
La Corte también se refirió a  la navegación de embarcaciones pertenecientes 
a los habitantes de los pueblos en la margen costarricense del Río, destinada a 
suplir sus necesidades básicas de la vida diaria y si ésta era protegida por el 
Derecho de Libre Navegación cuando se realizaba gratuitamente, concluyendo  
que dichas actividades, a pesar que no son comprendidas por el Artículo VI del 
Tratado de 1858, están cubiertas por la libertad de navegación pues al fijar la 
frontera en la margen sur, según el Articulo II del Tratado, debe presumirse que 
las partes tuvieron la intención de preservar para los ribereños costarricenses 
un derecho mínimo de navegación a fin de que continuaran viviendo una vida 
normal en las poblaciones a lo largo del Río. Dicho derecho se desprende de 
las disposiciones del Tratado como un todo, y en particular, de la manera en 
que define la frontera.  
ii. Embarcaciones oficiales 
El Tratado de 1858 no establece, en su Artículo VI, ningún régimen especial 
para embarcaciones “oficiales” o “públicas”. Al debatir la cuestión de las 
“embarcaciones oficiales”, las Partes han tenido en mente las que son 
utilizadas por las autoridades de Costa Rica para el ejercicio de actividades de 
orden público – como de policía y aduana – o para el suministro de servicios 
públicos cuando es desprovisto de toda finalidad lucrativa y, por consiguiente, 
de toda naturaleza comercial. 
Es por ello que La Corte estima que la navegación de las embarcaciones 
costarricenses para fines de actividades de orden público y servicios públicos 
sin objeto lucrativo, en particular embarcaciones de policía, se sitúan fuera del 
alcance del Artículo VI del Tratado de 1858, con la excepción de 
embarcaciones de servicios fiscales, que fue resuelta por el Arbitraje de 1888, 
sin embargo Costa Rica tiene la obligación de “salvaguardar” el Río desde su 
propio territorio.  
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La Corte consideró que Costa Rica no probó su afirmación de que el transporte 
fluvial es el único medio para aprovisionar sus puestos de policía localizados a 
lo largo de la margen del Río o a llevar a cabo el relevo del personal 
estacionado en ellos. Costa Rica no puede invocar el Comunicado Conjunto 
“Cuadra-Lizano” de 30 de julio de 1998 para reivindicar un derecho de navegar 
con embarcaciones oficiales armadas o que transportan armas. A pesar de lo 
antes dicho, la Corte es de la opinión que ciertas embarcaciones oficiales 
costarricenses, que son usadas exclusivamente para fines de proveer a la 
población de lo que necesita para suplir las necesidades de la vida diaria, son 
protegidas por el Derecho de Libre Navegación inferido por las disposiciones 
del Tratado, como un todo.  
 
1.1.3. Facultad de la República de Nicaragua para Reglamentar la 
Navegación 
En lo concerniente a las cuestiones que quedan fuera del alcance del Derecho 
de Libre Navegación de Costa Rica, y respecto a las otras partes del río, que 
no están sujetas al régimen del Tratado de 1858, Nicaragua, como soberana, 
tiene total poder de regular la navegación del Río San Juan. Con respecto a 
esta facultad las partes sostienen: 
Nicaragua alega tener competencia exclusiva para regular sobre: protección y 
mantenimiento del derecho de navegación, mantener el orden público y 
asegurar el respeto de las normas de seguridad en materia de navegación; 
protección de la frontera, incluso la puesta en marcha de procedimientos de 
inmigración respecto del control de nacionales y extranjeros navegando en 
aguas territoriales de Nicaragua; ejercicio de poderes de policía; protección del 
medio ambiente y los recursos naturales; garantía de la aplicación de las 
disposiciones del Tratado de 1858. 
Por su parte Costa Rica indica que la soberanía de Nicaragua sobre el Rio San 
Juan es sólo parte del régimen fluvial establecido en 1858, y que por lo tanto 
las regulaciones promulgadas por Nicaragua no deben infringir el derecho 
perpetuo de libre navegación de Costa Rica. 
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Además, Costa Rica establece que las regulaciones deben cumplir con ciertas 
características de Licitud, Publicidad, Razonabilidad, No arbitrariedad, No 
discriminación, Legitimidad del Objeto Público. 
 
1.1.3.1. Características de la potestad reglamentaria de Nicaragua 
La Corte reconoce la potestad reglamentaria de Nicaragua sobre el Derecho de 
Libre Navegación de Costa Rica en el rio San Juan, y establece que dicha 
reglamentación se encuentra sometida a las disposiciones establecidas por las 
partes, tanto por el Tratado de 1858, como por el Laudo Cleveland, ambas en 
virtud del principio Pacta SuntServanda, sea de forma directa o indirecta. 
De tal forma una vez reconocido ese derecho, La Corte dispuso una serie de 
características básicas, que según su consideración, debería contener la 
reglamentación que determine Nicaragua, a saber:  
a. Las reglas establecidas no deben ser prolíficas, pues no deben volver 
imposible o impedir sustancialmente el ejercicio del Derecho de Libre 
Navegación. 
b. Debe existir compatibilidad entre las disposiciones del Reglamento y las 
del Tratado. 
c. La finalidad de la reglamentación debe procurar la protección de un 
interés legítimo. Al respecto La Corte hace referencia a la Protección del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales como interés legítimo objeto 
de reglamentación por parte de Nicaragua. 
d. Debe tener como principio rector la igualdad en trato, es decir que las 
disposiciones deben ser aplicadas tanto a los nicaragüenses como a los 
costarricenses, cuando por ejemplo se establece un horario de 
navegación.  
e. Por último toda disposición contenida en el reglamento debe de ser 
razonable, entendiéndose como tal que el beneficio conseguido sea 
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mayor que el perjuicio a ocasionar en la búsqueda del objetivo a 
alcanzar. 
 
1.1.3.2. Notificación de las disposiciones reglamentarias 
La discusión sobre la obligación legal de Nicaragua de notificar a Costa Rica 
sobre las medidas adoptadas para regular la navegación sobre el rio, o para 
dar aviso y realizar consulta sobre la previa adopción de dichas medidas, ha 
sido otro de los puntos debatidos en la discusión del derecho de regulación 
sobre la navegación en el rio  de Nicaragua. Ante esta disputa la nación 
nicaragüense sostiene que al ejercer soberanía sobre el rio San Juan no tiene 
obligación, ni de consultar ni de informar a Costa Rica de las medidas a 
adoptar a través de la regulación, y que si se ha efectuado habitualmente ha 
sido en símbolo de cortesía, con el interés de sostener buenas relaciones 
bilaterales con el país hermano.  
Ante la posición de Nicaragua, Costa Rica alega nunca haber recibido 
notificación ninguna de las medidas adoptadas previamente, y que, a la luz del 
artículo VI del Tratado de Límites de 1858, Nicaragua se encuentra en la 
obligación de notificar las medidas a tomar,  concernientes a la navegación 
sobre el rio San Juan. 
En virtud de los alegatos y haciendo un análisis de la literalidad del artículo VI 
del Tratado referido, las disposiciones contenidas en el mismo se refieren 
únicamente a la imposición de ciertos cargos, no se extienden a todo el rango 
de medidas tomadas con el objeto de regular la navegación sobre el Río, por lo 
tanto ninguna obligación, sea esta de notificación o de consulta, puede 
interpretarse de forma general. Las obligaciones impuestas en el artículo VI a 
las partes radican únicamente en la necesidad de que ambas se pongan de 
acuerdo si desea imponer algún tipo de impuesto. En todo caso, la obligación 
de consulta se deriva  del articulo VIII en virtud del cual si el gobierno de 
Nicaragua contrata acuerdos de canalización o de tránsito a través del Rio San 
Juan, debe primero consultar al gobierno de Costa Rica sobre las 
repercusiones a los derechos naturales de ese país. 
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A pesar de los vacíos jurídicos contenidos en el Tratado de Límites de 1858, 
relativos al deber de notificación, La Corte analizó tres elementos esenciales de 
los cuales se deriva el deber referido:  
a) Acuerdo Founier-Sevilla de 1956: colaborarán para facilitar y expeditar el 
tránsito en la Carretera Interamericana, así como en el rio San Juan dentro 
de los términos del Tratado de 15 de abril de 1858 y su interpretación 
arbitral del 22 de marzo de 1888, obligación que difícilmente puede ser 
respetada sin que Nicaragua notifique a Costa Rica las disposiciones 
normativas que la primera acoja. 
b) Si el objeto mismo de la notificación versa sobre la navegación en un rio 
sobre el cual dos Estados tienen derechos, uno como soberano y otro con 
libertad de navegación, el acto de notificación se convierte en una 
obligación surgida de la necesidad de completar correctamente los objetivos 
de la referida navegación, a través de ciertas estipulaciones disciplinarias 
que sólo pueden ser cumplidas a través de la notificación. 
c) Por la naturaleza misma de la regulación, la notificación permite una mejor 
aplicación de las reglas a las que se sujeta la actividad en cuestión, además 
que permite una realización más eficaz de los objetivos de las mismas. Es 
un principio básico que las personas sujetas a una regulación especial 
deben ser notificadas de la existencia de la misma. 
En base a los elementos referidos con anterioridad, La Corte concluye que 
Nicaragua tiene la responsabilidad de notificar a Costa Rica las regulaciones 
que dicte relativas al régimen de navegación a través del Río San Juan, 
haciendo la salvedad de que la obligación no se extiende a una notificación o 
consulta previa a la adopción de dicha regulación. 
1.1.3.3. Contexto Fáctico 
En vista de que Costa Rica acusa a Nicaragua de actuar de forma ilícita al 
imponer medidas relacionadas con la obligación de detenerse, inspección de 
embarcaciones, revisión de pasajeros, obtención visas y tarjetas turísticas y el 
pago de ciertos cobros que no tienen propósitos legítimos sino fines hostiles, 
irrazonables y discriminatorios, trayendo como consecuencia un impacto 
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negativo desproporcionado, La Corte reconoce que es el Estado regulador que 
tiene la responsabilidad de escoger las medidas que estime más apropiadas 
para suplir esa necesidad. Además manifiesta que para afirmar la 
irracionabilidad de dichas medidas se requieren hechos concretos y específicos 
que Costa Rica no ha fundamentado a como tenía la obligación de hacerlo. 
 
1.1.3.4. Licitud de las medidas nicaragüenses específicas impugnadas por 
Costa Rica 
En vista de la discusión efectuada entre las Partes en cuanto a la legalidad o 
licitud de las medidas aplicadas por Nicaragua e Impugnadas por costa Rica, la 
Corte realiza un análisis del acogimiento de las mismas según lo establecido en 
los instrumentos internacionales pertinentes y aplicables. 
a) Obligación de detenerse e identificarse 
Según Costa Rica los requisitos de detención y registro de pasaporte son 
medidas irrazonables e ilegales porque el fin perseguido, en comparación a los 
efectos que acarrea, resulta más dañino que beneficioso, ya que, a pesar de 
que se obtiene un limitado efecto preventivo, provoca que el ejercicio de la libre 
navegación se torne casi imposible.  
Ante tal alegato Nicaragua explica que los puestos militares a lo largo del rio se 
encuentran bastante alejados y que el control de las embarcaciones que entran 
y salen permite un monitoreo efectivo evitando infracciones en el área y la 
realización de actividades ilícitas. De igual manera permite una mayor 
protección del medio ambiente y de la seguridad de navegación. Nicaragua 
señala que estos requisitos se vienen implementando tanto en embarcaciones 
costarricenses como en embarcaciones nicaragüenses desde 1960, y hace la 
salvedad de que Costa Rica implementa los mismos requisitos en sus propios 
ríos. 
A consideración de La Corte el derecho que se desprende del artículo VI del 
Tratado de 1858 otorga a las embarcaciones de Costa Rica la facultad de 
atracar en cualquiera de las márgenes del Rio San Juan, esto sin detrimento de 
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la responsabilidad del Estado soberano del rio para regular lo correspondiente 
en virtud de procurar el interés público. La Corte señala que Costa Rica no ha 
proveído ninguna evidencia específica que demuestre que la implementación 
de las medidas cuestionadas interfiera efectivamente con el tráfico de turistas a 
consecuencia de los supuestos retardos resultantes de su aplicación. 
Nicaragua como soberana tiene el derecho de conocer la identidad de las 
personas que entran en su territorio y de saber que las  mismas han salido de 
este, por lo tanto tiene el poder de exigir la presentación de un documento de 
identidad. En consecuencia, la Corte no acoge la impugnación de Costa Rica 
sobre el requisito de que las embarcaciones se detengan y los miembros de su 
tripulación y pasajeros se registren y porten un documento de identidad.  
b) Certificado de Zarpe 
Antes de 1979, los operadores de botes costarricenses obtenían el certificado 
de zarpe a través de sus propias autoridades, siendo reconocidos los mismos 
por autoridades nicaragüenses a la salida del Rio San Juan. Sin embargo, a 
inicios de los años ochenta, las autoridades nicaragüenses introdujeron sus 
propios certificados y cobros respectivos a través de un Plan de Medidas 
establecidas por el Ejército de Nicaragua, que dentro de otras disposiciones 
instituye que el certificado de zarpe tendrá un costo cuando se trate de un 
zarpe internacional para embarcaciones turísticas, teniendo un valor de diez 
dólares.  
La Capitanía de Puerto de San Juan del Norte era la autorizada para esa 
misión, y en caso de que las embarcaciones trataran de evadir dicha Capitanía 
los certificados podían ser emitidos por los Puertos de Control Militar de Boca 
de Sarapiquí y de El Delta.  
También establece la necesidad de un zarpe internacional con un costo de 
cinco dólares en el caso de las embarcaciones costarricenses cuyo domicilio 
sea en la profundidad del territorio de Costa Rica, cuando ocupen el Rio San 
Juan como ruta de tránsito.  
Costa Rica impugna no solo el requerimiento de un permiso de zarpe sino 
también, el pago y cargo asociado; sin embargo, La Corte considera que los 
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objetivos invocados por Nicaragua, como son seguridad de navegación, 
protección del medio ambiente y aplicación del derecho penal son intereses 
legítimos, y que además el requisito de un certificado de zarpe no constituye un 
impedimento significativo en el ejercicio de la libertad de navegación, por lo 
tanto, la petición de las embarcaciones costarricenses de no obtener certificado 
de zarpe no puede ser acogida.  
Es necesario hacer referencia a la interrogante de si la emisión de los 
certificados debería de ser efectuada por el Estado de la nacionalidad de los 
operadores del bote, como análogamente se hace en materia de navegación 
marítima, mas al no haber indicio por parte de Costa Rica de la posibilidad de 
asumir una posición con esta responsabilidad, La Corte decide no entrar al 
análisis de la misma. 
c) Visas y Tarjetas Turísticas 
Desde 1979 todos los no-nacionales nicaragüenses requieren obtener una 
tarjeta turística cuando entran a Nicaragua, no así los residentes de las 
comunidades ribereñas al Río y los comerciantes costarricenses que ocupaban 
el Río como vía de transporte de mercaderías. Sin embargo, ante esta 
situación el gobierno costarricense arguye que Nicaragua ha violado a través 
de este requisito el Derecho de Libre Navegación que se le concede mediante 
del Tratado de 1858, y que el ejercicio de ese derecho se vería sujeto a la 
discrecionalidad nicaragüense al conceder o denegar tanto las visas como las 
tarjetas turísticas. 
La Corte ante esta desavenencia considera que la emisión y el rechazo de las 
visas es una simple manifestación de las prerrogativas que cada Estado tiene 
de controlar la entrada por no-nacionales en su territorio. 
La Corte, al iniciar el análisis de la existencia de un derecho o no por parte de 
Nicaragua para exigir la obtención de tarjetas turísticas o visas al entrar al Rio 
San Juan, se pregunta: ¿quién es el titular del derecho de libertad de 
navegación con objetos comerciales estipulado en el Artículo VI del Tratado de 
1858? La respuesta es simple, las personas que se benefician del Derecho de 
Libre Navegación conferido a Costa Rica, a saber: los propietarios y 
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embarcaciones costarricenses con objetos de comercio, los pasajeros de 
embarcaciones que se benefician de ese derecho, por ser turísticas y los 
particulares ribereños cuando transitan con fines de subsistencia. 
En vista del derecho que el Tratado de 1858 le concede a Costa Rica, 
Nicaragua ve restringida la facultad de exigir la obtención de visas o tarjetas 
turísticas como requisito para entrar al Rio San Juan, ya que si el beneficio de 
libre navegación, otorgado a los propietarios y embarcaciones costarricenses 
con objetos de comercio, y a los pasajeros de embarcaciones que se 
benefician de ese derecho, por ser turísticas, aunque éstos no sean nacionales 
costarricenses, es denegado, el derecho consagrado se vería entorpecido. 
En consecuencia, la Corte concluye que Nicaragua no debe exigir la obtención 
de visas a las personas que viajan en embarcaciones costarricenses que 
ejercen su derecho de libertad de navegación en el Río.  
Una medida que Nicaragua puede tomar, según el gobierno costarricense, es 
denegar la entrada a un particular por razones válidas relacionadas con dicho 
propósito, al momento en que una persona se identifique. Un análisis similar 
podría valer igualmente en la hipótesis de una derogación de emergencia del 
derecho de navegación.  
d) Cargos 
Costa Rica solicita a La Corte que declare la obligación de Nicaragua de no 
imponer ningún cargo o pago a las embarcaciones costarricenses y sus 
pasajeros para navegar en el Río. Nicaragua sostiene que los pagos se 
efectúan por los servicios involucrados en la emisión de varios documentos, por 
la prestación del servicio de derecho de zarpe cobrado tanto a nicaragüenses 
como a extranjeros que se dirigen a otro Estado. Costa Rica sostuvo que 
ningún servicio era proveído por Nicaragua correspondiente al certificado de 
zarpe. La Corte concluye que las medidas de policía que realiza Nicaragua 
como soberano, por razones de seguridad, medio ambiente y mantenimiento 
del orden público, no incluyen la prestación de ningún servicio a los operadores 
de botes, por lo tanto el cobro debe ser visto como ilegal.  
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e) Horarios de navegación 
Costa Rica solicitó a La Corte que también se declarara la obligación de 
Nicaragua de no imponer impedimentos al ejercicio del Derecho de Libre 
Navegación mediante horarios de navegación, ya que en el curso del año 2001 
el Plan de Medidas del Ejército de Nicaragua para ordenar la emisión de zarpe 
en el Río estableció la suspensión de la navegación a través del Río entre las 
17:00 y 5:00 horas, y que dicha estipulación es una violación al perpetuo y libre 
derecho de navegación que le confiere el Tratado.  
Al respecto La Corte recuerda que el ejercicio de un poder de regulación puede 
legítimamente incluir la colocación de límites sobre la actividad en cuestión. 
Además la prohibición es equitativa para ambas partes. La limitada 
interferencia con la libertad de Costa Rica para navegar no constituye un 
impedimento ilegal a esa libertad, particularmente cuando los propósitos de la 
regulación son determinados para evitar accidentes por lo peligroso de la zona 
en lo oscuro. Y, aunque Costa Rica sostenga que los propósitos hubiesen sido 
mejor alcanzados por otros medios, no aborda la factibilidad de dichas 
medidas, ni sus costos y efectividad, por lo tanto su solicitud es rechazada. 
f) Banderas 
Costa Rica pide a la Corte declarar que Nicaragua tiene la obligación de no 
ocasionar impedimento en el ejercicio del Derecho de Libre Navegación 
mediante condiciones relacionadas a banderas. Para Nicaragua ese requisito 
no es más que un atributo de la soberanía de Nicaragua, además de ser un 
asunto de costumbre y práctica internacional. Al analizar el Plan de Medidas 
del Ejército de Nicaragua, instrumento jurídico que da paso a la implementación 
de este requerimiento, podemos observar que el límite es realmente una 
disposición aplicable únicamente para embarcaciones con mástiles. Además no 
existe ninguna prohibición que las embarcaciones costarricenses hondearan 
también su bandera, siempre y cuando respeten el requisito de utilizar la 
bandera de Nicaragua, y a pesar de esto no se registra evidencia alguna de 
que se haya impedido la navegación por el rio a causa del incumplimiento de la 
referida estipulación. La Corte, en consecuencia, no considera que el requisito 
del uso de la bandera nicaragüense constituya un impedimento para el ejercicio 
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de la libre navegación a la que Costa Rica tiene derecho, por lo tanto no acoge 
su solicitud. 
1.2. Pesca de Subsistencia 
Costa Rica solicita a la Corte declarar que Nicaragua tiene obligación de 
permitir que los ribereños de la margen costarricense pesquen en el Rio San 
Juan para fines de subsistencia; esta solicitud surge de las supuestas 
prohibiciones establecidas por Nicaragua una vez iniciado el proceso judicial 
ante la Corte, por lo que no se encuentra establecida dentro de la solicitud 
costarricense, mas sí en su Memoria. 
Nicaragua al respecto, antes de alegar la inadmisibilidad de la petición a causa 
de no ser ésta objeto de la solicitud, contestó el fondo de la misma alegando 
que el Tratado de 1858 no preveía ningún derecho de pesca, impugnando al 
mismo tiempo la existencia de un derecho consuetudinario.  
Costa Rica frente a la posición de Nicaragua arguyó que este país había 
contestado primero el fondo y después la forma, y alegó que en su solicitud se 
había reservado el derecho de completar o modificar la solicitud, y que la 
petición se encontraba implícitamente incluida al ser, la prohibición de pesca, 
una medida para agravar o extender la disputa; además, se abrió la pauta a la 
aplicación de otras reglas del Derecho Internacional aplicable para la 
regulación de los Derechos Conexos al Derecho de Libre Navegación sobre el 
Río San Juan en la referida solicitud. 
La Corte inicia examinando la cuestión de admisibilidad de la solicitud y refiere 
que en virtud del artículo 40, párrafo 1 del Estatuto de la Corte, el objeto de la 
disputa debe ser indicado en la solicitud; tal y como fue establecido en la 
jurisprudencia de la Corte5, la petición adicional debe haberse encontrado 
implícita en la solicitud o derivarse directamente  de la cuestión que es objeto 
de la solicitud. Por lo tanto, la Corte considera que dada las circunstancias del 
caso, la relación entre los ribereños, el rio y los términos de la solicitud, hay una 
conexión estrecha  entre la relación relativa a la pesca de subsistencia y la 
                                                            
5Excepciones Preliminares, Sentencia de 1992. Ciertos terrenos de fosfato en Nauru. Nauro v. 
Australia. Sentencia de 1962. Templo de PreahVihear. Cambodia v. Tailandia. Sentencia de 
1974. Competencia en materia de pesquerías. República Federal de Alemania v. Islandia. 
Sentencia de 13 de julio de 2009 
__________________________________________________________________ 
 
 
relativa a la solicitud misma, indicado que además de invocarse el Tratado de 
1858, se invocan otras reglas aplicables y principios del Derecho Internacional. 
A esta reflexión la Corte anexa su consideración de que en vista de la 
contestación sobre el fondo de la petición, Nicaragua no ha sido puesta en 
situación de desventaja, por lo que expresando lo que tenía a bien posibilita a 
la Corte de suficientes insumos para dar una solución pertinente. De tal forma, 
la Corte rechaza la objeción de inadmisibilidad de Nicaragua. 
Con respecto al fondo de la petición Nicaragua arguye que la tolerancia a la 
pesca no comercial no puede ser vista como una costumbre obligatoria para 
Nicaragua; además, alega que Costa Rica no tiene más derecho que los 
derivados por los tratados excluyendo el derecho consuetudinario. Sin 
embargo, en las audiencias orales Nicaragua reiteró su intención de no impedir, 
a los residentes costarricenses, la realización de actividades de pesca de 
subsistencia. 
Por su parte Costa Rica solicita a la Corte hacer constar, lo declarado por 
Nicaragua, en la parte dispositiva de la Sentencia. 
Al respecto, la Corte concluye que Costa Rica sí tiene un derecho 
consuetudinario y que Nicaragua tiene, al respecto, el derecho de tomar las 
medidas de reglamentación necesarias con fines legítimos. La Corte aclara, al 
mismo tiempo, que el derecho declarado no es extensivo a la pesca efectuada 
desde embarcaciones en el rio, ya que no hay evidencia de una práctica 
consuetudinaria de la referida actividad. 
 
 
 
2. Parte dispositiva de la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia 
Este texto es extraído literalmente de la Sentencia de 13 de julio de 2009, y es 
resultado de un esfuerzo de traducción propio. El texto original puede preciarse 
en el Anexo Nº 8. 
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(1) En lo que se refiere a los Derechos de Navegación de Costa Rica en el Río 
San Juan según el Tratado de 1858, en la parte en donde la navegación es 
común, 
a) Por unanimidad, 
Decide que Costa Rica tiene el Derecho de Libre Navegación por el Río San 
Juan con fines de comercio; 
b) Por unanimidad, 
Decide que el Derecho de Libre Navegación con fines de comercio gozado por 
Costa Rica incluye el transporte de pasajeros; 
c) Por unanimidad, 
Decide que el Derecho de Navegación con fines de comercio que goza Costa 
Rica incluye el transporte de turistas; 
d) Por nueve votos a cinco, 
Decide que las personas que viajan por el Río San Juan a bordo de las 
embarcaciones costarricenses, ejerciendo el derecho de Costa Rica de Libre 
Navegación, no necesitan obtener visas nicaragüenses;  
A favor: Presidente Owada; jueces: Shi, Buergenthal, Abraham, Keith, 
Bennouna, CancadoTrindade, Yusuf, Greenwood; 
En contra:Jueces: Koroma, Al-Khasawneh,Sepúlveda-Amor, Skotnikov; juez 
ad-hoc Guillaume 
e) Por unanimidad, 
Decide que las personas que viajan por el Río San Juan a bordo de 
embarcaciones costarricenses, ejerciendo el Derecho de Libre Navegación de 
Costa Rica no necesitan comprar tarjetas turísticas nicaragüenses; 
f) Por trece votos contra uno, 
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Decide que los habitantes asentados en la margen costarricense del Río San 
Juan, tienen el Derecho de Navegar por el Río entre las comunidades 
ribereñas, para fines de necesidades esenciales de la vida diaria que requieren 
el transporte expedito; 
A Favor: Presidente Owada; jueces: Shi, Koroma, Al-Khasawneh, Buergenthal, 
Abraham, Keith, Sepúlveda-Amor, Bennouna, Skotnikov, CancadoTrindade, 
Yusuf, Greenwood; 
En contra: Juez ad-hoc Guillaume. 
g) Por doce votos contra dos, 
Decide que Costa Rica tiene el Derecho de Navegación por el Río San Juan 
con embarcaciones oficiales utilizadas únicamente en situaciones específicas, 
para brindar servicios esenciales a los habitantes de las áreas ribereñas donde 
el transporte expedito es una condición para satisfacer las necesidades de sus 
habitantes 
A Favor: Presidente Owada; juecesShiKoroma, Al-Khasawneh, Buergenthal, 
Abraham, Keith, Sepúlveda-Amor, Bennouna, CançadoTrindade, Yusuf, 
Greenwood 
En contra: Juez Skotnikov, Juez Ad-hoc Guillaume; 
h) Por unanimidad, 
Decide que Costa Rica no tiene Derecho de Navegación sobre el Río San Juan 
con embarcaciones ejerciendo funciones de Policía; 
i) Por unanimidad, 
Decide que Costa Rica no tiene el Derecho de Navegación por el Río San Juan 
con fines de relevo de personal en puestos de Policía fronteriza a lo largo de la 
margen derecha del Río y del avituallamiento de estos puestos, con el 
equipamiento oficial, incluyendo  armas de servicio y municiones; 
(2) En lo que se refiere al Derecho de Nicaragua de regular la navegación en el 
Río San Juan, en la parte en donde la navegación es común, 
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a) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua tiene el derecho de requerir a las embarcaciones 
costarricenses y a sus pasajeros que de detengan en el primer y en el último 
puesto nicaragüense en sus rutas a lo largo del Río San Juan; 
b) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua tiene el derecho de requerir a las personas que viajan 
por el Río San Juan, portar un pasaporte o un documento de identidad; 
c) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua tiene el derecho de emitir certificados de zarpe para 
embarcaciones costarricenses que ejerzan el derecho de libre navegación de 
Costa Rica, pero no tiene el derecho de solicitar el pago de un arancel para la 
emisión de dichos certificados; 
d) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua tiene el derecho de imponer un horario para la 
navegación en embarcaciones que navegan por el Río San Juan; 
e) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua tiene el derecho de requerir a embarcaciones 
costarricenses provistos de mástiles o torrecillas, enarbolar la bandera 
nicaragüense; 
(3) En cuanto a la pesca de subsistencia, 
Por trece votos contra uno, 
Decide que la pesca con fines de subsistencia, hecha por los habitantes de la 
margen costarricense del Río San Juan, debe de ser respetada por Nicaragua 
como un derecho consuetudinario; 
A Favor: Presidente Owada, jueces Shi, Koroma, Al-Khasawneh, Buergenthal, 
Abraham, Keith, Bennouna, Skotnikov, CançadoTrindade, Yusuf, Greenwood, 
Juez Ad-hoc Guillaume; 
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En contra: Sepúlveda-Amor, 
(4) En cuanto al cumplimiento de Nicaragua de sus obligaciones 
internacionales derivadas del Tratado de 1858, 
a) Por nueve votos a cinco, 
Decide que Nicaragua no está actuando conforme a sus obligaciones derivadas 
del Tratado de 1858, cuando exige que obtengan visas nicaragüenses a las 
personas que viajan por el Río San Juan, a bordo de embarcaciones 
costarricenses que ejercen el Derecho de Costa Rica a la Libre Navegación; 
A Favor: Presidente Owada, jueces Shi, Buergenthal, Abraham, Keith, 
Bennouna, CançadoTrindade, Yusuf, Greenwood; 
En contra: jueces Koroma, Al-Khasawneh, Sepúlveda-Amor, Skotnikov, juez 
Ad-hoc Guillaume; 
b) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua no está actuando de acuerdo con sus obligaciones 
derivadas del Tratado de 1858, cuando  requiere la adquisición de tarjetas 
turísticas nicaragüenses a personas que viajan por el Río San Juan a bordo de 
embarcaciones que ejercen el Derecho de Costa Rica de Libre Navegación; 
c) Por unanimidad, 
Decide que Nicaragua no está actuando conforme a sus obligaciones derivadas 
del Tratado de 1858, cuando exige a los operadores de embarcaciones 
costarricenses que ejercen el Derecho de Costa Rica de la Libre Navegación, 
el pago de aranceles para la emisión de certificados de zarpe. 
(5) Por unanimidad, 
Deniega todas las otras peticiones presentadas por Costa Rica y Nicaragua. 
Hecha en inglés y francés, haciendo fe el texto inglés, en el Palacio de la Paz, 
La Haya, a los trece días del mes de julio de dos mil nueve, en tres ejemplares, 
uno de los cuales será depositado en el archivo de la Corte y los otros serán 
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transmitidos, respectivamente, al Gobierno de la República de Costa Rica y al 
Gobierno de la República de Nicaragua. 
Firmada por el Presidente de la Corte, Doctor Hisashi Owada, y Philippe 
Couvreur, Secretario. Los jueces Sepúlveda-Amor y Skotnikov adjuntan 
opiniones individuales a la Sentencia de la Corte, el Juez Ad-Hoc Guillaume 
adjunta a la sentencia de la Corte una declaración.6 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                            
6 Sentencia de la Corte Internacional de Justicia del 13 de Julio de 2009 en el Asunto relativo a 
“Los Derechos de Navegación y Derechos Conexos  Costa Rica vrs. Nicaragua. Traducción no 
oficial. 
http://www.google.com/#sclient=psy&hl=es&site=&source=hp&q=sentencia+de+13+de+julio+
de+2009&rlz=1R2ADRA_enNI405&aq=f&aqi=&aql=&oq=&pbx=1&bav=on.2,or.&fp=8aa84
6cfb1d0b460 
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CAPÍTULO IV 
REPERCUSIONES DE LA SENTENCIA DE LA CORTE INTERNACIONAL DE 
JUSTICIA EN EL RÉGIMEN JURÍDICO NICARAGUENSE 
 
En este capítulo abordaremos la temática referente a la modificación del 
Régimen Jurídico Nicaragüense que regula los aspectos pertinentes al Río San 
Juan, desde una perspectiva de ejecución de las disposiciones contenidas en 
la Sentencia de 13 de julio de 2009. Dentro de estos el Decreto 79-2009, las 
Normas Reglamentarias para la Navegación en el Río San Juan, y su 
concordancia con las leyes de Defensa Nacional, Régimen Jurídico de 
Fronteras y Seguridad Democrática, con sus respectivos Reglamentos, en 
cuyas disposiciones se establecen los lineamientos bases sobre los cuales se 
regirá la navegación en el Río San Juan y cualquier otra actividad que se 
realice en el mismo. 
 
1. CREACION DE LA COMISION INTERINSTITUCIONAL PARA LA 
IMPLEMENTAR LA REGLAMENTACION DE LA NAVEGACIÓN EN EL RIO 
SAN JUAN Y NORMAS  REGLAMENTARIAS PARA LA NAVEGACIÓN EN 
EL RÍO SAN JUAN 
 
El Decreto de Creación de la Comisión Interinstitucional para Desarrollar e 
Implementar la Reglamentación de la Navegación en el Río San Juan, 
Específicamente en la parte donde la Corte Internacional de Justicia otorga 
Derechos Limitados de Navegación a la República de Costa Rica, Decreto 79-
2009, fue emitido por el Presidente de Nicaragua, Daniel Ortega Saavedra, el 
24 de septiembre de 2009 y publicado en La Gaceta  Número 185 del 1 de 
octubre de 2009. De igual forma fueron aprobadas las Normas Reglamentarias 
para la Navegación en el  Río San Juan, por el por el Presidente de la 
República el 2 de septiembre de 2009, las que se publicaron en la misma 
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Gaceta, del Decreto 79-2009, y que según disposición forman parte integrante 
de este Decreto. 
La fundamentación de estos cuerpos normativos radica en el artículo VI del 
Tratado de Límites de 1858, la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia 
de 13 de julio de 2009, los preceptos constitucionales referentes al patrimonio 
nacional y el respeto de la obligación de velar por los recursos naturales 
nacionales, promoviendo su conservación y uso sostenible, desarrollo social y 
económico Tienen como propósito fundamental garantizar la seguridad del 
Estado de Nicaragua y la defensa de su Soberanía, Independencia e Integridad 
Territorial, a cargo del Ejército Nacional.  
El Decreto 79-2009 es un texto normativo que cuenta con nueve artículos, en 
los cuales se establecen las instituciones que forman parte de la Comisión, las 
funciones de cada una, la forma de coordinación entre éstas, determinadas 
prohibiciones, entre otras cosas. Por su parte las Normas Reglamentarias 
contienen 74 artículos en los cuales se describe el régimen de navegación al 
que están sometidos los costarricenses en el uso del Derecho de Libre 
Navegación otorgado por Nicaragua. 
 
1.1. La Comisión Interinstitucional 
 
La Comisión Interinstitucional para Desarrollar e Implementar la 
Reglamentación de la Navegación en el Río San Juan, Específicamente en la 
Parte donde la Corte Internacional de Justicia otorga Derechos Limitados de 
Navegación a la República de Costa Rica (Comisión Interinstitucional), está 
integrada por los titulares de las siguientes instituciones: 
a) Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREX). Su principal función es 
comunicar al Gobierno de Costa Rica las medidas reglamentarias 
dictadas en cuanto a la navegación en el río y tramitar las 
comunicaciones oficiales. 
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b) Ministerio de Salud (MINSA).Esta encargado de velar por las 
condiciones sanitarias de las personas y embarcaciones que naveguen 
sobre el río. 
c) Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR). Tiene el deber de 
proteger y preservar el patrimonio agropecuario del Río San Juan, 
prevenir, manejar, controlar y erradicar plagas y enfermedades,  
asegurar la regulación y control de plaguicidas y sustancias tóxicas 
peligrosas. 
d) Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI). Tiene bajo su 
responsabilidad la seguridad de la navegación y la prevención de la 
contaminación proveniente de las embarcaciones, además de hacer 
cumplir lo referido a la rotulación y uso del Pabellón Nacional, de 
conformidad con el artículo 9 de las Normas Reglamentarias. 
e) Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARENA). Tiene 
como funciones principales monitorear los cursos de aguas para evitar la 
contaminación del Río y regular la pesca de subsistencia que efectúen 
los ciudadanos ribereños costarricenses. 
f) Procuraduría General de la República (PGR). Debe asegurar las 
acciones contra los actos que menoscaben el patrimonio nacional. 
g) Ejército de Nicaragua (EN). Las Normas Reglamentarias para la 
Navegación establecen a estos efectos que la Autoridad Marítima, o 
Dirección General de Transporte Acuático en colaboración con la Fuerza 
Naval del Ejército, a través de las Capitanías de Puerto y los Puestos de 
Control, es a quien le corresponde la aplicación de los preceptos 
reglamentarios. Cabe mencionar que a lo largo del río se encuentra 
funcionando 8 puestos de control: San Carlos, Boca de Sábalos, El 
Castillo, Bartola, Boca de San Carlos, Sarapiquí, El Delta y San Juan de 
Nicaragua, de los cuales Boca de San Carlos, Sarapiquí y El Delta son 
los puestos de control de ingreso y salida. 
 
En cuanto a las funciones principales asignadas al Ejército de Nicaragua 
tenemos: 
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¾ Hacer cumplir la legislación referente a la navegación en el Río 
San Juan. 
¾ Control y Registro de las embarcaciones que arriben y zarpen de 
los puestos de control. 
¾ Emitir zarpes, mismos que será gratuitos para las 
embarcaciones costarricenses que naveguen con objetos de 
comercio. 
¾ Garantizar que sólo naveguen por el río las embarcaciones 
costarricenses que cumplan con un propósito comercial o se 
encuentren comprendidas en el uso limitado concedido a la 
población ribereña de aproximadamente 450 personas. 
¾ Exigir y controlar el uso del Pabellón Nacional. 
¾ No permitir la navegación armada de embarcaciones oficiales de 
Costa Rica que no cuenten con la autorización correspondiente 
de las autoridades nicaragüenses. 
h) Policía Nacional (PN). Tiene la obligación de coordinar con el Ejército el 
orden interno, seguridad ciudadana, prevención y persecución del delito. 
i) Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales (INETER). Debe 
realizar las investigaciones, inventarios y evaluaciones de los recursos 
físicos del río. 
j) Instituto Nicaragüense de Turismo (INTUR). Tiene como funciones 
promover, desarrollar e incrementar el turismo en la ruta del Río San 
Juan, estimular la inversión nacional y extranjera, y ampliar lugares 
turísticos. 
k) Ministerio de Gobernación/ Dirección General de Migración y 
Extranjería (MIGOB/DGME). A través de los inspectores de despacho y 
control migratorio, deben garantizar que los extranjeros que viajen sobre 
embarcaciones costarricenses presenten su pasaporte y los nacionales 
costarricenses su cédula de identidad o pasaporte. 
l) Dirección General de Servicios Aduaneros (DGA). Tiene por objeto 
controlar y facilitar el comercio exterior y la administración de tributos.  
m) Empresa Portuaria Nacional (EPN). Debe garantizar las facilidades y 
servicios portuarios para la navegación en el Río San Juan. 
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Cada una de estas Instituciones se coordina para llevar a cabo los siguientes 
controles sobre el Río: 
Controles Migratorios: Establece que los extranjeros que ingresen al Río San 
Juan procedente de Costa Rica deberán presentar: 
1. Pasaporte con vigencia mayor de seis meses, en buen estado. 
2. Tarjeta de embarque o desembarque. 
3. Los costarricenses mayores de 16 años pueden presentar cédula, los 
menores deberán presentar pasaporte. 
Estará a cargo de las Autoridades de Migración pueden denegar  el ingreso de 
extranjeros por seguridad nacional, orden público y ambiental, regulación 
sanitaria o impedimentos migratorios legales. 
Controles sanitarios: Estos se realizarán por el Ministerio de Salud. Se 
realizarán inspecciones médico-sanitarias en embarcaciones y se practicará 
examen médico no invasivo a los pasajeros, cuando exista sospecha de que su 
ingreso constituye un riesgo para la salud pública, pudiendo realizarse dichas 
inspecciones de forma rutinaria, todo de conformidad con el Articulo34 de las 
Normas Reglamentarias. 
Control de Sanidad Vegetal y Salud Animal: Se encuentra a cargo del 
MINSA, MAGFOR y MARENA. Establece que toda embarcación, nacional o 
extranjera, que transporte o almacene animales, plantas, partes de plantas, 
productos vegetales o materias susceptibles de propagar plagas o 
enfermedades serán sometidas a inspecciones higiénicas sanitarias y 
fitosanitarias. De igual forma serán inspeccionados los insumos y productos de 
origen agropecuario, acuícola, pesquero, forestal y agroforestal. Las medidas a 
imponer son en el primer caso Cuarentena, Tratamiento de control, decomiso, 
rechazo, sacrificio; en el segundo caso retención, decomiso y rechazo. La 
cuarentena corre por cuenta del propietario de la embarcación. 
Control de Aduana: Bajo la conducción de la DGA, tiene por objeto velar que 
los viajeros y transportistas que lleven mercancías con fines comerciales la 
declaren ante la Autoridad Aduanera, llenando y presenten formato de 
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declaración aduanera o copia del manifiesto de carga de mercadería. Las 
empresas que se dediquen al transporte de pasajeros deben colaborar con la 
autoridad aduanera para controlar a los viajeros y sus equipajes. 
En todos los controles además de la participación del ente especializado se 
cuenta con la cooperación de las otras instituciones de la lista, que de acuerdo 
a las funciones específicamente otorgadas, contribuyan al perfeccionamiento y 
coordinación de estas actividades. Particularmente, el Ejército de Nicaragua  
actúa como órgano encargado de la correcta aplicación de las disposiciones 
contenidas tanto en el Decreto 79-2009, incluyendo Normativa Reglamentaria, 
por lo cual se involucra en todos los controles que se ejercen. 
1.2. Procedimiento Aplicable durante la Navegación en el Río San Juan 
Una vez que las embarcaciones costarricenses  ingresen al Río San Juan por 
alguno de los Puestos de Control deberán de cumplir las disposiciones 
emanadas de las Normas Reglamentarias de Navegación, referentes a la 
Recepción, Control y Despacho7 mientras se encuentren en él. 
El inicio de la Recepción formal se realizará en el primer Puesto de Control de 
ingreso, y no es más que la verificación de documentos y condiciones de 
seguridad de las embarcaciones, y la fijación de normas a que las 
embarcaciones deberán someterse durante el ingreso y permanencia en el 
Puesto de Control y Navegación sobre el río. En cada Puesto de Control se 
lleva a cabo un proceso de recepción. Durante la recepción los responsables 
de las embarcaciones deberán presentar: 
1. Declaración General: ésta es el documento que se presenta 
inicialmente. Una vez que la embarcación ha sido autorizada para el 
zarpe se le otorga un documento parecido denominado Despacho. 
2. Despacho de salida del puerto de origen (zarpe). 
3. Manifiesto de cargas y mercancías peligrosas. 
4. Lista de Tripulación y licencias de competencia. 
                                                            
7El Despacho se refiere en el Decreto 79-2009 al procedimiento efectuado por la Capitanía de 
Puertos, mediante el cual se verifica el cumplimiento de los requisitos exigidos para la 
navegación en el Río San Juan. De igual forma se denomina Despacho al documento que se da 
en los Puestos de Control en calidad de autorización de zarpe. 
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5. Lista de Pasajeros. 
6. Bitácora. 
7. Certificado o póliza de seguro. 
8. Certificado de matrícula y patente o permiso de navegación de la 
embarcación. 
9. Certificados de seguridad de las embarcaciones. 
10. Documentos que demuestren la legalidad y el fin comercial de las 
mercancías transportadas. 
Tanto la Declaración General como el Despacho deben contener, según sea el 
caso: 
¾ Tipo y nombre de la embarcación. 
¾ Nacionalidad de la embarcación. 
¾ Puerto o Puesto de Control de llegada o salida. 
¾ Puerto o Puesto de Control de procedencia o de destino. 
¾ Nombre del armador y del capitán o patrón de la embarcación. 
¾ Puerto y número de matrícula de la embarcación. 
¾ Tonelaje de registro bruto y neto de la embarcación. 
¾ Descripción de la carga abordo, con indicación de las que son 
peligrosas, indicando su valor de conformidad con factura comercial para 
verificar si tiene fines comerciales. Las mercancías peligrosas también 
deben declararse en documento aparte con la información detallada de 
la cantidad y envases en los que se almacena, de igual forma en que se 
debe detallar si se descargarán, cargarán o permanecerán a bordo. 
¾ Lista de tripulantes, incluyendo el capitán y patrón. 
¾ Lista de pasajeros. 
¾ Dimensiones principales de la embarcación. 
Una vez que la embarcación arriba, la Autoridad Marítima inspecciona la 
vigencia de los documentos de matrícula, patente, certificados de seguridad, 
condición de los equipos, instalaciones de recepción de desechos y póliza de 
seguro. En caso de existir inconsistencias entre lo declarado en los 
documentos o certificados de seguridad y la realidad visualizada por la 
Autoridad Marítima, ésta efectuará una inspección más, y negará la navegación 
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hasta tanto no se corrija las deficiencias encontradas, en caso de no ser 
posible, la embarcación deberá ser retornada al país de procedencia. Estas 
medidas deberán ser informadas al Ministerio de Relaciones Exteriores. 
El Despacho también puede ser negado en los  siguientes casos:  
1. Presentación incompleta  de documentos. 
2. Existencia justificada de riesgo inminente contra la seguridad, vida y 
medio ambiente. 
3. Por accidente, incidente o situación de riesgo que ocasionen un peligro. 
4. No cumplir exigencias de seguridad. 
5. Sobrepase el límite de cargas o pasajeros. 
6. Oficio de autoridad judicial competente. 
7. No enarbolar el pabellón nacional. 
8. Falta de rotulación. 
9. Estar fuera del horario de navegación establecido. 
10. No demostrar carácter comercial. 
De igual forma las fuerzas militares realizarán sondeos a todas las 
embarcaciones. En caso de encontrarse armas, mercadería en general no 
declarada, productos pesqueros no autorizados, estupefacientes, psicotrópicos 
y otras sustancias controladas, procederán a la captura y decomiso. 
1.3. Prohibiciones en la Navegación por parte de Costa Rica 
 
El Decreto 79-2009 establece una lista taxativa de prohibiciones para las 
embarcaciones que naveguen sobre el Río San Juan con los siguientes 
propósitos:  
a) Función de policía u otras entidades de igual naturaleza que transporte 
personal y equipo de seguridad por el río, con o sin armamento. 
b) Con carácter oficial que no cuenten con los permisos. Esos permisos 
solo los pueden obtener a través de canales diplomáticos, debiendo 
informar: 
¾ Tipo de embarcación y características. 
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¾ Listado de personal e identificación. 
¾ Trabajos o labores a realizar. 
¾ Fecha y hora de ingreso. 
¾ Tiempo de permanencia. 
¾ Tipo y frecuencia de radio. 
¾ Puesto de ingreso y salida. 
¾ Cantidad de combustible. 
c) Fines de pesca con nasas, trasmallos, atarrayas, explosivos u otros 
medios, excepto la pesca de subsistencia permitida a los ribereños, con 
fines deportivos o comerciales, la realizada por turistas o pasajeros de 
las embarcaciones durante el tránsito por el río. 
d) El atraque de las embarcaciones con pasajeros o turistas o su 
internamiento en el territorio nacional, sin la debida autorización. Las 
embarcaciones costarricenses se encuentran eximidas de ésta 
prohibición de acuerdo a lo establecido en el Tratado de 1858, Laudo 
Cleveland y la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia de 13 de 
julio de 2009. 
e) Tránsito de cualquier tipo de carga o mercancía que no se demuestre, 
con la documentación establecida, con propósito comercial. 
f) Traslado de personas o turistas en el río no autorizados por los puestos 
de control y que no porten el documento de identidad válido. 
g) Navegación de embarcaciones, pasajeros y carga que no se haya 
reportado o hecho parada en los puestos de control correspondientes. 
h) La navegación de barcos casinos o barcos hoteles. 
i) Navegar fuera de los horarios establecidos, salvo casos de emergencia. 
j) Realizar operaciones de movimientos transfronterizos de desechos 
tóxicos en el Río San Juan. 
k) El expendio de bebidas alcohólicas, sin la debida autorización.     
l) El que de cadáveres sin las debidas certificaciones emitidas por 
autoridad competente y que no cumplan con las normas internacionales 
establecidas para su traslado. 
m) Transportar animales con enfermedades contagiosas que constituyan 
peligro para las personas y las especies de la vida silvestre. 
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n) Atracar y desembarcar pasajeros o mercancías en lugares no 
autorizados. En tal sentido se prohíbe a las embarcaciones 
costarricenses efectuar transbordos de personas o bienes a otra 
embarcación durante la navegación y el acercamiento o varado no 
autorizado a cualquiera de las riberas del río cuando este no sea un 
Puesto de Control.  
o) Transportar, comercializar y usar en el Río San Juan algunos siguientes 
plaguicidas como materia prima, productos formulados y cualquier otra 
mezcla. 
En cuanto a las Personas, se prohíbe: 
¾ El ingreso de personas que presenten: 
• Signos y síntomas de enfermedades que sea un riesgo para la salud 
pública, hasta tanto no cumplan con los requisitos sanitarios 
correspondientes. 
• Trastornos de conducta con expresiones de agresividad, violencia o 
estado de embriaguez. 
¾ Que los extranjeros realicen proselitismo político. 
¾ Practicar la pesca comercial y/o deportiva. 
¾ Alterar de forma significativa o perturbadora el entorno y paisaje natural. 
¾ Usar equipos o medios que generen sonidos que sobrepasen los 
decibeles establecidos por la ley. 
¾ Transportar: 
• Alimentos sin el debido en parte, salvo aquellos de consumo 
individual e inmediato.  
• Medicamentos y equipos médicos de uso personal, sin la debida 
prescripción médica y sanitaria. 
• Armas de fuego, municiones, explosivos, juegos pirotécnicos y 
otros materiales relacionados sin la debida autorización. 
¾ Portar o consumir psicotrópicos y estupefacientes u otras sustancias 
peligrosas y similares. 
¾ Destruir señales, y mojones que delimitan la frontera Costa Rica-
Nicaragua. 
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2. LEYES DE DEFENSA NACIONAL, RÉGIMEN JURÍDICO Y SEGURIDAD 
DEMOCRÁTICA, Y SUS REGLAMENTOS 
Es importante antes de abordar el análisis del cuerpo normativo de las leyes 
referidas y su aplicación en el régimen jurídico del Río San Juan, destacar los 
motivos de aprobación que tuvo el Gobierno de Nicaragua, para lograr 
entender la finalidad de las mismas. 
En la Expresión de Motivos el Presidente Ortega manifiesta que la posición 
geográfica de Nicaragua ha producido el desarrollo de diversos conflictos, 
estando sujeto a pretensiones e intervenciones de otros Estados, y que esto 
junto al surgimiento de nuevas amenazas y riesgos a la estabilidad nacional, 
llevan a la necesidad de un enfoque integral de Defensa y Seguridad Nacional, 
que asegure la protección y conservación de los recursos de carácter 
estratégicos de la nación, en consecución con las aspiraciones de paz digna y 
duradera, el derecho de autodeterminación, sustentada en el respeto a la 
independencia, soberanía y legítima defensa de los pueblos, en completo 
apego a la Constitución Política, Derechos Humanos, Convenios y Tratados de 
los que Nicaragua es parte. 
 
2.1. Ley de Defensa Nacional y su Reglamento 
La Ley de Defensa Nacional (Ley Nº 748) fue aprobada por la Asamblea 
Nacional el 13 de diciembre de 2010 y publicada por el Presidente de la 
República en la Gaceta, Diario Oficial No. 244, del 22 de diciembre de 2010. 
Tiene como propósito regular las bases jurídicas que faciliten la Defensa 
Nacional y el resguardo de la paz, la economía nacional, la seguridad interna e 
internacional y el orden democrático. 
En este sentido la Defensa Nacional no es más que el medio garante de la 
soberanía, autodeterminación e independencia nacional, y la integridad 
territorial e inviolabilidad del mismo.  
Con tales objetos se han creado cinco Campos de Acción que conforman el 
Sistema de Defensa Nacional, uno de los cuales es aplicable al régimen de la 
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navegación en el Río San Juan, este es el Campo Diplomático, que  tiene por 
principio la defensa activa y permanente de los derechos soberanos de 
Nicaragua en materia de territorio, fronteras e independencia nacional en el 
ámbito internacional. 
Es a través de este Campo que la Ley de Defensa guarda relación directa con 
el régimen jurídico de la navegación sobre el río, pues establece las bases para 
una política exterior que da prioridad a la prevención y/o la solución pacifica de 
las controversias y al desarrollo de políticas de cooperación internacional y 
alianzas. 
Para tales fines la ley establece una estructura orgánica básica en la que se 
establecen órganos que también se enuncian en el Decreto 79-2009 y las 
Normas Reglamentarias, lo que permite una coordinación y relación armoniosa 
de las disposiciones contenidas en estos cuerpos normativos. Es así que la 
conducción de la Defensa Nacional está a cargo del Presidente de la 
República, la Asamblea Nacional, el Consejo de Ministros, el Gabinete de 
Gobernabilidad y el Ministerio de Defensa. La conducción del Campo 
Diplomático se le delega específicamente al Presidente de la República, quien 
tiene la atribución constitucional de dirigir las relaciones internacionales, en 
coordinación con el Ministro de Relaciones Exteriores y los Ministerios de 
Gobernación y Defensa, el Ejército de Nicaragua, la Policía Nacional y el 
Instituto de Estudios Territoriales. 
Dentro de las funciones otorgadas a las instituciones a cargo de la aplicación 
del Sistema de Defensa Nacional, y que en el caso particular son aplicables al 
régimen de navegación sobre el Río San Juan, tenemos: 
¾ Preservar el medio ambiente y las fuentes de reservas de los recursos 
estratégicos de la nación. 
¾ Fortalecer y promover las relaciones pacíficas entre las naciones, en 
especial las del entorno geográfico centroamericano y regional, para 
consolidarla como una región de paz, libertad, democracia y desarrollo. 
¾ Contribuir a la promoción y mantenimiento de la paz y seguridad regional 
e internacional por los medios que ofrece el Derecho Internacional. 
Fomentar el desarrollo humano sostenible, asegurando la defensa del 
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patrimonio cultural y natural, prestando especial atención a los recursos 
estratégicos de la nación. 
 
De manera específica, los Órganos encargados del Campo Diplomático deben: 
 
 
¾ Coadyuvar con la Policía Nacional para combatir la narcoactividad, 
tráfico de armas y de personas y al crimen organizado transnacional y 
sus actividades conexas en el territorio nacional de conformidad a lo 
establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional. 
¾ Contribuir al desarrollo del país y colaborar en los planes de salud, 
educación, en la conservación y renovación del medio ambiente y los 
recursos naturales, el equilibrio ecológico y demás planes estratégicos 
que determine el Presidente de la República, colaborando con los 
ministerios e instituciones correspondientes. 
 
2.2. Ley de Régimen Jurídico Fronterizo y su Reglamento 
 
La Ley de Régimen Jurídico Fronterizo (Ley Nº 749) fue aprobada por la 
Asamblea Nacional el 13 de diciembre de 2010 y publicada por el Presidente 
de la República en la Gaceta, Diario Oficial No. 244, del 22 de diciembre de 
2010. 
 
Esta Ley tiene por objeto principal establecer las bases de regulación de la 
Zona de Seguridad Fronteriza y la Zona Especial de Protección Fronteriza 
desde la perspectiva de interrelación entre la Seguridad y la Defensa Nacional, 
en base a lo establecido en el Artículo 10 de la Constitución Política de la 
República de Nicaragua mencionado por la Ley y  que establece, entre otros 
aspectos, el reconocimiento de obligaciones internacionales sobre su territorio 
que haya sido libremente consentidas. 
Es menester mencionar que la Zona de Seguridad Fronteriza es el área 
comprendida desde el límite fronterizo convencional y los cinco kilómetros (5 
Km) hacia el interior del territorio nacional y que la zona Especial de Protección 
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Fronteriza es el área comprendida desde dicho límite fronterizo y los quince 
kilómetros (15 Km) hacia el interior del territorio nacional, en las que se 
encuentran áreas protegidas  y estratégicas para la seguridad y defensa del 
Estado, y que la margen derecha del Río San Juan funciona como línea 
fronteriza en una parte de su trayecto donde la navegación es común. Por lo 
tanto podemos establecer una relación clara entre las disposiciones 
constitucionales, las establecidas en esta Ley y el régimen de Navegación 
Jurídica sobre el Río San Juan.  
 
Entre sus disposiciones la Ley establece la creación de la Comisión 
nicaragüense de Territorio Fronterizo (CNTF), como órgano permanente de 
coordinación y consulta, coordinada por el Presidente de la República y 
compuesta por los mismos miembros de la Comisión Interinstitucional para 
Desarrollar e Implementar la Navegación en el Río San Juan, incluyendo 
además al Ministerio de Educación (MINED), el Instituto Nicaragüense de 
Aeronáutica Civil (INAC), las Autoridades de los Consejos Regionales de las 
Regiones Autónomas, las Alcaldías Municipales ubicadas en el territorio 
fronterizo y el Consejo Superior de la Empresa Privada. 
Dentro de las funciones atribuidas a la CNFT que coincidentes con algunas de 
las atribuciones asignadas a la Comisión Interinstitucional y el régimen de 
navegación, a saber: 
 
1. Coadyuvar al control, reducción, corrección o eliminación de factores y 
procesos de degradación económica y social, que puedan afectar la 
calidad de vida de los habitantes del territorio fronterizo, su seguridad y 
su defensa. 
2. Apoyar los procesos educativos, recreativos y culturales, con el fin de 
fomentar mejores estados de conciencia social e identidad nacional. 
3. Velar por los suministros y mantenimientos de los servicios básicos que 
conlleven a mejorar la calidad de vida de los pobladores. 
4. Impulsar el desarrollo de la infraestructura necesaria en el territorio 
fronterizo. 
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5. En conjunto con las autoridades locales, regionales, territoriales y las 
organizaciones comunitarias y gremiales, contribuir al desarrollo de 
programas para la inversión turística, deportiva y de sostenimiento 
ecológico. 
6. Apoyar la protección, fomento y desarrollo de las comunidades 
originarias y de las poblaciones campesinas fronterizas. 
7. Contribuir a la implementación de la Política de Estado para enfrentar el 
narcotráfico, crimen organizado, terrorismo e ilícitos conexos. 
8. Promover planes de desarrollo que impulsen un modelo sostenible 
dirigido a la salvaguarda del medio ambiente y los recursos naturales 
ubicados en el territorio fronterizo. 
 
Como funciones particulares, al Ejército de Nicaragua, en coordinación con la 
Dirección General de Servicios Aduaneros, la Dirección General de Migración y 
Extranjería y la Policía Nacional, se encarga de la vigilancia de las fronteras y 
del territorio fronterizo e impedimento del tránsito de personas, medios de 
transporte y mercancías en lugares no habilitados para el ingreso legal del 
territorio nacional. 
 
Esta Ley tiene la virtud de determinar la responsabilidad de Nicaragua para 
procurar el intercambio de información relativa al enfrentamiento al narcotráfico, 
crimen organizado, terrorismo, tráfico ilegal de armas, vehículos, de personas, 
flora y fauna protegida, bienes culturales, contrabando, abigeato, defraudación 
aduanera, entre otros ilícitos.  
 
 
En tal sentido se establece como Autoridades Marítimas a la Dirección General 
de Transporte Acuático y la Fuerza Naval del Ejército de Nicaragua,  que opera 
a través de los Distritos Navales o Centros de Operación, los Puestos de 
Control de Fronteras que regulan y controlan el ingreso y salida de personas, 
medios de transportes y mercancías, y los Puestos Militares Fronterizos, cuya 
misión fundamental es la defensa de la soberanía nacional y la integridad 
territorial del Estado.  
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A estas Autoridades, a través de la Ley, se les confieren el control de la 
seguridad portuaria, navegación y salvaguarda de la vida humana, así como la 
preservación del medio acuático, en vías fluviales y lacustres del territorio 
fronterizo, incluyendo el Río San Juan, con el propósito de evitar las 
actividades ilícitas, como, la pesca ilegal, contrabando, narcotráfico, piratería y 
contaminación de aguas, entre otras. Todo en concordancia con las funciones 
establecidas en el Decreto 79-2009 y las Normas Reglamentarias, incluyendo 
disposiciones referentes a los Puestos de Cuarentena, el Control Aduanero, 
Migratorio, Sanitario y Fitosanitario. 
 
2.3. Ley de Seguridad Democrática y su reglamento 
 
La Ley de Seguridad Democrática (Ley Nº 750) fue aprobada por la Asamblea 
Nacional el 13 de diciembre de 2010 y publicada por el Presidente de la 
República en la Gaceta, Diario Oficial No. 245, del 23 de diciembre de 2010. 
Es menester primeramente hacer referencia al Concepto de Seguridad 
Democrática, por encontrarse éste enmarcado dentro del concepto de 
Seguridad Nacional. De tal forma, la Seguridad Nacional es un término macro 
ajeno de la sociedad y sus conflictos inmediatos, que vela por la condición 
permanente de soberanía, independencia, integridad territorial, paz y justicia 
social dirigida a preservar la integridad, estabilidad y permanencia del Estado 
de Nicaragua y sus componentes, frente a amenazas, riesgos o agresiones. 
Mientras la Seguridad Democrática, dentro de la Seguridad Nacional, tiene su 
vista  hacia la generación de un ambiente de seguridad a través del 
fortalecimiento del poder civil, de cara a la superación de problemáticas 
sociales, como la pobreza, desarrollo humano, medio ambiente y el crimen 
organizado transnacional e internacional. 
En este caso, el interés radica en las medidas de seguridad que se establecen 
para contrarrestar, entre otros, el crimen organizado y la destrucción del medio 
ambiente en la zona del Río San Juan. Para tales fines, la Ley crea el Sistema 
Nacional de Seguridad Democrática (SNSD), que funcionan a través de la 
coordinación y cooperación permanente de las instituciones especializadas del 
Estado, principalmente unidades del Ministerio Público, el Sistema 
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Penitenciario y la Superintendencia de Bancos. Este sistema es coordinado por 
el Presidente de la República y cuenta con una Secretaría Ejecutiva del 
Sistema conformada por la Dirección de Información para la Defensa del 
Ejército de Nicaragua.  
 
3. Análisis de la Aplicación Conjunta de la Leyes de Defensa Nacional, 
Régimen Fronterizo y Seguridad Democrática, y sus Reglamentos 
 
Todos los cuerpos normativos anteriormente descrito guardan una interrelación 
en varios puntos a destacar, como son: las Autoridades que los Aplican, las 
Funciones que se les otorgan y los Controles que se efectúan. De tal forma no 
existe un choque de funciones en el cumplimiento y resguardo tanto de la 
regulación de la Navegación en el Río San Juan como de la Defensa y 
Seguridad Nacional y Fronteriza. 
Por otro lado, se cuenta con dos Comisiones, un Campo de Acción y un 
Sistema Nacional conformados de forma reiterada por las mismas Instituciones 
del Estado, exceptuando una que otra variación. La primera Comisión 
estudiada y la principal en el ámbito de la regulación de la Navegación sobre el 
Río San Juan es la Comisión Interinstitucional para Desarrollar e Implementar 
la Reglamentación de la Navegación en el Río San Juan(Comisión 
Interinstitucional) creada por el Decreto 79-2009, después el Campo 
Diplomático del Sistema de Defensa Nacional creado por la Ley 748, la 
Comisión Nicaragüense de Territorio Fronterizo (CNTF) creada por la Ley 749 y 
el Sistema Nacional de Seguridad Democrática (SNSD) creado por la Ley 750. 
Todos los anteriores a cargo del Presidente de la República de Nicaragua en 
coordinación con el Ejército Nacional. 
La Comisión Interinstitucional y la Comisión Nicaragüense de Territorio 
Fronterizo son las que más relación guardan respecto a las instituciones que 
las conforman con la excepción de que la CNTF incluye además al Ministerio 
de Educación (MINED), el Instituto Nicaragüense de Aeronáutica Civil (INAC), 
las Autoridades de los Consejos Regionales de las Regiones Autónomas, las 
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Alcaldías Municipales ubicadas en el territorio fronterizo y el Consejo Superior 
de la Empresa Privada. 
En ambas Comisiones se establece como Autoridades Marítimas a la Dirección 
General de Transporte Acuático y la Fuerza Naval del Ejército de Nicaragua 
que operan, en el caso particular del Río San Juan, a través de los Puestos de 
Control y las Capitanías de Puerto. 
También podemos señalar funciones comunes como: la comunicación 
diplomática; la vigilancia del cumplimiento de las condiciones sanitarias de las 
personas y embarcaciones que naveguen sobre el río; la protección y 
preservacióndel patrimonio agropecuario del Río San Juan; la eliminación de 
plagas y enfermedades; la regulación y el control de plaguicidas y sustancias 
tóxicas peligrosas; la prevención de la contaminación proveniente de las 
embarcaciones;regulación de la pesca y pesca de subsistencia; la coordinación 
del orden interno, seguridad ciudadana, prevención y persecución del delito, y 
el combate contra la narcoactividad, tráfico de armas y de personas y al crimen 
organizado transnacional y sus actividades conexas en el territorio nacional; y 
la planificación de programas para la inversión turística y el sostenimiento 
ecológico. 
Como funciones particulares, al Ejército de Nicaragua, en coordinación con la 
Dirección General de Servicios Aduaneros, la Dirección General de Migración y 
Extranjería y la Policía Nacional, debe coordinar la vigilancia de las fronteras y 
del territorio fronterizo, el impedimento del tránsito de personas, medios de 
transporte y mercancías en lugares no habilitados para el ingreso legal al 
territorio nacional. 
En cuanto a los Controles, las Normas Reglamentarias establecen el Control 
Migratorio, el Control Sanitario  y el Control de Aduana. La Ley 749, por su 
parte establece el control de la seguridad portuaria, navegación y salvaguarda 
de la vida humana. Todo en perfecta concordancia con las funciones 
establecidas en el Decreto 79-2009 y las Normas Reglamentarias, incluyendo 
disposiciones referentes a los Puestos de Cuarentena, el Control Aduanero, 
Migratorio, Sanitario y Fitosanitario. 
En todos los controles además de la participación del ente especializado se 
cuenta con la cooperación de las otras instituciones de la lista, que de acuerdo 
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a las funciones específicamente otorgadas, contribuyen al perfeccionamiento y 
coordinación de estas actividades. Además, particularmente, el Ejército actúa 
como órgano encargado de la correcta aplicación de las disposiciones 
contenidas tanto en el Decreto 79-2009 como en la Normativa Reglamentaria, 
por lo cual se involucra en todos los controles que se ejercen. 
Aunque es necesario aclarar que a los fines de la Navegación sobre el Río San 
Juan en los términos descritos por la Sentencia de 13 de julio de 2009, la 
regulación principal aplicable es el Decreto 79-2009 y la Normativa 
Reglamentaria, no podemos dejar de evaluar y analizar las funciones que las 
mismas autoridades que lo aplican pueden tener en cuanto a régimen 
fronterizo, seguridad y defensa, puesto que la naturaleza misma del río, el 
establecimiento de la frontera según lo dispuesto en el Tratado de 1858 y la 
misma Sentencia.  
De tal forma, el ordenamiento jurídico interno de Nicaragua incluye el régimen 
fronterizo, la seguridad democrática y la defensa nacional como principios, 
valores y preceptos aplicables a la navegación. 
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CONCLUSIONES 
Los principales instrumentos jurídicos internacionales que regulan la 
navegación del Río San Juan son siete. Primero en orden de primacía el 
Tratado de Límites de 1858 “Cañas-Jerez”, el segundo el Laudo del Presidente 
G. Cleveland y por último los cinco Laudos del Ingeniero E.P. Alexander. Todos 
ellos de gran importancia para la determinación de los Derechos y Obligaciones 
de Nicaragua y Costa Rica sobre el Río y para el surgimiento de un derecho 
único en su especie como es el de SERVIDUMBRE DE PASO o Derecho de 
Navegación con Objetos de Comercio consecuencia de la geografía misma del 
Río San Juan. 
Es importante hacer referencia a que, todos ellos tienen por fin último la 
armonización de los Estados parte del conflicto, y es que desde antaño y como 
resultado de  la intervención extranjera, tanto estadounidenses como británicas, 
entre otras, la situación de disputa parecía irrenunciable, afectando la 
hermandad y valores regionales dentro de la Integración Centroamericana en 
todo el esplendor de su proceso. 
Como característica importante a destacar tenemos el hecho de que ninguno 
de los instrumentos mencionados es logrado sin la intervención de terceros 
Estados que fungen como mediadores. Es así que el Tratado de Límites de 
1858 tiene por tercer Estado a El Salvador, quien había fungido como mediador 
y a quien se le otorgó la responsabilidad de garantizar el cumplimiento del 
artículo X de ese instrumento, mismo que mandata la no ejecución de actos 
hostiles en el Río. 
Es importante destacar sin embargo, el Tratado de 1858 padece de nulidad por 
la forma de ratificación, pero debido a su aceptación por parte de las 
autoridades de ambos Estados adquirió plena vigencia y aplicación. Por otra 
parte el Laudo Cleveland le otorga Derechos a Costa Rica que aun hoy 
ocasionan disgusto y molestia entre los analistas del Derecho Internacional 
puesto que realiza una interpretación que puede tildarse de extensiva al 
momento de otorgarle a Costa Rica el Derecho de Consulta y convertirlo en un 
Derecho de Consentimiento. No obstante, un análisis del mismo articulado 
podría llevar a la conclusión de  que ese consentimiento pierde fuerza al 
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momento de hablar de una indemnización, en tal sentido soy de la idea que 
debe interpretarse que es necesaria la opinión de Costa Rica para la 
contratación de un canal interoceánico, por ejemplo y que dicha opinión puede 
considerarse un consentimiento para la construcción del mismo, pero en caso 
que la opinión sea negativa el resultado sería simplemente el pago de la 
indemnización que resulte de la construcción de un canal, en la medida que 
represente el resarcimiento del perjuicio ocasionado a sus derechos naturales. 
En el caso de los Laudos Alexander no hay mayores consecuencias para el 
conflicto que analizamos, sin embargo es necesario destacar y tener pendiente 
el Laudo Alexander Nº1,para los fines de análisis del texto mismo de la 
Sentencia y las Pretensiones de Costa Rica. Manifiesto esto por el hecho de 
que en los considerandos del Laudo, el Ingeniero E.P. Alexander estableció 
dos ideas primigenias que no fueron argüidas por Costa Rica, en éstas  
establece que el Tratado de 15 de Abril de 1858 debe interpretarse y cumplirse 
como fue entendido el día de la celebración por sus autores y que el Río San 
Juan era considerado como vía de comercio, desde un punto tres millas abajo 
de El Castillo Viejo hasta el mar. 
Con respecto al proceso  incoado por costa Rica contra Nicaragua por Derecho 
de Navegación y Derechos Conexos es necesario valorar la competencia que 
tiene la Corte Internacional de Justicia para conocer del asunto. En mi opinión 
está más que sustentada la misma. Aun con la actuación un tanto arbitraria y 
más política que jurídica del Gobierno de Nicaragua, al intentar limitar la 
competencia de la Corte, con la declaración de no reconocimiento de ésta en 
caso de litigios referentes a Tratados Internacionales antes de 1901. 
Es importante destacar que la aceptación inicial de la misma no contenía 
ninguna reserva y que en los casos de una Corte Internacional es necesario no 
limitar las competencias que tiene, pues explícitamente se le confieren 
competencias para conocer de casos que versen sobre Tratados 
Internacionales como el Jerez-Cañas. De igual forma considero que la firma del 
Acuerdo Tovar-Caldera no es más que un reconocimiento expreso de la 
competencia de la Corte. 
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El procedimiento, en parámetros generales, cumplió en los términos y bajo los 
requerimientos que tanto el Estatuto como el Reglamento y las Ordenanzas 
que  la Corte establece. Por lo tanto, al momento en que la Corte dicta 
sentencia lo hace conforme a derecho y fundamentando a plenitud las 
decisiones que toma, todo de conformidad con el Articulo 38 de su Estatuto. 
A este respecto es necesario destacar que durante los procedimientos escrito y 
oral se abordó el tema referido al significado y extensión de la frase Libre 
Navegación…con Objetos de Comercio, una estrategia muy inteligente de 
Costa Rica, pues forzó a Nicaragua a expresar sus opiniones al respecto y a la 
Corte a pronunciar sus consideraciones en la fundamentación de la Sentencia. 
A partir de la consideración de la Corte, Nicaragua tiene que aceptar una nueva 
interpretación de los alcances del derecho de Costa Rica que previamente no 
había considerado, y es que la navegación de pasajeros y turistas sobre el río 
no estaba dentro de la intensión manifiesta por las Partes al momento de la 
firma del Tratado de 1858, ni había sido solicitada o referida en ninguno de los 
instrumentos jurídicos bilaterales hasta el momento suscritos. Como se hizo 
referencia anteriormente, inclusive el Ingeniero E.P. Alexander, al emitir el 
Laudo No. 1 establece la naturaleza jurídica del río declarando que en el trecho 
en que la navegación es común y la frontera es delimitada por la margen sur 
del río, se considerará a éste una vía de comercio en los términos establecidos 
en el Tratado de Límites de 1858. 
A este respecto queda la incertidumbre de si la Corte no excedió sus facultades 
al dirimir el conflicto, yéndose a una interpretación extensiva. El Derecho de 
Libre Navegación con Objetos de Comercio debe considerarse bajo una visión 
restrictiva de sus alcances, ya que es el otorgamiento de unos derechos sobre 
el derecho de soberanía de un Estado que cede una especie de Servidumbre 
de Paso a otro, para evitar un perjuicio y permitir una salida práctica al Océano 
Atlántico.  
La admisión de un derecho de transporte y navegación turística sobre el río es 
un tipo de derecho muy diferente al otorgado inicialmente, y perjudica a 
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Nicaragua en el sentido, por ejemplo, de que ésta es la única que tiene la 
facultad de explotar el río para fines turísticos.  
Evitar un perjuicio económico es diferente a la creación de una oportunidad de 
lucro, y dista mucho de la intención inicial. Hay que recordar que las 
negociaciones costarricenses para la firma del Tratado de 1858 se dieron en 
gran medida por la influencia de empresarios cafetaleros que buscaban una 
salida más expedita y económica al Océano Atlántico para fines de 
exportación.  
En mi opinión, la Corte no aplicó de forma correcta los principios de 
interpretación de los tratados, principalmente de un tratado que define la 
frontera entre dos Estados, inclinándose por la evolución del derecho y no por 
la intensión de los Estados firmantes. 
Es por esto que considero que sí hubo una interpretación extensiva en la que 
Costa Rica, por la presión ejercida, sale ganando ante la posición mediadora 
de la Corte, que limita la navegación de autoridades costarricenses pero 
permite sacarle lucro a las beldades del río nicaragüense.  
En cuanto a las medidas nicaragüenses impugnadas por Costa Rica, es 
importante destacar la trascendencia de los certificados de zarpe y las visas o 
documentos de identificación, y es que en épocas actuales el control de la 
navegación en el río es de suma necesidad para la lucha contra el crimen 
organizado y delitos transnacionales, sin obviar la importancia que para todo 
Estado tiene el ejercicio de soberanía.  
Siendo que la navegación costarricense en el río ocasiona un gasto para 
Nicaragua, soy de la opinión de que Costa Rica debería aportar al sufragio de 
dichos gastos, en la medida menos repercutiva para sus intereses, de tal forma 
que aunque no sea de la magnitud que se le pueda imponer a otros Estados o 
los mismos connacionales nicaragüenses, sí permita a Nicaragua cumplir con 
sus deberes soberanos con la contrapartida de Costa Rica, admitiendo el pago 
reducido de los documentos de zarpe e identificación. 
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Específicamente con respecto a las Visas soy de la opinión que necesitamos 
nivelar las condiciones o requerimientos impuestos a los extranjeros nacionales 
de Estados Centroamericanos, por lo tanto no debe exigírsele a los 
costarricenses la obtención de ese documento, aun cuando ellos sí lo exijan. La 
decisión de la Corte en este caso fue precisa y considero que tiene por 
finalidad evitar posteriores conflictos entre ambos Estados. 
En cuanto a su decisión sobre las demás medidas impugnadas por Costa Rica 
(uso de banderas, horarios de navegación, obligación de detenerse e 
identificarse), la Corte realizó un gran esfuerzo armonizante.  
De igual forma considero que la declaración de la Corte, sobre la obligación de 
Nicaragua de permitir la pesca de subsistencia, no se refiere a un derecho 
consignado en los instrumentos internacionales que hasta el momento integran 
el régimen jurídico aplicable al Río San Juan, sin embargo siendo un derecho 
derivado de la necesidad humana de las poblaciones ribereñas, se puede 
considerar como un derecho humano de subsistencia que debe ser visto como 
una obligación para cualquier Estado hermano. 
Con respecto a las repercusiones que tuvo en Nicaragua la Sentencia, es 
necesario comprender primeramente que a pesar de la existencia específica de 
un instrumento regulador, existen siempre disposiciones aplicables de forma 
general por lo tanto las Leyes No. 748, 749 y 750 son de gran trascendencia 
para el análisis panorámico de la posición tomada por Nicaragua, puesto que 
éstos tres cuerpos jurídicos se fundamentan en el Régimen Jurídico 
Internacional que rige sobre el Río San Juan y la Sentencia que analizamos. 
Primeramente cabe destacar que la respuesta inmediata de Nicaragua fue la 
publicación de las Normas Reglamentarias y la creación de la Comisión 
Interinstitucional que establecen el marco regulatorio preciso para la 
Navegación sobre el río y crean la Comisión Interinstitucional encargada de 
hacer cumplir dichas normas reglamentarias específicamente para la 
Navegación de Embarcaciones costarricenses. 
Además de esos instrumentos, en diciembre del dos mil diez, la Asamblea 
Nacional de Nicaragua dictó las Leyes referidas en los párrafos anteriores, y el 
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Presidente de la República una vez que las publicó dictó los reglamentos de las 
mismas. Aunque el objetivo principal de éstas no es la Navegación del Río San 
Juan en sí, se puede apreciar la vinculación con el mismo desde el momento 
en que el Presidente fundamenta en la Expresión de Motivos de los Proyectos 
de leyes, haciendo énfasis en la Sentencia de 13 de julio de 2009. Además 
puede apreciarse que los órganos encargados de aplicar las mismas son 
coincidentes en su mayoría con los órganos integrantes de la Comisión 
Interinstitucional creada por el Decreto 79-2009. 
Es importante destacar que estas disposiciones en su conjunto imponen un 
régimen de control, vigilancia y regulación bastante preciso, teniendo por objeto 
la seguridad nacional y fronteriza, la protección del medio ambiente y los 
recursos naturales, el fortalecimiento de las relaciones entre los países vecinos, 
enfocándose en la coordinación adecuada, no solo de las instituciones 
nacionales, sino también entre los Estados, en este caso entre Costa Rica y 
Nicaragua. De igual forma, la lucha contra el crimen organizado, la promoción 
de políticas públicas en materia de salud y la inversión turística. 
No obstante, a raíz de la regulación impuesta por el Gobierno nicaragüense, 
Costa Rica ha reaccionado aludiendo el irrespeto al fallo de la Corte, por la 
regulación específica de la Navegación costarricense en el Río San Juan. Sin 
embargo soy de la opinión que no ha habido tal infracción, puesto que a un 
Derecho Especial y Único conferido a un determinado país, es necesario que 
se le aplique una regulación propia; y para ser realmente poder hablar de una 
regulación especial y discriminatoria es necesario que exista una exclusividad 
en la Normas Reglamentarias, sin embargo no es la situación. Lo que 
realmente existe es una Comisión Interinstitucional especial para la regulación 
de la navegación de Costa Rica en el pleno ejercicio de los derechos que se le 
confieren por el tratado de 1858, el Laudo de 1898 y los Laudos Alexander, 
además de las Sentencia en cuestión. En las Normas Reglamentarias se 
establece una regulación general de la navegación, haciendo alusión específica 
de la navegación costarricense en los acápites que no eran aplicables o que a 
pesar de su aplicación tendrían una moderación diferente. Tal es el caso, por 
ejemplo, del atraco de las embarcaciones, pues se aprecia que es una 
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actividad prohibida para cualquiera excepto para las embarcaciones 
costarricenses.  
A este respecto considero que Nicaragua ha cumplido a plenitud los 
parámetros establecidos por la Corte para la regulación de la navegación en el 
río.  
Es por esto que una vez analizados todos los puntos referidos anteriormente, 
puedo concluir que existe una vasta regulación jurídica sobre los derechos y 
obligaciones que tanto Nicaragua como Costa Rica tienen sobre el río.  
Es necesario reafirmar a este respecto: 
¾ que el Río San Juan es nicaragüense y que Costa Rica tiene el Derecho 
de Navegación con Objetos de Comercio sobre el trecho del río que va 
desde un punto tres millas abajo de El Castillo Viejo, hasta el mar, y que 
el fin comercial se extiende al transporte de pasajeros y de turistas;  
¾ que la margen sur de ese trecho sirve de frontera entre ambos países;  
¾ que lo anterior le concede un derecho de consulta a Costa Rica 
exclusivamente para la contratación de la construcción de un canal,  
¾ que Nicaragua tiene pleno derecho de reglamentar la navegación sobre 
el río, no solo de Costa Rica sino también de cualquier país, pues es un 
acto propio de soberanía que no puede desatender;  
¾ que al régimen de navegación, en plena concordancia, se le puede 
imponer las disposiciones relativas a la Seguridad Democrática, 
Régimen Fronterizo y Defensa Nacional;  
¾ y por último, que el comportamiento de Costa Rica sólo evidencia su 
actitud ambiciosa por obtener de cualquier forma nuevas 
interpretaciones y mayores concesiones de las ya otorgadas, pues ya 
existen Tratados, Laudos y ahora hasta Sentencia referidas a sus 
derechos sobre el río, de tal forma que saca de contexto la concesión 
original otorgada por Nicaragua en el Tratado Cañas-Jerez. 
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RECOMENDACIONES 
Por todo lo antes referido, tanto en el Marco Teórico como en las Conclusiones, 
considero es relevante efectuar las siguientes recomendaciones a los Estados 
Partes en la Disputa sobre Derecho de Navegación y Derechos Conexos 
sobre el Río San Juan: 
Aplicar las disposiciones de la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia 
de 13 de 2009, así como de los instrumentos jurídicos bilaterales e 
internacionales ya establecidos, con una actitud pacífica y respetuosa del 
Derecho Soberano de Nicaragua y del Derecho de Navegación y Derechos 
Conexos otorgados a Costa Rica, cumpliendo las obligaciones internacionales 
con una visión de hermandad y unidad, a fin de evitar posteriores conflictos 
entre ambas Repúblicas. 
Cumplir las disposiciones establecidas en el Decreto 79-2009, creador de la 
Comisión Interinstitucional para Desarrollar e Implementar la Reglamentación 
de la Navegación en el Río San Juan, Específicamente en la Parte donde la 
Corte Internacional de Justicia otorga Derechos Limitados de Navegación a la 
República de Costa Rica, y las Normas Reglamentarias, a fin de respetar a 
cabalidad los derechos enunciados, tanto de Costa Rica como de Nicaragua, 
evitando de tal forma contra venencias relativas a la navegación sobre el río y 
procurando la protección de los intereses legítimos de Nicaragua como Estado 
soberano. 
Teniendo en consideración la hermandad, vecindad y buena voluntad de Costa 
Rica y Nicaragua, llevar a cabo un Acuerdo Bilateral para la creación de una 
Comisión Bipartita que tenga por objeto la coordinación de la correcta 
aplicación del Tratado de Límites de 1858, el Laudo Cleveland, los cinco 
Laudos Alexander, la Sentencia de 13 de julio de 2009 y las disposiciones 
referentes a la Navegación en el Río San Juan y Derechos Conexos de Costa 
Rica, velando por los intereses de ambos Estados, promoviendo la solución de 
las incertidumbres, fluctuaciones y/o controversias que puedan surgir, a través 
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de un canal diplomático especialista y personalizado en la historia jurídica del 
Río San Juan y su Régimen Jurídico Vigente. 
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ANEXO N° 1: TRATADO DE LÍMITES ENTRE NICARAGUA Y COSTA RICA  
Cañas - Jerez 
 
(15 de abril de 1858) 
Juan Rafael Mora, Presidente de la República de Costa Rica,  
Por cuanto: entre la República de Costa Rica y la República de Nicaragua se 
ha concluido y firmado en la ciudad de San José, capital de aquella República, 
el día quince de marzo de mil ochocientos cincuenta y ocho, por medio de 
Plenipotenciarios suficientemente autorizados por ambas partes y con la 
mediación que hizo efectiva la República de El Salvador, un Tratado de límites 
territoriales, cuyo tenor, palabra por palabra, es como sigue:  
"José María Cañas, Ministro Plenipotenciario del Gobierno de la República de 
Costa Rica, y Máximo Jerez, Ministro Plenipotenciario del Gobierno de la 
República de Nicaragua, encargados por nuestros comitentes de celebrar un 
Tratado de límites de ambas Repúblicas, que ponga término a las diferencias 
que han retardado la mejor y más perfecta inteligencia y armonía que deben 
reinar entre ellas para su común seguridad y engrandecimiento: habiendo 
verificado el canje de nuestros respectivos Poderes bajo el examen que de 
ellos hizo el Honorable Señor don Pedro R. Negrete, Ministro Plenipotenciario 
de la República de El Salvador, en ejercicio de las nobles funciones de 
mediador fraternal en estas negociaciones, quien los encontró en buena debida 
forma, de la misma manera que por nuestra parte fueron hallados bastantes los 
que exhibió el mismo señor Ministro: discutidos con el detenimiento necesario 
los puntos convenientes, con la asistencia y auxilio del representante de El 
Salvador, hemos convenido y celebrado el siguiente  
TRATADO DE LÍMITES ENTRE COSTA RICA Y NICARAGUA 
Artículo I.: 
La República de Costa Rica y la República de Nicaragua, declaran en los 
términos más expresos y solemnes, que si por un momento llegaron a 
disponerse para combatir entre sí, por diferencias de límites y por razones que 
cada una de la Altas Partes contratantes considero legales y de honor, hoy 
después de repetidas pruebas de buena inteligencia, de principios pacíficos y 
de verdadera confraternidad, quieren y se comprometen formalmente a 
procurar que la paz, felizmente restablecida, se consolide cada día más entre 
ambos Gobiernos y entre ambos pueblos, no solamente para el bien y 
 
 
  
provecho de Costa Rica y Nicaragua, sino para la ventura y prosperidad que en 
cierta manera redunda en beneficio de nuestras hermanas, las demás 
Repúblicas de Centro América.  
Artículo II.: 
La línea divisoria de las dos Repúblicas, partiendo del mar del Norte, 
comenzara en la extremidad de Punta de Castilla, en la Desembocadura del 
Río San Juan, de Nicaragua, y continuara marcándose con la margen derecha 
del expresado Río, hasta un punto distante del Castillo Viejo, de tres millas 
inglesas, medidas de las fortificaciones exteriores de dicho Castillo, hasta el 
indicado punto.- De allí partirá una curva, cuyo centro serán dichas obras y 
distara de él tres millas inglesas, en toda su progresión, terminando en un 
punto, que deberá distar dos millas de la ribera del Río, aguas arriba del 
Castillo.- De allí se continuara en dirección al Río Sapoa, que desagua en el 
Lago de Nicaragua, siguiendo un curso que diste siempre dos millas de la 
margen derecha del Río San Juan, con sus circunvoluciones, hasta su origen 
en el Lago, y de la margen derecha del propio Lago, se tirara esta línea 
paralela a dichas riberas.- Del punto en que ella coincida con el Río Sapoa, el 
que por dicho debe distar dos millas del Lago, se tirara una recta astronómica 
hasta el punto céntrico de la Bahía de Salinas, en el mar del Sur, donde 
quedara terminada la demarcación del territorio de las dos Repúblicas 
contratantes.  
Artículo III.:  
Se practicaran las medidas correspondientes a esta línea divisoria, en todo o 
en parte, por Comisionados de los Gobiernos, poniéndose éstos de acuerdo 
para señalar el tiempo en que haya de verificarse la operación.- Dichos 
comisionados tendrán la facultad de desviarse un tanto de la curva alrededor 
del Castillo, de la paralela a las márgenes del Río y el Lago o de la recta 
astronómica entre Sapoa y Salinas, caso en que ello puedan acordarse para 
buscar mojones naturales.  
Artículo IV.: 
La Bahía de San Juan del Norte, así como la de Salinas serán comunes a 
ambas Repúblicas, y de consiguiente lo serán sus ventajas y la obligación de 
concurrir a su defensa.- También estará obligada Costa Rica por la parte que le 
corresponde en las márgenes del Río San Juan, en los mismos términos que 
por Tratado lo está Nicaragua a concurrir a la guarda de él, del propio modo 
que concurrirán las dos Repúblicas a su defensa en caso de agresión exterior, 
y lo harén con toda la eficacia que estuviere al alcance.  
 
 
 
  
Artículo V.: 
Mientras tanto que Nicaragua no recobre la plena posesión de todos sus 
derechos en el Puerto de San Juan del Norte, la Punta de Castilla será de uso 
y posesión enteramente común é igual para Costa Rica y Nicaragua, 
marcándose para entre tanto dure esta comunidad, como límite de ella, todo el 
trayectoria del Río Colorado.- Y además estipula, que mientras el indicado 
puerto de San Juan del Norte haya de existir con la calidad de franco, Costa 
Rica no podrá cobrar a Nicaragua derechos de puerto en Punta de Castilla.  
Artículo VI.: 
La República de Nicaragua tendrá exclusivamente el dominio y sumo imperio 
sobre las aguas del Río San Juan, desde su salida del Lago hasta su 
desembocadura en el Atlántico, pero la República de Costa Rica tendrá en 
dichas aguas los derechos perpetuos de libre navegación, desde la expresada 
desembocadura, hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo con 
objetos de comercio ya sea con Nicaragua o al interior de Costa Rica, por los 
Ríos de San Carlos o Sarapiquí, o cualquiera otra vía procedente de la parte 
que en la ribera del san Juan se establece corresponder o esta República.- Las 
embarcaciones de uno u otro país podrán indistintamente atracar en las riberas 
del río, en la parte en que la navegación es común, sin cobrarse ninguna clase 
de impuestos, a no ser que se establezcan de acuerdo entre ambos Gobiernos.  
Artículo VII.:  
Queda convenido que la división territorial que se hace por este Tratado, en 
nada debe entenderse contrariando las obligaciones consignadas, ya sea en 
Tratados políticos o en Contratos de canalización o de transito, celebrados por 
parte de Nicaragua con anterioridad al conocimiento del presente Convenio, y 
antes bien se entenderá que Costa Rica asume aquellas obligaciones en la 
parte que corresponde a su territorio, sin que en manera alguna se contraríe el 
dominio eminente y derechos de soberanía que tiene en él mismo.  
Artículo VIII.: 
Si los contratos de canalización o de transito, celebrados antes de tener el 
Gobierno de Nicaragua conocimiento de este Convenio, llegaren a quedar 
insubsistentes por cualquiera causa, Nicaragua se compromete a no concluir 
otro sobre los expresados objetos, sin oír antes la opinión del Gobierno de 
Costa Rica, acerca de los inconvenientes que el negocio pueda tener para los 
dos países, con tal que esta opinión se emita dentro de treinta días después de 
recibida la consulta, caso que el de Nicaragua manifieste ser urgente la 
resolución; y no dañándose en el negocio los derechos naturales de Costa 
Rica, este voto solo será consultivo.  
 
 
  
Artículo IX.: 
Por ningún motivo, ni en caso ni estado de guerra en que por desgracia 
llegaren a encontrarse las Repúblicas de Costa Rica y Nicaragua, les será 
permitido ejercer ningún acto de hostilidad entre ellas en el Puerto de San Juan 
del Norte, ni en el Río de este nombre y Lago de Nicaragua.  
Artículo X.: 
Siendo lo estipulado en el Artículo anterior esencialmente importante a la 
debida guarda del puerto y del Río, contra agresiones exteriores que afectarían 
los intereses generales del país, queda su estricto cumplimiento bajo la 
especial garantía que, a nombre del Gobierno mediador, está dispuesto a dar, y 
en efecto da su Ministro Plenipotenciario presente en virtud de las facultades 
que al intento declara estarle conferidas por su Gobierno.  
Artículo XI.: 
En testimonio de la buena y cordial inteligencia que queda establecida entre las 
Repúblicas de Costa Rica y Nicaragua, renuncian a todo crédito activo entre sí 
tengan por cualesquiera títulos, hasta la signatura del presente Tratado; é 
igualmente prescinden las Altas Partes contratantes de toda reclamación, por 
indemnizaciones a que se consideraren con derecho.  
Artículo XII.: 
Este Tratado será ratificado, y sus ratificaciones cambiadas dentro de cuarenta 
días de la signatura, en Santiago de Managua.  
En fe de lo cual, firmamos el presente por triplicado, en unión del Honorable 
señor Ministro de El Salvador, refrendándolo los respectivos Secretarios, en la 
Ciudad de San José, Capital de Costa Rica, a los 15 días del mes de abril del 
año del Señor de 1858.- (L.S.) José María Cañas.- (L.S.) Máximo Jerez.- (L.S.) 
Pedro Rómulo Negrete.- El Secretario de la Legación de Costa Rica, Salvador 
González.- El Secretario de la Legación de Nicaragua, Manuel Rivas.- El 
Secretario de la Legación de El Salvador, Florentín Souza.-  
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO N°2: LAUDO DEL PRESIDENTE DE LOS EE. UU. 
 
MR. GROVER CLEVELAND (22-3-1888) 
GROVER CLEVELAND, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
AMERICA 
A quienes corresponda: Salud. 
Habiéndose conferido las funciones de Arbitro al Presidente de los Estados 
Unidos, en virtud de un Tratado firmado en la ciudad de Guatemala, el 
veinticuatro de diciembre de mil ochocientos ochenta y seis, entre las 
Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, por el que se convino en someter el 
arbitramento del Presidente de los estados Unidos de América, la cuestión 
pendiente entre los Gobiernos contratantes respecto a la validez de su Tratado 
de Límites, de quince de Abril de mil ochocientos ochenta y ocho, que si el 
Laudo del Arbitro declarase que el Tratado era válido, el mismo Laudo 
declarase que también si Costa Rica tiene derecho a navegar en el Río San 
Juan con buques de guerra o del servicio fiscal; y del mismo modo que, caso 
de ser valido el Tratado, el Arbitro resolviese sobre todos los otros puntos de 
dudosa interpretación que cada una de las partes encontrase en el Tratado, y 
comunicase a la otra parte dentro de treinta días contados del canje de las 
ratificaciones de dicho Tratado de veinticuatro de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y seis. 
Y habiendo la República de Nicaragua comunicado debidamente a la República 
de Costa Rica, once puntos de dudosa interpretación encontrados en dicho 
Tratado de Límites de quince de abril de mil ochocientos cincuenta y ocho; y no 
habiendo la República de Costa Rica comunicado a la República de Nicaragua 
punto alguno de dudosa interpretación, del Tratado últimamente aludido. 
Y habiendo ambas partes presentado debidamente al Árbitro, sus alegatos y 
documentos y debidamente presentando enseguida sus respectivas 
contestaciones a los alegatos de la otra parte como se dispone en el Tratado 
de veinticuatro de Diciembre de mil ochocientos ochenta y seis. 
Y habiendo el Arbitro, de su conformidad con la cláusula quinta del Tratado que 
acaba de citarse, delegado sus facultades al Honorable George L. Rivas, Sub- 
Secretario de estado, quien después de examinar y considerar dichos alegatos, 
documentos y contestaciones, ha dado acerca de todo su informe por escrito al 
Árbitro. 
Por tanto, yo Grover Cleveland, Presidente de los Estados Unidos de América, 
doy por las presentes la siguiente sentencia y laudo: 
 
 
  
Primero. 
Es válido el Tratado de Límites arriba referido, firmado el quince de Abril de mil 
ochocientos cincuenta y ocho. 
Segundo. 
Conforme a dicho Tratado y a las estipulaciones contenidas en su Artículo 
sexto, no tiene derecho la República de Costa Rica de navegar en el Rio San 
Juan con buques de guerra; pero puede navegar en dicho Rio con buques de 
servicio fiscal relacionados con el goce de los objetos de comercio que le está 
acordado en dicho Artículo, o que sean necesarios para la protección de dicho 
goce. 
Tercero. 
 Respecto a los puntos de dudosa interpretación comunicados, como queda 
dicho, por la República de Nicaragua, resuelvo como sigue: 
1.- La línea divisoria entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, por el 
lado del Atlántico, comienza en la extremidad de Punta de Castilla, en la boca 
del Rio San Juan de Nicaragua, como se hallaban la una y la otra el quince de 
Abril de 1858. La propiedad del acrecidomiento que haya tenido dicha Punta de 
Castilla debe gobernarse por las leyes aplicables a ese objeto. 
2.- El punto céntrico de la Bahía de Salinas debe fijarse tirando una línea recta 
a través de la boca de la bahía y determinando matemáticamente el centro de 
la figura geom0trica cerrada, que forme dicha línea recta, y la playa de la Bahía 
marcada por la vaciante. 
3.- Por punto céntrico de La Bahía de salinas debe de entenderse el centro de 
la figura geométrica formada como queda dicho. El límite de la Bahía hacia el 
Océano es una línea recta tirada de la extremidad de Punta Arranca Barba, 
casi al sur derecho a la porción más occidental de la tierra por Punta de 
Sacate. 
4.- La República de Costa Rica no está obligada a concurrir con la República 
de Nicaragua a los gastos necesarios para impedir que se obstruya la Bahía de 
San Juan del Norte, para mantener libre y desembarazada, la navegación del 
Río o puerto o para mejorarla en beneficio común. 
5.- La República de Costa Rica no está obligada a contribuir con parte alguna 
de los gastos que haga la República de Nicaragua en cualquiera de los 
referidos objetos. 
6.-  La República de Costa Rica no puede impedir a la República de Nicaragua 
la ejecución, a sus propias expensas y dentro de su propio territorio, de tales 
obras de mejora; con tal que dichas obras de mejora no resulten en la 
 
 
  
ocupación o inundación o daño de territorio costarricense, o en la destrucción o 
serio deterioro de la navegación de dicho Río o de cualquiera de sus brazos en 
cualquier punto en donde Costa Rica tenga derecho de navegar en el mismo. 
La República de Costa Rica tiene derecho de reclamar indemnización por los 
lugares que le pertenezcan en la ribera derecha del Río San Juan que puedan 
ocuparse sin su consentimiento, y por los terrenos de la misma ribera que 
puedan inundarse o dañarse de cualquiera otro modo a consecuencia de obras 
de mejora. 
7.-  El brazo del Río San Juan conocido con el nombre de Río Colorado, no 
debe considerarse como límite entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica 
en ninguna parte de su curso. 
8.- El derecho de la República de Costa Rica a navegar en el Río San Juan con 
buques de guerra o de servicio fiscal, queda determinado y definido en el 
Artículo Segundo de este Laudo. 
9.-  La República de Costa Rica puede negar a la República de Nicaragua el 
derecho de desviar las aguas del Río San Juan en caso de que esa desviación 
resulte en la destrucción o serio deterioro de la navegación de dicho Río, o de 
cualquiera de sus brazos en cualquier punto en donde Costa Rica tiene 
derecho a navegar en el mismo. 
10.-  La República de Nicaragua permanece obligada a no hacer concesiones 
de canal en su territorio, sin pedir primero la opinión de la República de Costa 
Rica, conforme a lo dispuesto en el Artículo VIII del Tratado.de Límites de 
quince de abril de mil ochocientos cincuenta y ocho. Los derechos naturales de 
la República de Costa Rica aludidos a dicha estipulación , son los derechos 
que, en vista de la línea fronteriza fijada por dicho Tratado de Límites, posee en 
el suelo que allí se reconoce por de su exclusiva pertenencia; los derechos que 
posee en los puertos de San Juan del Norte y Bahía de Salinas; y los derechos 
que posee en aquella parte del Río San Juan que se encuentra  a más de tres 
millas inglesas abajo del Castillo Viejo, medidas desde las fortificaciones 
exteriores de dicho Castillo, como existían el año de 1858, y quizás otros 
derecho a no especificados aquí con particularidad. Estos derechos deben 
considerarse perjudicados en cualquier caso en que se ocupe o inunde el 
territorio perteneciente a la República de Costa Rica; o cuando haya alguna 
intrusión en cualquiera de dichos puertos, dañosa a Costa Rica o cuando haya 
tal obstrucción o desviación del Río San Juan que se destruya, o seriamente 
deteriore la navegación de dicho Río o cualquiera de sus brazos en cualquier 
punto donde Costa Rica tenga derecho a navegar en el mismo. 
11.-  El Tratado de Límites de quince de abril de mil ochocientos cincuenta y 
ocho, no da a la República de Costa Rica a ser parte en las concesiones que 
Nicaragua otorgue para canales interoceánico; aunque en los casos en que la 
 
 
  
construcción del canal envuelva daño a los derechos naturales de Costa Rica 
su opinión y consejo, de que habla el Artículo VIII del tratado, debiera ser más 
que de consejo o consultativo. A lo que parece en tales casos su 
consentimiento es necesario, y ella puede en consecuencia exigir 
compensación por las concesiones que se le pidan; pero no es acreedora a 
participar como derecho en los beneficios que la República de Nicaragua 
pueda reservarse como compensación de los favores y privilegios que, a su 
vez, pueda conceder. 
En testimonio de lo cual lo he firmado de mi mano, y hecho sellar con el Sello 
de los Estados Unidos. 
Dado por triplicado en la Ciudad de Washington, el día veintidós de Marzo del 
año de mil ochocientos ochenta y ocho, y ciento doce de la Independencia de 
los Estados Unidos, (L.S. ) (f) GLOVER CLEVELAND, Por el Presidente.- (f) 
T.F. BAYARD, Secretario de Estado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO N° 3: LAUDO ALEXANDER No. 1 
San Juan del Norte, Nicaragua, Septiembre 30 de 1897 
A las Comisiones de límites de Nicaragua y Costa Rica 
Señores: 
En cumplimiento de los deberes que me competen, como Ingeniero Arbitrador 
entre los dos cuerpos de ustedes, en virtud del encargo que me confió el 
presidente de los Estados Unidos, con el poder para decidir definitivamente 
cualesquiera puntos de diferencia que puedan suscitarse en el trazo y 
demarcación de la línea divisoria de las dos Repúblicas, he estudiado y tomado 
en consideración cuidadosamente todos los alegatos, contra alegatos, mapas y 
documentos que me fueron sometidos acerca de la exacta localización del 
punto inicial de la expresada línea divisoria en la Costa Caribe. 
La conclusión a que he llegado y el Laudo que voy a pronunciar no están de 
acuerdo con las miras de ninguna de las Comisiones. 
Así es que en deferencia a los excelentes y vigorosos argumentos tan cumplida 
y lealmente expuestos por cada Comisión en favor de su respectiva causa, 
indicaré brevemente mi modo de pensar y las consideraciones que me han 
parecido concluyentes para resolver la cuestión. 
Y de estas consideraciones la principal y dominante es que nosotros debemos 
interpretar y cumplir el Tratado de 15 de Abril de 1858, como fue mutuamente 
entendido el día de la celebración, por sus autores. 
Cada Comisión presento una elaborada y bien razonada discusión, 
sosteniendo que las palabras del Tratado están de acuerdo con su respectivo 
pedimento sobre la localización del punto de partida de la línea fronteriza en 
lugar tal que daría a su país grandes ventajas. Estos puntos de partida, están 
separados por algo más de seis millas de distancia, y están indicados en el 
mapa agregado a este Laudo. 
El que reclama Costa Rica está situado en la costa del lado izquierdo, o sea en 
el extremo de la tierra firme (Headland) al oeste de la Bahía: el que pretende 
Nicaragua en el extremo, de la tierra firme. (Headland) al oriente de la boca del 
brazo Taura. 
Sin el propósito de Réplicar en concreto a cada razonamiento hecho una y otra 
parte en apoyo a su respectiva declaración, todos serán tomados en cuenta y 
suficientemente contestados, demostrando que los que celebraron el Tratado, 
mutuamente entendieron y tuvieron en mira otro punto distinto, a saber, el 
extremo de la tierra firme al Este en la boca de la Bahía. Es la mente de los que 
 
 
  
hicieron el Tratado lo que debemos buscar, antes que algún sentido posible 
que pudiera deducirse violentamente de palabras o sentencias aisladas. 
Y esa mente de los autores del Tratado me parece abundantemente clara y 
obvia. Este Tratado no fue hecho con apresuramiento ni con descuido. Cada 
Estado había sido enardecido por años de infructuosas negociaciones hasta 
llegar a aprestarse a la guerra en defensa de lo que consideraba sus derechos, 
como están expuestos en el Artículo I. En efecto, la guerra había sido 
declarada por Nicaragua en 25 de Noviembre de 1857, cuando en virtud de la 
mediación de la República de El Salvador se hizo en último esfuerzo para 
evitarla, se reanudaron las negociaciones y resulta este Tratado. Ahora bien, 
podemos descubrir la mutua inteligencia a que finalmente llegaron sus autores, 
buscando primero en el conjunto del Tratado la idea general o plan del 
Convenio, sobre el cual lograron entenderse. 
En seguida debemos ver que esta idea general del Tratado se armonice 
plenamente con cualquiera descripción detallada de la línea, que él suministre, 
y con los nombres propios usados o no usados, de todos los lugares en 
conexión con la línea. Porque el no uso de algunos nombres puedan significar 
tanto como el uso de otros. Ahora, de la consideración general del Tratado en 
su conjunto se ve que el plan del Convenio aparece claro y sencillo. 
Costa Rica había de tener como línea divisoria la margen derecha o margen 
sureste del Río, considerado como vía de comercio, desde un punto tres millas 
abajo de El Castillo hasta el mar. 
Nicaragua había de tener su estimado "sumo imperio" en todas las aguas de 
esa misma vía de comercio igualmente no interrumpida hasta el mar. Es de 
notarse que esta división implico también desde luego el señorío de Nicaragua 
sobre la margen izquierda o margen noreste del Río y el extremo de la tierra 
firme (Headland). 
Esta división establece la línea fronteriza a través  de ambos brazos, el 
Colorado y el Taura, dado el supuesto que, desde el punto cerca del Castillo, 
se siga la línea, Río abajo, en su margen derecha. 
La línea no puede seguir ni el uno ni el otro de dichos brazos, porque ninguno 
es vía de comercio, puesto que no tiene puerto en su boca. Ella ha de seguir el 
brazo que queda, llamado Lower (bajo) San Juan: pasar por la Bahía hasta 
entrar al mar. 
El término natural de esa línea es el extremo de la tierra firme (Headland) de la 
mano derecha de la boca de la bahía. 
 
 
  
Enseguida notemos el lenguaje descriptivo usado en el Tratado que dice donde 
debe comenzar la línea y como debe correr, prescindiendo por el momento del 
nombre propio aplicado al punto inicial. Ha de partir " en la Desembocadura del 
Río San Juan de Nicaragua, y continuara marcándose con la margen derecha 
del expresado Río hasta un punto distante del Castillo Viejo tres millas 
inglesas". Evidentemente éste lenguaje es cuidadosamente considerado y es 
categórico, solo hay un punto de partida posible para tal línea, y está en el 
extremo de la tierra firme (Headland) de la mano derecha de la Bahía. Por fin 
llegamos al nombre propio aplicado al punto de partida" la extremidad de Punta 
de Castilla", Este nombre "Punta de Castilla" no aparece en uno solo de todos 
los mapas originales de la Bahía de San Juan, que han sido producidos por 
una y otra parte, y que parecen incluyen todos los que han sido publicados 
antes y después del Tratado. Ese es un hecho significativo y su interpretación 
es obvia. Punta de Castilla debe haber sido y debe haber quedado siendo un 
punto de ninguna importancia política o comercial. De otro modo no habría sido 
posible que tan absolutamente se hubiera escapado el hacerlo notar o 
mencionar en los mapas. Esto se conforma enteramente con las peculiaridades 
de la tierra firme y extremo de ellas (Headland) de la derecha de la Bahía. Ella 
permanece hasta hoy desconocida y desocupada excepto por la choza de un 
pescador. 
Pero la identificación de la localidad esta puesta aun más fuera de duda por la 
mención incidental que se hizo en otro Artículo del mismo Tratado del nombre 
Punta de Castilla. 
En el Artículo 5o. conviene Costa Rica en permitir temporalmente a Nicaragua, 
el uso del lado costarricense del puerto, sin pago de derecho, y el nombre 
Punta de Castilla es de lleno aplicado a él. 
Así tenemos en congruencia la idea general del Convenio en el conjunto del 
Tratado, la descripción literal de la línea en detalle y la verificación del nombre 
aplicado al punto de partida por su mención incidental en otro pasaje del 
Tratado, y por el testimonio de todos los países antes y después del Tratado, 
uniforme sin excluir este nombre de todas las otras partes de la Bahía. Parece 
que lo antedicho será argumento suficiente sobre el asunto, pero se presentara 
todo él con mayor claridad mediante una ligera explicación de la geografía local 
y de una peculiaridad especial de esta Bahía de San Juan. 
El gran rasgo característico de la geografía local de esta bahía, desde las 
primeras noticias que de ella tenemos, ha sido la presencia de una isla en su 
salida, llamada en algunos mapas antiguos la Isla de San Juan. Era de tal 
importancia que fue mencionada en 1820 por dos autores distinguidos citados 
en la Réplica de Costa Rica al Alegato de Nicaragua (pág. 12), y es isla el día 
de hoy, y así aparece en el mapa que se acompaña a este Laudo. La 
peculiaridad de esta Bahía, que debe notarse es que el Río en estación seca 
 
 
  
anual arrastra muy poca agua. Cuando esto sucede, particularmente en los 
últimos años, se forman bancos de arena, secos en las mareas ordinarias, pero 
más o menos sumergidos y bañados por todas las altas mareas, llegando 
frecuentemente hasta las extremidades de tierra firme (Headland) adyacentes, 
de manera que un hombre puede cruzar a pie enjuto. Ahora bien, toda la 
reclamación de Costa Rica se basa en la suposición de que el día 15 de abril 
de 1858, fecha del Tratado, existía una conexión entre la isla y el extremo 
oriental de la tierra firme (EasterHeadland), y que se convirtió la isla en tierra 
firme, y llevo el punto inicial de la línea divisoria hasta la extremidad occidental 
de la isla. Contra esta reclamación hay por lo menos dos contestaciones, cada 
una de las cuales me parece concluyente. 
Primera 
No puede ser comprobado definitivamente el estado exacto de la barra en 
aquel día, lo cual parece necesario antes de sacar conclusiones importantes. 
Sin embargo como la fecha era cercana al fin de la estación seca, es lo más 
probable que hubo tal conexión por una barra de arena entre la isla y la costa 
Este o costarricense, como se ha descrito. Pero aun si eso fuera cierto, no 
habría razón para suponer tal conexión temporal pudiera causar un cambio 
permanente en el carácter geográfico y señorío político de la isla. 
El mismo principio a ser admitido, daría a Costa Rica todas las islas del Río, a 
las cuales bancos de arena se hubiesen extendido desde la margen 
costarricense del río, durante aquella estación seca. Pero en todo el Tratado, el 
río es tenido y refutado como una vía de comercio. Esto implica que ha de 
considerarse en su régimen medio de agua; en el cual estado, solamente es él 
navegable. Pero la consideración suprema en la materia es que por el uso del 
nombre Punta de Castilla para el punto de partida en el lugar de nombre Punta 
Arenas, los autores del Tratado tuvieron en la mira designar la tierra firme del 
este de la bahía, esto ha sido ya discutido, pero no se ha dado contestación 
directa al argumento de Costa Rica citando tres autores como aplicando el 
nombre de Punta de Castilla a la extremidad Oeste de la antes mencionada 
isla, el punto llamado invariablemente Punta Arenas por todos los marinos y 
otros oficiales topógrafos que en todo tiempo han levantado mapas de ella. 
Estos autores son L. Montufar, guatemalteco, en 1887; J.D. Gámez, 
nicaragüense, en 1889; y E. G. Squier, americano, fecha no dada exactamente, 
pero posterior al Tratado. Aun de éstos, los dos últimos olo una vez cada uno 
usaron el nombre de Punta de Castilla, y esto simplemente como alternativo de 
Punta Arenas. Contra esta serie de autoridades tenemos, primero un sin 
número de otros escritores claramente mucho más dignos de fe; segundo, los 
autores originales de todos los mapas, como se ha dicho antes; y tercero' los 
redactores del Tratado mismo por su uso Punta de Castilla en el Artículo 5ª. 
 
 
  
Debe tenerse presente que por algunos años antes de la celebración de este 
Tratado, Punta Arenas había sido con mucho el más importante y conspicuo 
punto de la Bahía. En él estuvieron localizados los muelles, talleres y oficinas 
etc...de la gran Compañía de transito de Vanderbilt que mantuvo la línea 
directa de Nueva York a san Francisco, durante la fiebre de oro de los primeros 
años después de 1850.  
Aquí los vapores del Océano y de Río se encontraban y cambiaban pasajeros y 
carga. este fue el punto que Walker y los filibusteros trataron de dominar. La 
pequeña población de San Juan para nada figuraba en comparación, y sería 
sin duda fácil reunir por centenares de referencias a este punto como Punta 
Arenas por oficiales navales y diplomáticos de todas las principales naciones, 
por distinguidos residentes y oficiales, y por ingenieros y topógrafos, ocupados 
en invertir constantemente el problema del canal y teniendo todos 
conocimientos personal de la localidad. 
En vista de todas estas circunstancias, el celo de cada parte definió en el 
Tratado lo que cedió y lo que se reservo, la prominencia e importancia de la 
localidad, el común acuerdo de todos los mapas originales en el nombre, y su 
notoriedad universal, hallo imposible concebir que Nicaragua hubiera 
concedido este extenso é importante territorio a Costa Rica, y que el 
representante de la ultima hubiese dejado de hacer aparecer el nombre de 
Punta Arenas en alguna parte del Tratado. 
Y por razones tan análogas, que es innecesario repetirlas, es también 
imposible concebir que Costa Rica hubiese aceptado el Taura como su frontera 
y que el Representante de Nicaragua hubiera dejado de hacer aparecer en 
absoluto en alguna parte del Tratado el nombre Taura. Habiendo, pues 
designado de un modo general la tierra firme al Este de Harbour Head como el 
lugar del punto de partida de la línea divisoria, es menester ahora especificarlo 
más minuciosamente a fin de que dicha línea pueda ser localizada de un modo 
permanente. La exacta localización del punto inicial está dada en el Laudo del 
Presidente Cleveland como la extremidad de Punta de Castilla en la boca del 
Río San Juan de Nicaragua, como existían la una y la otra el 15 de Abril de 
1858. 
Un estudio cuidadoso de todos los mapas disponibles y comparaciones entre 
aquellos, hechos antes del Tratado y los de fecha reciente, ejecutados por los 
Cuerpos de Ingeniería y oficiales de la Compañía del Canal, y uno del día, 
hecho por ustedes para acompañar este Laudo, ponen muy claro un hecho. 
El lugar exacto, que fue la extremidad de la tierra firme (Headland) de Punta de 
Castilla el 15 de abril de 1858, ha sido hace mucho tiempo cubierto por el mar 
Caribe, y no hay en los mapas antiguos conformidad suficiente en cuanto a la 
línea de la orilla del mar, que permita decir con alguna certeza la distancia 
 
 
  
exacta o dirección de él respecto al extremo de la tierra firme actual 
(Headland). Estaba por allí en dirección Noreste y probablemente entre 
seiscientos y mil seiscientos (1,600) pies de distancia, pero no puede ser ahora 
fijado con certeza. en tales circunstancias se cumplen mejor las disposiciones 
del Tratado y del Laudo del Presidente Cleveland, adoptando lo que es 
realmente el extremo de la tierra firme (Headland) de hoy, o sea la extremidad 
Noreste de lo que parece ser la tierra firme en el lado oriental de la margen de 
Harbourt Head. De conformidad con esto, he hecho personal inspección de 
este terreno, y declaro que la línea inicial de la frontera, corre como sigue, a 
saber: Su dirección será recta Noreste y Sureste a través del banco de arena 
desde el Mar Caribe hasta tocar en las aguas de la Laguna de Harbourt Head. 
Ella pasara en su punto más próximo distante 300 pies, trescientos pies, del 
lado Noroeste de la cabaña que actualmente se halla en esa vecindad. Al llegar 
a las aguas de la Laguna Harbourt Head la línea divisoria dará vuelta a la 
izquierda o se hacia el Sureste y continuara marcándose con la orilla del agua 
alrededor del Harbourt hasta llegar al Río propio por el primer caño que 
encuentre. Subiendo este caño, y subiendo el Río propio la línea continuara 
ascendiendo como está dispuesto en el Tratado. 
Soy señores, muy respetuosamente de Uds. obediente servidor, (f) E. P. 
ALEXANDER. 
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ANEXO N° 4: LAUDO ALEXANDER No. 2 
San Juan del Norte, Diciembre 20 de 1897. 
A las Comisiones de Límites de Nicaragua y Costa Rica. 
Señores: 
En cumplimiento otra vez de mis deberes como Ingeniero Arbitro entre los dos 
honorables Cuerpos de Ustedes, he sido llamado para decidir la cuestión 
sometida a mí en el Acta del 7 del presente mes, como se manifiesta en el 
siguiente párrafo del libro de sesiones, a saber: "Propuso la Comisión 
costarricense que se proceda a medir la línea que continua desde el punto 
inicial y sigue por la margen de Harbor Head y después por la del caño más 
próximo hasta encontrar el propio Río San Juan, siguiendo la de éste hasta el 
punto que diste tres millas abajo del Castillo Viejo; que se levante el plano de 
dicha línea y que se incorpore todo en las Actas día por día en las sesiones. La 
de Nicaragua manifestó que el trabajo de la medida y levantamiento del plano 
en esa parte de la línea no tiene valor ni objeto útil, porque según el Tratado y 
el Laudo del general E.P. Alexander, el limite divisorio lo forma la margen 
derecha del Harbor y del Río, y que siendo así, es variable y no línea fija; y por 
tanto el plano y los datos que se obtengan no corresponderán nunca a la 
verdadera línea divisoria. en tal estado determinan ambas Comisiones oír la 
decisión del señor Arbitro sobre éste punto, a cuyo fin le presentaran sus 
respectivos fundamentos dentro del término de ocho días. 
Han sido recibidos y debidamente considerados los referidos argumentos de 
cada parte. Debe de hacerse notar para una clara inteligencia de la cuestión 
propuesta que, en la parte baja de su curso el Río de San Juan corre a través 
de un delta llano y arenoso, y que son evidentemente posibles no solamente 
acrecimientos o disminuciones graduales en sus márgenes, sino cambios 
enteros de sus caños. estos cambios pueden ser más o menos rápidos y 
repentinos por causas no siempre aparentes, y aun sin la concurrencia de 
factores especiales tales como terremotos o grandes tempestades. Son 
abundantes los ejemplos de caños anteriores ahora abandonados, y de 
márgenes que están cambiando hoy día por graduales acrecimientos o 
disminuciones. 
La línea divisoria de hoy debe ser necesariamente afectada en lo futuro, más o 
menos, por todos estos cambios graduales o repentinos. Pero el efecto en cada 
caso puede ser determinado solamente por las circunstancias del mismo caso, 
como él acontezca según los principios de las leyes internacionales que 
puedan ser aplicables, La medida y demarcación propuesta de la línea divisoria 
 
 
  
no producirá ningún efecto sobre la aplicación de dichos principios. el hecho de 
que ella haya sido medida y demarcada no aumentara o disminuirá cualquiera 
estabilidad legal que ella pudiera tener como si no hubiera sido medida ni 
demarcada. el solo efecto que se obtiene de la medida y demarcación que es el 
carácter y extensión de los cambios futuros pueden ser más fácil y 
definitivamente determinados. No se puede negar que hay una cierta ventaja 
contingente en esta futura capacidad de encontrar siempre la línea primitiva. 
Pero bien puede existir una diferencia de opinión sobre cuánto tiempo y gastos 
actuales deben de invertirse para obtener esa ventaja contingente. Esta es la 
diferencia que existe ahora entre las dos Comisiones. Costa Rica desea tener 
esa facilidad futura. Nicaragua considera que el benéfico contingente no vale el 
costo actual. Para decidir cuál de estas opiniones debe prevalecer, me debo a 
tener a la letra y al espíritu del Tratado de 1858, si hay en cualquiera de ellos lo 
que es aplicable a la cuestión. Yo encuentro ambas cosa en el Artículo 3ª. El 
Artículo 2ª describe toda la línea divisoria desde el Mar Caribe hasta el 
Pacifico, el Artículo 3ª sigue así: Se practicaran las medidas correspondientes a 
esta línea divisoria en todo o en parte por Comisionados de los Gobiernos, 
poniéndose éstos de acuerdo para señalar el tiempo en que haya de verificarse 
la operación. Dichos Comisionados tendrán la facultad de desviarse un tanto de 
la curva alrededor del Castillo, de la paralela a las márgenes del Río y el Lago 
o de la recta astronómica entre Sapoa y Salinas, en caso que en ello puedan 
acordarse para buscar mojones naturales. 
Todo este Artículo est0 dedicado a prescribir la exactitud con quien los 
comisionados deberán ejecutar la obra. El permite apartarse de la exactitud si 
por eso es posible encontrar mojones naturales. Pero la condición 
expresamente estipulada en el último caso y claramente comprendida también 
por el primero, es que ambas Comisiones estén de acuerdo. de otro modo la 
línea debe medirse en el todo y con toda la exactitud prácticamente realizable 
como esta descrita en el Artículo 2ª. Claramente, pues, la consecuencia de 
cualquier desavenencia sobre la cuestión de más o menos exactitud en la 
medida, ha de ser que prevalezca la opinión de la parte que desea hacerla más 
perfecta. Yo por consiguiente anuncio como mi Laudo en esta materia que las 
dos Camisones procedieron enseguida a la medida de la línea desde el Punto 
tres millas abajo del Castillo Viejo, como se propuso por Costa Rica. 
Soy señores, muy respetuosamente de Uds. obediente servidor 
(f) E.P. Alexander, Ingeniero Arbitro. 
 
 
 
 
 
  
 
ANEXO N° 5: LAUDO ALEXANDER No. 3 
San Juan del Norte, 22 de Marzo de 1898, 
A la Comisión de Límites de Nicaragua y Costa Rica 
Señores: 
Al manifestar las razones que obraron en mi para emitir mi Laudo No. 2, me 
referí brevemente al hecho de que, según los preceptos bien conocidos del 
Derecho Internacional, la exacta localización de la línea divisoria, que ahora 
define esta Comisión, sobre la margen derecha del Río San Juan, puede ser 
alterada en lo futuro por los cambios posibles en las márgenes o canales del 
Río. 
Me suplica ahora el Comisionado nicaragüense, que en la actualidad funciona 
en su cargo, que compete este Laudo con una declaración más exacta del 
carácter legal y permanente, o estabilidad de esta línea, como ahora se está 
definiendo y midiendo día a día. 
Se me pide que prácticamente declare que esta línea mantendrá su carácter 
como la exacta línea divisoria, solamente mientras las aguas del Río, 
mantengan su nivel actual; y que la línea divisoria en cualquiera día futuro será 
determinada por la altura del agua en ese día. El argumento emitido para 
sostener esta proposición, es como sigue: "No creo necesario hacer aquí una 
disertación minuciosa acerca de la significación del cauce o lecho de un Río; 
que es toda la zona de territorio por donde corre el agua en mayor o menor 
volumen; pero si recordaré la doctrina de los expositores del Derecho de 
Gentes, la cual esta reasumida por Don Carlos Calvo en su obra "Le Droit 
International Theorique et Practique" Libro IV, párrafo 295, página 385, con 
estas palabras: "Las fronteras marcadas por las corrientes de agua están 
sujetas a variar, cuando el lecho de ellas recibe cambios"... 
Y hago presente que coinciden con esta doctrina los códigos modernos, al 
disponer que el terreno que cubre y descubre un río o un lago periódicamente, 
no acceda el terreno vecino, porque es el lecho de las aguas. 
Así se ven en el Código Civil hondureño, en esos términos: El suelo que el 
agua ocupa y desocupa alternativamente en sus creces y bajas periódicas, no 
accede mientras tanto, a las heredadas contiguas ( Artículo 728). 
Es pues, cosa evidente, que la línea matemática obtenida y la que siga 
obteniendo en la forma referida, servirá para la ilustración y referencia más o 
menos útil, pero no para tenerla como exacta expresión del límite divisorio, que 
es y será siempre, la margen derecha del Río en la forma en que se encuentre 
en cualquier momento dado. 
 
 
  
Este argumento del Comisionado, considerado en relación con la solicitud que 
contiene sin oficio, como se menciona arriba, indica un concepto equivocado, 
que importa corregir. es estrictamente cierto que la margen derecha del Río en 
cualquier forma puede estar fijara siempre la línea divisoria; pero el 
Comisionado evidentemente concibe falsamente que la localización legal de la 
línea que define la margen de un Río, variaría con la altura de las aguas del 
Río. En verdad, la palabra margen con frecuencia se aplica, en conversación, 
vagamente, al primer terreno seco que se levanta sobre el agua; pero la 
impropiedad de tal uso, viene ase aparente, si nosotros consideramos las casa 
por donde los Ríos inundan sus márgenes, por muchas millas, o donde sus 
lechos se secan totalmente. Tal uso indefinido de la palabra, no es lícito en la 
interpretación de un Tratado, que defina una línea divisoria. El objeto de todo 
límite es asegurar la paz, evitando los conflictos de jurisdicción. Para llenar esto 
debe poseer toda la estabilidad posible. Claramente sería este estado de cosas 
una situación intolerable para los residentes y para los dueños de propiedades 
cerca de los límites de los dos países, si la línea que determina a qué país 
debe su obediencia y tasas y cuyas leyes rigen todos sus asuntos, pudieran 
alternativamente estar en vigor o no porque tal línea sería creada para producir 
disturbios, en lugar de evitarlos. No es necesario ilustrar las dificultades que 
surgirían, por ejemplo, si ciertas tierras y bosques y sus dueños y residentes, o 
gente empleada, en cualquiera manera en ellas, fueran intimadas a ser 
costarricenses en tiempo seco y nicaragüenses en tiempo de lluvias, y 
alternativamente el uno y el otro, en los tiempos intermedios. Pero 
exactamente, tales dificultades serían inevitables sí la línea divisoria entre dos 
países fuera el cambio diario de la margen donde se levanta primero la tierra 
seca sobre el agua al lado de Costa Rica. Porque, en la estación de lluvias, las 
aguas del río inundan la tierra por muchas millas en ciertas localidades. 
Es por estas razones que los escritores sobre Derecho Internacional mantienen 
expresamente que las inundaciones temporales no dan título a las tierras 
inundas. Esa es la verdadera inteligencia de la cita hecha por el Comisionado 
nicaragüense, del Código de Honduras. 
Aplicado en este caso, es como si se leyera así: "el terreno (de Costa Rica) que 
las aguas (de Nicaragua) alternativamente ocupan y desocupan, en su período 
de crecientes y variantes (de Nicaragua). En comprobación de esta regla, si el 
tiempo me permitiera traer ejemplos podría citar un gran número de casos de 
los Estados Unidos, en donde hay muchos procesos de los Estados separados 
por ríos, siendo una de las márgenes y no el hilo de la corriente, su límite 
divisorio. Con uno de los tales casos estoy familiarizado personalmente, en 
donde la margen izquierda del Río Savanah constituye la línea divisoria entre 
Georgia, en el lado derecho, y la Carolina del Sur en el izquierdo. En tiempos 
de crecientes el río cubre millas del territorio de la Carolina del Sur; pero esta 
circunstancia lleva el poder o jurisdicción de Georgia más allá del límite que 
antes tenía, marcado por las aguas bajas ordinarias. Al hacerlo así, no daría 
 
 
  
ventaja ninguna a Georgia; y sería un gran inconveniente para la carolina del 
Sur. Ni puedo creer que exista, en el mundo, un ejemplo de tal límite movible. 
Claramente, pues, donde quiera un tratado designe que la margen de un río 
será tomado como un límite, lo que será entendido, no es la orilla temporal de 
tierra firme, descubierta en estados extraordinarios de las aguas altas y bajas, 
sino la margen en el estado ordinario de las aguas. Y cuando sea una vez 
definida por convenio vendrá a ser permanente, como la superficie del suelo, 
en donde ella corre, si la margen se retira, retrocede; o si la margen aumenta 
hacia la corriente, avanza. Las llenas y vaciantes periódicas de las aguas, no la 
afectan. Y esto es enteramente de acuerdo con el precepto de Don Carlos 
Calvo, citado por el comisionado nicaragüense. "Las fronteras marcadas por 
corrientes de agua están sujetas a variar, cuando sus lechos reciben cambios". 
En otras palabras es el lecho el que gobierna y no el nivel de agua en él, sobre 
él o bajo él. Respecto a los cambios futuros posibles del lecho o de las 
márgenes y sus efectos, sería vano querer discutirlos todos y también sería 
extraviado discutir alguno cualquiera que pudiera ocurrir. No es la función de 
esta Comisión dar reglas para las contingencias futuras, sino definir y marcar el 
límite en el día presente. 
Para reasumir, pues brevemente y para la inteligencia clara de toda la materia 
y también en conformidad con los principios enunciados en mi primer Laudo, 
que, en la interpretación practica de Tratado de 1858, el Río San Juan debe ser 
considerado como un río navegable, yo por consiguiente declaro ser la exacta 
línea de división entre la jurisdicción de los dos países, el borde de las aguas 
sobre la margen derecha, cuando el río se halla en su estado ordinario, 
navegable por las embarcaciones y botes de uso general. 
En este estado toda porción de las aguas del río esta en jurisdicción de 
Nicaragua. Toda porción de la tierra de la margen derecha está en jurisdicción 
de Costa Rica. La medida y localización hecha ahora por las partes en el 
campo día por día, determina puntos sobre esta línea a convenientes 
intervalos, pero la línea divisoria entre estos puntos no corre por línea recta, 
sino por el borde de las aguas en el estado navegable como arriba se dijo, 
marcando así una línea curva de irregularidades innumerables que son de 
pequeño valor y que exigirían un gran gasto para trazarse minuciosamente. 
Las variaciones del nivel del agua, no alteraran la localización de la línea 
divisoria, pero los cambios de los márgenes o de los canales del río, la 
alteraran como puede ser determinado por los preceptos de las leyes 
internacionales, aplicables a cada caso, según ellos acontezcan. 
 
 
 
 
  
ANEXO N°6: LAUDO ALEXANDER No. 4 
San Juan del Norte, Julio 26 de 1899 
A las Comisiones de Nicaragua y Costa Rica 
Señores: 
He sido llamado como árbitro para decidir sobre cualquiera dificultad que pueda 
surgir entre las dos Comisiones, al trazar y marcar la línea divisoria entre la 
Repúblicas que ustedes representan, y como tal, tengo que decidir la siguiente 
cuestión. 
Que nivel de las aguas debe tomarse para determinar la línea de la playa del 
Lago de Nicaragua, paralela a la cual y dos millas distantes de ella, debe 
trazarse la línea divisoria desde cerca del Río San Juan hasta Sapoa. 
Facilitaría la discusión, definir antes los principales niveles a los cuales se 
tendrá con frecuencia que referir bajo la influencia de la estación lluviosa, cuya 
duración es de siete meses, y de la seca que dura cinco, poco más o menos, y 
el nivel del Lago de Nicaragua se encuentra en constante fluctuación. Vamos a 
discutir cinco estados diferentes, a los que nos referiremos cuando sea 
necesario, por sus respectivas iniciales. 
# 1ª Altura máxima del agua: nivel alcanzado solamente en años de un 
máximum de lluvias o por condiciones excepcionales. 
# 2ª Promedio de las aguas altas: el promedio del alto nivel, alcanzado en años 
regulares. 
# 3ª Promedio de las aguas bajas: el promedio del bajo nivel, de los años 
regulares. 
# 4ª Menguante máxima del agua: el más bajo nivel alcanzado en años de 
mínimum de lluvia o por otras condiciones excepcionales. 
# 5ª Estado medio del agua: a sea el promedio entre el promedio de las aguas 
altas y el promedio de las aguas bajas. 
La tesis que me ha sido presentada por parte de Nicaragua, reclama que el 
nivel que debe adoptarse en este caso, debe ser el primero mencionado: altura 
máxima del agua. Pretende que esta línea y que solamente esta línea es el 
verdadero límite de lo que ella llama el "lecho del Lago" 
Costa Rica reclama, se adopte el tercer nivel: promedio de las aguas bajas. 
Esto pretende fundándose principalmente en dos razones. 
Primera: Consta, por un gran número de decisiones legales, en que muchos 
Estados, todas la líneas divisorias, demarcadas por agua, tienen como punto 
de partida, invariablemente, el promedio de las aguas bajas, o la menguante 
máxima. 
 
 
  
Segunda: Se alega que, en caso de duda, costa Rica tiene derecho a ser 
beneficiada puesto que cede territorio que geográficamente le pertenece. 
Comenzaré con el primer argumento de Costa Rica, 
La equidad de adoptar la línea de las aguas bajas en los casos de líneas 
divisorias demarcadas por agua, esta ya admitida, aun cuando están opiniones 
contrarias. 
Entre todas las tierras permanentes y las aguas permanentes, ordinariamente 
se encuentra una faja de tierra, algunas veces seca y otras sumergidas. La 
llamaremos, para abreviar semisumergida. Su valor, para los usos ordinarios, 
es muy inferior, por la posibilidad de inundaciones; pero como adjunto de la 
tierra firme, posee, a menudo gran Valor. 
Si el dueño de la tierra firme puede continuar sus cercas a través de la 
superficie semisumergida, evita con esto cercar toda la parte que queda frente 
al agua. 
Puede también utilizar, para empresas agrícolas, durante la estación seca, la 
parte semisumergida. 
Estas dos ventajas serían perdidas e inutilizadas, si la propiedad se confiriera 
al propietario del agua. Por consiguiente, la equidad siempre y la ley, 
generalmente, la confieren al dueño de la tierra firme. 
He reconocido y seguido este principio en mi Laudo N0.3, donde he sostenido 
que la línea divisoria, en la margen derecha del Río San Juan, abajo del 
Castillo, sigue el más bajo nivel del agua, en estado navegable del Río, Y si 
ahora, la línea de la Playa del Lago fuese ella misma, la línea divisoria de 
Costa Rica, no vacilaría en declarar, que la tierra semisumergida pertenece a la 
tierra firme, y llevaría sus líneas por lo menos, hasta la línea promedio de las 
aguas bajas. 
Pero, este no es el caso de una línea divisoria, demarcada por agua, ni es del 
todo semejante, o adaptable a uno; porque ninguno de los casos de equidad 
mencionados arriba, tiene aquí ninguna aplicación. Este es un caso raro y 
singular, sin precedentes, a mi conocimiento. 
Se disputa una línea de agua, pero no como línea divisoria, es solamente como 
medio para encontrar puntos de partida, desde donde se mida cierta porción de 
territorio. 
Claramente se ve que este caso es único y debe regirse estrictamente por el 
espíritu del documento que le dio origen. Este Tratado de 1858, cuyos términos 
son como sigue: "De allí, se continuara en dirección del río Sapoa que desagua 
en el Lago de Nicaragua, siguiendo un curso que diste siempre dos millas de la 
margen derecha del río san Juan, con sus circunvoluciones, hasta su origen en 
 
 
  
el Lago, y de la margen derecha del propio Lago hasta el expresado río de 
Sapoa, en donde terminara esta línea paralela a dichas riberas". 
Los principios sobre la interpretación de la letra y espíritu del los tratados están 
bien discutidos por Costa Rica, con muchas citas de autores eminentes: "Todos 
concuerdan en que deben tomarse, tanto como sea posible, en su primera y 
más simple acepción" "en su natural y obvio sentido" "según el uso general de 
las mismas palabras" "en el sentido natural y razonable de los términos" "en el 
sentido usual y no en ninguna acepción extraordinaria o no usada". 
Debemos suponer que el lenguaje del Tratado arriba mencionado sugirió a sus 
autores alguna descripción muy concisa del Lago con sus márgenes y de la 
faja territorio de dos millas. Evidentemente, todo les pareció tan simple y obvio 
que no era necesario más palabras. Tratemos de evocar primero, las 
descripciones del Lago en sus diferentes niveles, y ver cuál de ellas parece la 
más natural, obvia y razonable. Basta imaginarse el Lago en los extremos de 
su alto y bajo nivel, para desechar, en mi concepto a ambas. Las dos me 
parecen condiciones nada naturales, y creo que, si se hubiera intentado hacer 
cualquiera de las dos, se habrían tenido que añadir detalles. además, Que es el 
promedio de las aguas bajas la primera más obvia y natural imagen que 
sugiere la expresión "La margen del Lago?". Decididamente no estoy de 
acuerdo con eso. Durante cerca de once meses del año esta línea está 
sumergida invisiblemente e inaccesible. Parece más bien una línea técnica que 
una línea natural. La idea de una margen es de agua limitada por tierra seca y 
arboledas. a mi entender, la idea natural, simple y obvia de la margen de un 
lago, en estas latitudes, la representa solamente la línea promedio de aguas 
altas. No es sino aquí que podremos encontrar permanentemente tierra seca 
cada día de un año ordinario. Aquí un observador, durante cada período anual 
de las estaciones ordinarias, vería avanzar el agua a sus pies y de allí volverse, 
como si algún poder hubieses trazado la línea y dicho a las aguas: "hasta aquí 
llegaras, pero no más allá". Aquí la lucha entre la selva y la vegetación acuática 
comienza a cambiar el aspecto del paisaje. Aquí las líneas de tierra movediza y 
el vaivén de las olas, naturalmente sugiere los límites del "lecho del Lago". 
Un nivel del Lago, queda por discutir; el nivel medio o el promedio de todas las 
aguas. En otra latitud, donde la lluvia se distribuye con más uniformidad 
durante todo el año, el promedio de las líneas de aguas altas y aguas bajas, 
con todos sus respectivos caracteres, se aproximarían tendiendo a confundirse 
en la línea de las aguas medias. Pero, donde existen las estaciones lluviosas y 
secas, como en el presente caso, la línea de las aguas medias carece de los 
caracteres más obvios y está sumergida por muchos meses del año. Es 
puramente una línea técnica y no una línea natural; y no se comprendería sino 
fuera expresamente indicada. Como argumento contra la pretensión de 
Nicaragua, de obtener la línea de altura máxima de las aguas, Costa Rica hace 
valer la costumbre general de los geógrafos y hombres de la ciencia en el 
 
 
  
trazado ordinario de mapas topográficos, quienes nunca adoptan las líneas 
extremas de desborde para las líneas de contorno de los lagos. 
Este argumento de la costumbre general es de gran peso; pero se aplica 
igualmente contra Costa Rica en su pretensión de adoptar la línea del promedio 
de aguas bajas. en cualquier parte, que existan estaciones lluviosas y secas, la 
costumbre general considera el promedio de las aguas altas, como el estado 
normal, entendiéndose esto siempre que no se haya expresado otro nivel, y su 
línea se considera como límite del Lago en todos los mapas topográficos 
corrientes del mismo. 
Dos citas, tomadas del informe del Comandante Lull, en sus estudios de 
medida sobre el Canal de Nicaragua, ilustraron la cuestión (Report Sec. Navy, 
1873, pag 187). "En una medida hecha por John Baily, muchos años hace, este 
caballero declaro haber encontrado un paso con solamente 56 pies sobre el 
nivel del Lago, pero la mayor parte de sus afirmaciones están completamente 
en desacuerdo. Por ejemplo, afirma que el Lago de Nicaragua, se encuentra a 
121 pies sobre la marea media del Pacífico, mientras que la verdadera 
diferencia de nivel, no es sino de 107 pies". (Ibíd. pag 199). 
"La superficie del Lago de Nicaragua está a 107 pies sobre la marea media de 
ambos mares". De la comparación de este nivel con los niveles encontrados en 
otras medidas, resulta claro que este trazado es el que Lull considera como 
altura media de las aguas, como lo demuestra su línea de niveles. 
De cada una de las consideraciones que hago del lago, me encuentro 
impulsado a afirmar que la línea de la playa del Lago, considerada en el 
Tratado, es la línea promedio de las aguas altas. y colocado desde el punto de 
vista de la faja de tierra de dos millas de ancho de territorio, llego siempre a la 
misma conclusión. 
El Tratado no nos da idea de cómo debe de interpretarse el objeto de ésta 
concesión y no tenemos que adoptar ninguna, ya sea política o comercial. 
Tenemos solamente que llenar las dos condiciones establecidas en el Tratado 
con respecto a la faja de tierra, bajo todas las condiciones ordinarias debe ser 
de tierra y de dos millas de ancho, lo cual no sucedería si adoptásemos la línea 
del promedio de aguas bajas o la del promedio de las aguas. En el primer caso, 
la faja de tierra sería demasiado estrecha durante once meses, poco más o 
menos, en el último, durante cinco meses, de un año ordinario. 
Por lo tanto, sin ninguna duda, yo me persuado de que la línea del promedio de 
las aguas altas, determina la Playa de Lago, y ahora resta solamente designar 
cual es ese nivel y como se debe encontrar. 
Varios estudios, de la propuesta ruta para el Canal de Nicaragua, además del 
arriba citado del Comandante Lull, han sido hechos en los últimos cincuenta 
años. Cada uno ha encontrado un cierto promedio del nivel alto del Lago y 
 
 
  
parece una solución sencilla de tomar un promedio de estas. Pero como cada 
uno adopto una marca particular en el Océano y trazo su propia línea de 
niveles al Lago, no tengo posibilidad de refundir sus planos en uno común. Me 
parece, por consiguiente, preferible adoptar aquel plano que es a la vez el 
último y el más completo, por haber podido aprovechar de todas las 
investigaciones de todos sus predecesores y cuyas marcas fijas en el Lago son 
conocidas y a las cuales se puede uno referir. Este es el tazado, todavía en 
ejecución, bajo la dirección de la Comisión Americana del Canal. Sus 
resultados no se han publicado todavía, pero debido a la amabilidad del 
almirante J. G. Waker, Presidente de la Comisión, él me los ha suministrado en 
carta fecha Julio 10 de 1899 y de la cual extracto lo siguiente: "En contestación 
cablegrafío a U. hoy, como sigue: Alexander GReytown- "seis". 
El seis significa, según su carta, ciento seis (106.0) como promedio del nivel 
alto del Lago. Esta elevación de 106.0 es, a nuestro mejor conocimiento (Mr. 
Davis, nuestro hidrógrafo) el promedio de las aguas altas para cierto número de 
años. El más alto nivel del Lago en 1898 fue de 106.7 el último de noviembre. 
La elevación de nuestra marca fija en el extremo de la caldera que esta hacia el 
Lago en San Carlos, es de 109.37" 
Les entregaré una copia completa de ésta carta y además unas copias azules 
del mapa hecho por la Comisión de la parte Sur del Lago, lo cual facilitaría a 
Uds. su trabajo. 
Como esta Comisión es la más grande autoridad en la materia, adopto 
completamente los resultados de sus estudios y anuncio mi Laudo como sigue: 
La línea de la playa del Lago de Nicaragua, al nivel de ciento seis pies, según 
las marcas fijas de la Comisión Americana del canal, debe ser tomada como la 
margen de dicho Lago, a que se refiere el Tratado de 1858. 
Soy, señores, muy respetuosamente. De Uds. obediente servidor. 
(f) E.P. Alexander, 
Ingeniero Árbitro. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO N°7: LAUDO ALEXANDER No. 5 
Nueva York, Marzo 10 de 1900 
A las comisiones de Límites de Costa Rica y Nicaragua. 
Señores: 
En el cumplimiento de mis deberes como árbitro en cualesquiera discusión que 
pudieran surgir en el trabajo de trazar y amojonar la línea divisoria entre los 
países de Uds. representan, la Comisión de Nicaragua, me solicito en el mes 
de Octubre pasado, declararse que pronto en la Bahía de Salinas, debía 
tomarse como centro al trazar la última línea de la frontera, desde el lugar 
donde ésta línea coincide con el Río Sapoa, hasta que termina en la bahía. el 
trabajo de campo, en ese tiempo, estaba cerca de San Carlos, y faltaban aun 
algunos meses para que hubiese tiempo de presentar los alegatos respectivos 
y evitar así atrasos una vez que el trabajo llegase a aquel punto. 
La Comisión de Nicaragua acompañada a su petición para que fijase el punto 
céntrico de la bahía, una exposición de sus ideas en este asunto, y algunos 
extractos de las actas de una Comisión Mixta anterior, que considero este 
asunto en 1890, y estuvo próxima a un arreglo amistoso, pero se disolvió 
finalmente sin resultado decisivo. 
Esta exposición de la Comisión de Nicaragua fue inmediatamente transmitida a 
la Comisión de Costa Rica, a la que se invito a contestar del modo que cReyera 
conveniente. 
Ambas Comisiones fueron también informadas de que, como parecía posible 
un convenio amistoso, demoraría mi Laudo en este asunto, mientras tal 
posibilidad existiese, y pedí que de tiempo en tiempo se me informara de los 
trabajos. 
Aun no ha llegado a efectuarse tal convenio. La Comisión de Costa Rica, 
tampoco ha sometido sus argumentos en contestación a la exposición de 
Nicaragua antes referida. 
Entre tanto el trabajo de las Comisiones llegara al Río Sapoa y tendrán que 
suspenderlo hasta que sea determinado el punto céntrico de la Bahía de 
Salinas para poder fijar la ultima dirección de la línea divisoria. 
Para evitar esta demora y los gastos consiguientes a ambos Gobiernos, no 
puedo suspender mi Laudo en este asunto por más tiempo. Pero es propio 
agregar a este respecto que mi Laudo no tiene fuerza, para impedir que se 
llegue todavía a un arreglo amistoso. 
Las Comisiones tienen la facultad por el Tratado de 1858, "para desviarse de la 
recta astronómica entre Sapoa y Salinas, caso que en ello puedan acordarse 
para buscar mojones naturales". 
 
 
  
Esta facultad no está en manera alguna restringida o limitada por mi Laudo, 
que solamente determina hacia donde debe dirigirse una línea astronómica. 
Habiendo, por tanto, considerado debidamente toda la materia, enuncio mi 
Laudo, por consiguiente, como sigue: 
"Las partes del Tratado de 1858, que se refieren a este asunto, son estas: 
Del Artículo II. "Del punto en que ella (la línea divisoria paralela a la ribera del 
Lago coincide con el Río Sapoa, el que por lo dicho, debe distar dos millas del 
Lago, una recta astronómica se trazara hasta el punto céntrico de la Bahía de 
Salinas, en el mar del Sur, donde quedara terminada la demarcación del 
territorio de las dos Repúblicas contratantes". 
Del Artículo IV. "La Bahía de San Juan del Norte, así como la de salinas, serán 
comunes a ambas Repúblicas, y por consiguiente lo serán sus ventajas y la 
obligación de concurrir a su defensa". La interpretación de este Tratado, en 
todos sus puntos dudosos, fue sometida al presidente Cleveland, en 1888, y su 
Laudo a este respecto está claramente expresado en los siguientes términos: 
"2. El punto céntrico de La Bahía de Salinas ha de fijarse trazando una línea 
recta que cierre la boca de Bahía, y determinando matemáticamente el centro 
de la figura geométrica que resulte circunscrita por dicha línea recta y la orilla 
de la Bahía en la baja marea". 
"3. Debe de entenderse por punto céntrico de la Bahía de salinas, el centro de 
la figura geométrica formada como queda dicho". 
"El límite de la Bahía hacia el Océano es una línea recta tirada desde la 
extremidad de Punta Arranca Barba, yendo casi directamente hacia el Sur 
verdadero hasta la parte más Occidental de la tierra inmediata a Punta Zacate". 
En el alegato presentado por la Comisión de Nicaragua se arguye que el 
verdadero límite de la bahía debe ser una línea entre Punta zacate y Punta 
mala. Esta sería de una a dos millas adentro de la línea fijada en el Laudo del 
Presidente Cleveland. Es innecesario discutir el valor de este argumento. 
Por el Tratado Matus - Pacheco, hecho en San salvador el 27 de Marzo de 
1896, dicho Laudo fue adoptado como la ley para esta Comisión. 
El Primer Artículo de este Tratado dice así: "Los Gobiernos contratantes se 
obligan a nombrar cada uno una Comisión compuesta de dos ingenieros o 
agrimensores, con el objeto de trazar y amojonar debidamente la línea divisoria 
entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, según lo establece el Tratado 
de 15 de abril de 1858, y el Laudo Arbitral del señor Presidente de los Estados 
Unidos de Norte América, Mr. Grover Cleveland". 
 
 
  
Los poderes para arbitrar que me son conferidos en el Artículo segundo de este 
Tratado para decidir cualquiera clase de dificultades que surjan, claro es que 
deben ser ejercitados solamente dentro de los límites expresados en el Artículo 
primero. Donde el significado del laudo del Presidente Cleveland no está 
dudoso, no tengo autoridad para pasarlo desapercibido. 
Respecto al tratado no completo y los convenios parciales de 1890, todos ellos 
fueron anulados por este tratado de de 1896. Puede notarse que el territorio 
que le tocaría a Nicaragua con la adopción de la amigable propuesta de la línea 
de Punta Zacate a Punta Mala, como límite de la bahía, sería de unos tres 
cuartos de milla de la costa. 
Se sostiene además en el alegato de Nicaragua, que la línea del Sapoa al 
centro de la Bahía, pierde su carácter de divisoria o fronteriza al dejar la costa y 
entrar en las aguas de la Bahía. Esto, en verdad, parece deducirse del Artículo 
IV del Tratado de 1858, antes citado, que declara comunes las aguas de la 
Bahía, y del hecho que la línea termina en el centro de la Bahía sin extenderse 
al Océano. 
Pero, en mi opinión, las funciones de esta Comisión están limitadas a definir y 
amojonar la línea divisoria entre las Repúblicas. el carácter ilegal de aquella 
porción de la línea del agua y tal vez algunas dudas de jurisdicción, que 
puedan ocurrir, están, por lo menos, fuera de la presente discusión, la cual se 
reduce simplemente a localizar el centro de la Bahía de Salinas, como esta 
descrito en el laudo del Presidente Cleveland. 
La Bahía de salinas fue cuidadosamente medida y el plano levantado por 
oficiales de la marina de los estados Unidos, en 1885 y su plano esta publicado 
por la Oficina Naval Hidrográfica de los Estados Unidos, N0 1025. He adoptado 
este mapa, con el consentimiento de ambas Comisiones, como representando 
correctamente el contorno de la bahía. Su figura es de una bolsa curva, 
comenzando al Este, doblando hacia el Sur, como de cinco millas de largo y 
como la mitad de esto de ancho medio. Su figura semeja en parte el magno 
curvo de una pistola con algunas proyecciones irregulares y desiguales. 
Se debe encontrar el centro matemático de una figura, cerrada por la línea 
recta que une las extremidades de la Bahía. 
El centro matemático de una figura irregular, es la posición media de su área. 
Todos los centros mecánicos, tales como el de gravedad o de equilibrio, etc., 
en que se toma en cuenta la acción de una fuerza, deben de excluirse de toda 
consideración. 
Esto aparece inmediatamente si se considera por un momento el caso de una 
Bahía en la forma de media luna. El centro de gravedad de su figura, no caería 
en el agua de la Bahía, sino en el promontorio de tierra rodeado por el agua. 
Este, por supuesto, no podría considerarse como el centro de la Bahía. 
 
 
  
Tampoco es aplicable ningún procedimiento general matemático, como el de 
los "Cuadros mínimos". Este método encontrara el centro de cualquier grupo de 
puntos dispersos, pero si ellos están colocados en forma de media luna, el 
centro se hallaría, no entre ellos, sino en el espacio convexo, que circundan 
parcialmente. 
Deben buscarse, por lo tanto, otros métodos para encontrar la posición media 
de aéreas irregulares y restringidas, y pueden sugerirse muchos, más o menos 
aplicables a distintas figuras. Pero aquí es suficiente indicar solamente el 
método que he adoptado como más apropiado a la figura que tratamos y que 
tiene, como ésta alguna forma circular o de media luna. 
He supuesto que un navío entra en la Bahía del Océano en un punto situado al 
centro de sus extremidades y que navega, tan cerca como sea posible, 
equidistante de las orillas opuestas, a derecha e izquierda, hasta el punto más 
remoto de la Bahía. 
Este paso que esta cuidadosamente trazado en el mapa, aunque es curvo, 
puede considerarse como el eje mayor de la bahía. 
Perpendicular a este eje, en distintos puntos, he trazado terminadas por la orilla 
y por medio del planímetro he determinado la posición de una línea tal que 
divide exactamente el área de la bahía en partes iguales. Esta línea se puede 
considerar como el eje menor correspondiente a la Bahía y su intersección con 
el eje mayor, será el centro de la bahía. 
Estando en ese punto, una línea tirada a través de la proa del supuesto navío, 
perpendicular a su dirección, tendrá la mitad de las aguas de la bahía y la otra 
mitad atrás. 
Habiendo determinado con cuidado el punto de la manera descrita, he 
calculado, con la escala del mapa, su distancia del punto culminante de la islita 
en la bahía, cuya latitud y longitud se dan en el mapa así: 
Latitud: 11ª 03' 10" 
Longitud: 85ª 43' 38" 
Resulta estar 37 segundos hacia el Norte y 14 segundos hacia el Este de este 
punto. 
Por consiguiente, fijo la posición del centro de la Bahía de salinas de este 
modo: 
Latitud: 11ª 03' 47" 
Longitud 85ª 43" 52" 
 
 
  
Hacia este punto debe dirigirse la línea divisoria desde donde coincide con el 
Río Sapoa, a no ser que las dos Comisiones puedan convenirse en una línea 
con mojones naturales. 
Soy de Uds. atento y seguro servidor 
(f) E.P. Alexander 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO N°8: CASE CONCERNING THE DISPUTE REGARDING 
NAVIGATIONAL AND RELATED RIGHTS (COSTA RICA v. NICARAGUA) 
 
For these reasons, 
THE COURT, 
(1) As regards Costa Rica’s navigational rights on the San Juan River under the 
1858 Treaty,in that part where navigation is common, 
 
(a) Unanimously, 
Finds that Costa Rica has the right of free navigation on the San Juan River for 
purposes ofcommerce; 
 
(b) Unanimously, 
Finds that the right of navigation for purposes of commerce enjoyed by Costa 
Rica includesthe transport of passengers; 
 
(c) Unanimously, 
Finds that the right of navigation for purposes of commerce enjoyed by Costa 
Rica includesthe transport of tourists; 
 
(d) By nine votes to five, 
Finds that persons travelling on the San Juan River on board Costa Rican 
vessels exercisingCosta Rica’s right of free navigation are not required to obtain 
Nicaraguan visas; 
 
IN FAVOUR: President Owada; Judges Shi, Buergenthal, Abraham, Keith, 
Bennouna,CançadoTrindade, Yusuf, Greenwood; 
 
 
  
 
AGAINST: Judges Koroma, Al-Khasawneh, Sepúlveda-Amor, 
Skotnikov;Judgead hoc Guillaume; 
 
(e) Unanimously, 
Finds that persons travelling on the San Juan River on board Costa Rican 
vessels exercisingCosta Rica’s right of free navigation are not required to 
purchase Nicaraguan tourist cards; 
(f) By thirteen votes to one, 
Finds that the inhabitants of the Costa Rican bank of the San Juan River have 
the right tonavigate on the River between the riparian communities for the 
purposes of the essential needs ofeveryday life which require expeditious 
transportation; 
 
IN FAVOUR: President Owada; Judges Shi, Koroma, Al-Khasawneh, 
Buergenthal, Abraham,Keith, Sepúlveda-Amor, Bennouna, Skotnikov, 
CançadoTrindade, Yusuf, Greenwood; 
 
AGAINST: Judge ad hoc Guillaume; 
 
(g) By twelve votes to two, 
Finds that Costa Rica has the right of navigation on the San Juan River with 
official vesselsused solely, in specific situations, to provide essential services 
for the inhabitants of the riparianareas where expeditious transportation is a 
condition for meeting the inhabitants’ requirements; 
 
 
 
  
IN FAVOUR: President Owada; Judges Shi, Koroma, Al-Khasawneh, 
Buergenthal, Abraham,Keith, Sepúlveda-Amor, Bennouna, CançadoTrindade, 
Yusuf, Greenwood; 
 
AGAINST: Judge Skotnikov; Judge ad hoc Guillaume; 
 
(h) Unanimously, 
Finds that Costa Rica does not have the right of navigation on the San Juan 
River with vesselscarrying out police functions; 
 
(i) Unanimously, 
Finds that Costa Rica does not have the right of navigation on the San Juan 
River for thepurposes of the exchange of personnel of the police border posts 
along the right bank of the River and of the re-supply of these posts, with official 
equipment, including service arms andammunition; 
(2) As regards Nicaragua’s right to regulate navigation on the San Juan River, 
in that partwhere navigation is common, 
 
(a) Unanimously, 
Finds that Nicaragua has the right to require Costa Rican vessels and their 
passengers to stopat the first and last Nicaraguan post on their route along the 
San Juan River; 
 
(b) Unanimously, 
Finds that Nicaragua has the right to require persons travelling on the San Juan 
River to carrya passport or an identity document; 
 
 
  
 
(c) Unanimously, 
Finds that Nicaragua has the right to issue departure clearance certificates to 
Costa Ricanvessels exercising Costa Rica’s right of free navigation but does not 
have the right to request thepayment of a charge for the issuance of such 
certificates; 
 
(d) Unanimously, 
Finds that Nicaragua has the right to impose timetables for navigation on 
vessels navigatingon the San Juan River; 
 
(e) Unanimously, 
Finds that Nicaragua has the right to require Costa Rican vessels fitted with 
masts or turretsto display the Nicaraguan flag; 
 
(3) As regards subsistence fishing, 
 
By thirteen votes to one, 
Finds that fishing by the inhabitants of the Costa Rican bank of the San Juan 
River forsubsistence purposes from that bank is to be respected by Nicaragua 
as a customary right; 
IN FAVOUR: President Owada; Judges Shi, Koroma, Al-Khasawneh, 
Buergenthal, Abraham,Keith, Bennouna, Skotnikov, CançadoTrindade, Yusuf, 
Greenwood;Judgead hoc Guillaume; 
AGAINST: Judge Sepúlveda-Amor; 
 
 
 
  
 (4) As regards Nicaragua’s compliance with its international obligations under 
the 
1858 Treaty, 
(a) By nine votes to five, 
Finds that Nicaragua is not acting in accordance with its obligations under the 
1858 Treatywhen it requires persons travelling on the San Juan River on board 
Costa Rican vessels exercisingCosta Rica’s right of free navigation to obtain 
Nicaraguan visas; 
IN FAVOUR: President Owada; Judges Shi, Buergenthal, Abraham, Keith, 
Bennouna, 
CançadoTrindade, Yusuf, Greenwood;AGAINST: Judges Koroma, Al-
Khasawneh, Sepúlveda-Amor, Skotnikov;Judgead hoc Guillaume; 
(b) Unanimously, 
Finds that Nicaragua is not acting in accordance with its obligations under the 
1858 Treatywhen it requires persons travelling on the San Juan River on board 
Costa Rican vessels exercisingCosta Rica’s right of free navigation to purchase 
Nicaraguan tourist cards; 
(c) Unanimously, 
Finds that Nicaragua is not acting in accordance with its obligations under the 
1858 Treatywhen it requires the operators of vessels exercising Costa Rica’s 
right of free navigation to paycharges for departure clearance certificates; 
(5) Unanimously, 
Rejects all other submissions presented by Costa Rica and Nicaragua. 
Done in English and in French, the English text being authoritative, at the Peace 
Palace, 
The Hague, this thirteenth day of July, two thousand and nine, in three copies, 
one of which will beplaced in the archives of the Court and the others 
 
 
  
transmitted to the Government of the Republic ofCosta Rica and the 
Government of the Republic of Nicaragua, respectively. 
(Signed) Hisashi OWADA, 
President. 
(Signed) Philippe COUVREUR, 
Registrar. 
Judges SEPÚLVEDA-AMOR and SKOTNIKOV append separate opinions to 
the Judgment of theCourt; Judge ad hoc GUILLAUME appends a declaration to 
the Judgment of the Court. 
Initialled) H.O. 
(Initialled) Ph. C. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO 9:OPINIÓN SEPARADA DEL JUEZ SKOTNOKOV 
1. I voted in favour of most of the operative paragraphs of the Judgment. 
However, I do not share the Court’s reasoning on a number of key points and 
disagree with some of its conclusions.  
Interpretation of the term “comercio”  
2. I agree that Costa Rica’s right of free navigation under the 1858 Treaty of 
Limits should not automatically be interpreted restrictively on the grounds that it 
represents a derogation from or limitation of the sovereignty over the San Juan 
river conferred by that Treaty on Nicaragua. Indeed, “[w]hile it is certainly true 
that limitations of the sovereignty of a State over its territory are not to be 
presumed, this does not mean that treaty provisions establishing such 
limitations, such as those that are in issue in the present case, should for this 
reason be interpreted a priori in a restrictive way” (Judgment, paragraph 48.).  
3. However, as was established by the P.C.I.J. in the S.S. “Wimbledon” case, 
the restrictive interpretation is in order in case of doubt:  
“the fact remains that Germany has to submit to an important 
limitation of the exercise of the sovereign rights which no one 
disputes that she possesses over the Kiel Canal. This fact constitutes 
a sufficient reason for the restrictive interpretation, in case of doubt, 
of the clause which produces such a limitation. But the Court feels 
obliged to stop at the point where the so-called restrictive 
interpretation would be contrary to the plain terms of the article and 
would destroy what has been clearly granted.” (S.S. “Wimbledon”, 
Judgments, 1923, P.C.I.J., Series A, No. 1, pp. 24-25.) 
It is obvious that the restrictive interpretation in the present case would not be 
contrary to the plain terms of Article VI of the 1858 Treaty and would not destroy 
what has been clearly granted. The problem before the Court is precisely the 
lack of clarity as to how the term “comercio” should be interpreted.  
4. In these circumstances, the Court should have examined the intentions of the 
Parties at the time of the conclusion of the Treaty, taking full account of the well-
 
 
  
established principle that limitations on the sovereignty of a State are not to be 
presumed.  
5. No evidence submitted by the Parties showed that Nicaragua and Costa Rica 
intended at the time the Treaty was concluded to give an evolving meaning to 
the word “commerce”. Accordingly, the Court’s presumption should have been 
that Nicaragua, when concluding the 1858 Treaty, was unlikely to have intended 
to act against its own interest by granting Costa Rica navigational rights which 
were not in line with the contemporaneous meaning of the term “comercio” and 
which would evolve and expand over time along with the meaning of that term.  
6. The Court’s finding that the term “commerce” should be interpreted in 
accordance with its present-day meaning is extraneous to interpretation of the 
Treaty per se. Neither the generic nature of the term “commerce” nor the 
unlimited duration of the Treaty and the perpetuity of the legal régime 
established by it (see Judgment, paragraph 67) excludes the possibility that the 
Parties’ intention was to grant Costa Rica navigational rights determined by the 
content of the notion “commerce” as it existed when the Treaty was concluded. 
The Court’s solution is based solely on the mechanical application of the 
jurisprudence which in a particular case favours the evolutive approach (see 
Aegean Sea Continental Shelf (Greece v. Turkey), Judgment, I.C.J. Reports 
1978,p. 3). It disregards the jurisprudence which in other cases favours 
interpretation based on the contemporaneous meaning of the term in question 
(see Rights of Nationals of the United States of America in Morocco (France v. 
United States of America), Judgment, I.C.J. Reports 1952, p. 176; 
Kasikili/Sedudu Island (Botswana/Namibia), Judgment, I.C.J. Reports 1999 (II), 
p. 1045). The specificity of the present case is not being addressed. The Court 
ignores the S.S. “Wimbledon” dictum (see para. 3 above) and related 
jurisprudence. Consequently, its conclusion runs counter to the principle that 
limitations on sovereignty are not to be presumed.  
7. In 1858, and for decades to come, the commerce was confined to trade in 
goods. The principal definition in the 1852 edition of the Dictionary of the 
Spanish Royal Academy defines “comercio” as “[b]usiness and trafficking that is 
done by buying, selling or exchanging some things for others”. As late as 1897, 
 
 
  
the Alexander Award confirmed that the 1858 Treaty gave Costa Rica the right 
of free navigation “con objetos de comercio” so that it “would have an Atlantic 
outlet for the import and export of goods”. Other commercial treaties entered 
into at the time reveal themselves to be exclusively concerned with trade in 
goods (see, for example, the Volio-Zelaya Treaty of Commerce (Costa Rica-
Nicaragua) of 1868). There is very good reason to assume that in 1858 the 
Parties understood the meaning of the word “comercio” as being limited to trade 
in goods.  
8. However, this conclusion would have left open the question as to whether, at 
the present time, the transport of passengers and tourists is covered by Article 
VI of the 1858 Treaty. To answer this question, the Court should have examined 
the practice of the Parties subsequent to the conclusion of the Treaty. As was 
recalled in the Kasikili/Sedudu Island case, “when called upon to interpret the 
provisions of a treaty, the Court has itself frequently examined the subsequent 
practice of the parties in the application of that treaty” (Kasikili/Sedudu Island 
(Botswana/Namibia), Judgment, I.C.J. Reports 1999 (II), p. 1076, para. 50).  
9. Nicaragua submits evidence that at the time the Treaty of Limits was 
concluded and for more than 100 years thereafter, it alone controlled the 
commercial transport of passengers. Be that as it may, it is clear that Costa 
Rican-operated tourism on the San Juan river has been present for at least a 
decade, and to a substantial degree. Nicaragua has never protested. This is in 
contrast to Nicaragua’s treatment of police vessels, which it has repeatedly 
asserted have no right whatsoever to travel on the San Juan. Nicaragua has not 
only engaged in a consistent practice of allowing tourist navigation by Costa 
Rican operators, but has also subjected it to its regulations. This can be seen as 
recognition by Nicaragua that Costa Rica acted as of right. The common view of 
the Parties to that effect can be inferred from the Agreement of Understanding 
on the Tourist Activity in the Border Zone of the San Juan river between the 
Ministers of Tourism of the two countries, signed on 5 June 1994.  
10. In my view, the subsequent practice in the application of the Treaty 
suggests that the Parties have established an agreement regarding its 
interpretation: Costa Rica has a right under the 1858 Treaty to transport 
 
 
  
tourists⎯ that is, passengers who pay a price for the service provided. This right 
of Costa Rica necessarily extends to the transport of all other passengers who 
pay a price to the carriers.  
Issues related to freedom of navigation  
11. According to the Judgment, the Parties must be presumed to have intended 
to preserve for riparians living on the Costa Rican bank of the San Juan river a 
minimal right of navigation to meet their essential requirements. Therefore such 
a right can be inferred from the provisions of the Treaty as a whole (see 
Judgment, paragraph 79). Furthermore, for the same reasons, it can be inferred 
from the Treaty that Costa Rica has the right of navigation on the San Juan with 
official vessels (including police vessels) that provide the population with what it 
needs in order to meet the necessities of daily life (see Judgment, paragraph 
84).  
12. I am not at all convinced that any navigational rights have been established 
by the 1858 Treaty other than in its Article VI ⎯ the only article dealing with the 
issue of navigation.  
13. Although I disagree with the majority that the riparians on the Costa Rican 
bank have a right under the Treaty to navigate on the San Juan river, I do think 
that the Treaty left unaffected the practice of riparians to travel on the river to 
meet the requirements of their daily life. This is to be continued and respected 
by Nicaragua.  
Given the historical background to the conclusion of the Treaty and its actual 
terms, it is very unlikely that in 1858 either Party had in mind the sparse 
indigenous population of that bank. The subsequent conduct by Nicaragua 
supports this conclusion. It shows that Nicaragua has never been concerned 
about the practice in question. The fact that Nicaragua did not extend its 
regulations, such as the visa requirement, to daily routine navigation by 
inhabitants of Costa Rica’s bank of the San Juan is indicative of this practice 
being treated by Nicaragua as extraneous to the 1858 Treaty régime.  
 
 
  
14. I see no justification for the Court’s finding that Costa Rica has the right, 
albeit limited, to navigate with official vessels to provide services for the riparian 
communities.  
Even if one accepts the Court’s presumption that the Parties, when concluding 
the Treaty, intended to preserve a minimal right of navigation for riparians, but 
decided not to spell this out in the text, it is still difficult to see how this line of 
reasoning could lead to the conclusion that the Court reaches in respect of 
official vessels. No practice of using official vessels for the purpose of providing 
services for riparian communities existed at the time the Treaty was concluded. 
It is very difficult to imagine the Parties intending to preserve a right which is not 
derived from pre-existing practice.  
It is clear that Costa Rica has certain needs calling for use of the San Juan river 
for non-commercial purposes by public vessels, including providing medical and 
other services to riparians. However, these needs do not translate into rights. 
The Parties should reach an arrangement on the subject on their own terms. It 
is not for the Court to do so on their behalf. As the Court has had occasion to 
note in the past, “[i]t is the duty of the Court to interpret the Treaties, not to 
revise them” (Interpretation of Peace Treaties with Bulgaria, Hungary and 
Romania, Second Phase, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1950, p. 229).  
Issues related to regulatory powers  
15. I fully agree that the titleholder of the right of free navigation is Costa Rica. 
However, I cannot concur with the Court when it puts the owners and operators 
of Costa Rican vessels together with the passengers on those vessels, 
including non-Costa Ricans, in a single category of persons who benefit from 
that right (see Judgment, paragraph 114). I certainly cannot accept that it is 
vessels themselves which are exercising the freedom of navigation (see 
Judgment, paragraphs 113, 117, 120).  
In my view, the right to freedom of navigation afforded to Costa Rica is 
exercised by persons⎯ owners and operators of vessels navigating the San 
Juan river. It is the carrier that exercises the freedom to navigate. 
 
 
  
Sellers or buyers of goods may benefit from the possibilities which are offered 
by Costa Rica’s right to free navigation; they do not, however, exercise that 
right. Tourists and passengers are merely purchasing a service. The 1858 
Treaty cannot be read as affording the perpetual right of free navigation for 
commercial purposes to those persons, who may be Costa Ricans, nationals of 
third countries or, conceivably, Nicaraguan citizens. Nor can it be interpreted as 
affording to them any other rights, such as exemption from Nicaragua’s visa 
régime, by virtue of Costa Rica’s right to freely navigate the San Juan river.  
16. Imposing a visa requirement on tourists or passengers travelling on Costa 
Rican vessels is within Nicaragua’s regulatory rights under the 1858 Treaty. It 
derives from Nicaragua’s “exclusive dominium and imperium over the waters of 
the San Juan river” (Judgment, paragraph 44). This regulatory power is distinct 
from Nicaragua’s powers to regulate navigation on the San Juan river. As the 
Court states, “the power of a State to issue or refuse visas is a practical 
expression of the prerogative which each State has to control entry by non-
nationals into its territory” (Judgment, paragraph 113). This remains true, as 
was established in the Right of Passage case, even in cases where freedom of 
transit exists:  
“In view of the tension then prevailing in intervening Indian territory, 
the Court is unable to hold that India’s refusal of passage to the 
proposed delegation and its refusal of visas to Portuguese nationals 
of European origin and to native Indian Portuguese in the employ of 
the Portuguese Government was action contrary to its obligation 
resulting from Portugal’s right of passage. Portugal’s claim of a right 
of passage is subject to full recognition and exercise of Indian 
sovereignty over the intervening territory and without any immunity in 
favour of Portugal. The Court is of the view that India’s refusal of 
passage in those cases was, in the circumstances, covered by its 
power of regulation and control of the right of passage of Portugal.” 
(Right of Passage over Indian Territory (Portugal v. India), Merits, 
Judgment, I.C.J. Reports 1960, p. 45.) 
 
 
  
17. The visa requirement may affect the business interests of persons or 
entities engaged in the commercial activity of providing tourist or passenger 
transport. It may inconvenience individual tourists. But it is not inconsistent with 
Costa Rica’s right to free navigation for commercial purposes. The exercise by 
Costa Rica of this right would certainly be impeded by Nicaragua’s systematic 
refusal to issue visas to boatmen or by its refusal to grant visas to a whole 
category of passengers, for example tourists. This, however, would have 
constituted a manifest abuse of the visa requirement. Any right can be abused. 
It is not a reason, however, to question a right, let alone to deny it. The Court 
itself acknowledges that the visa requirement imposed by Nicaragua has not 
impeded growth of Costa Rica’s passenger transport on the San Juan river (see 
Judgment, paragraph 116).  
18. Following the Court’s approach, the fact that the power of a State to issue or 
refuse a visa entails discretion is decisive in determining that Nicaragua may 
not impose a visa requirement on those persons who may benefit from Costa 
Rica’s right of free navigation. “If that benefit is denied, the freedom of 
navigation would be hindered.” (Judgment, paragraph 115.) However, the Court 
accepts in paragraph 118 that Nicaragua can refuse entry (i.e., according to the 
Court’s logic, deny the benefit of Costa Rica’s right from free navigation) to a 
particular person if such action is justified in terms of relevant purpose, for 
example, law enforcement or environmental protection. Nicaragua “can do that 
at the point that the person identifies him or herself” (Judgment, paragraph 
118). No breach of the freedom of navigation would be involved in that case. In 
other words, a denial of entry, for good reason, through application of the visa 
mechanism would, in the Court’s view, constitute a breach of Costa Rica’s 
Treaty right to free navigation, whereas a denial of entry on the spot for the very 
same reason would not. In my view, Costa Rica’s right would notbe breached in 
either case, since it is the same power which is being exercised and the nature 
of discretion it entails in both instances is the same.  
Finally, should it be true that Costa Rica’s freedom of navigation is hindered by 
the visa requirement, then it would follow that Nicaragua is breaching its own 
freedom of navigation by maintaining this requirement in respect of passengers 
on Nicaraguan boats. The Nicaraguan visa regulation applies to non-
 
 
  
Nicaraguans irrespective of the nationality of the carrier. This alone, in my view, 
should have been reason enough for the Court to uphold Nicaragua’s position 
on the subject.  
19. The Court acknowledges that Nicaragua’s regulation requiring Costa Rica’s 
vessels to fly the Nicaraguan flag does not impede the freedom of navigation. 
However, the legal nature of this regulation remains unclear. Nicaragua 
suggested a wide variety of choices for the Court. It was referred to as being an 
attribute of Nicaragua’s sovereignty and a matter of international custom and 
practice. No evidence of State practice was produced supporting Nicaragua’s 
contentions. The Court finds that Nicaragua may impose this regulation simply 
“in the exercise of its sovereign powers” (Judgment, paragraph 132). The 
question is, however, whether the flag requirement meets other criteria set forth 
by the Court in respect of Nicaragua’s regulatory powers (see Judgment, 
paragraph 87). I do not think that Nicaragua succeeded in presenting a 
legitimate purpose that it is seeking to pursue in imposing this requirement. 
Such a purpose would be evident should Nicaragua require Costa Rican 
vessels to fly the Costa Rican flag, since it shows the identity of the vessel. The 
Nicaraguan authorities may indeed be interested in distinguishing between its 
own and Costa Rican boats. By contrast, it seems that the sole purpose of 
requiring Costa Rican boats to fly the Nicaraguan flag is to reassert Nicaragua’s 
sovereignty over the San Juan river. As Nicaragua puts it: “Flying the latter is a 
gesture of respect for the sovereignty of the host State.”(Rejoinder of 
Nicaragua, p. 215, para. 4.93.) Given the fact that Nicaragua’s sovereignty over 
the San Juan river is beyond doubt, I do not think that any practical purpose is 
achieved by imposing the requirement in question. However, I do believe that 
Costa Rica could have accepted Nicaragua’s request as a matter of courtesy.  
Subsistence fishing  
20. In my view, the 1858 Treaty, as in the case of the practice of riparians 
travelling on the river to meet the requirements of their daily life (see para. 13 
above), left unaffected the practice of subsistence fishing by riparians from the 
Costa Rican bank of the San Juan river. I am not convinced that Nicaragua has 
a right to regulate this practice as such. However, the Parties should co-operate 
 
 
  
in making sure that this practice does not cross the threshold of fishing for 
commercial purposes.  
(Signed) Leonid SKOTNIKOV.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO 10: OPINIÓN SEPARADA JUEZ SEPÚLVEDA-AMOR 
 
I find myself in full agreement with most of the reasoning of the Court in the 
present Judgment. The same is true of almost all the conclusions reached by 
the Court in the Operative Clause of the Judgment. However, as regards the 
legality of Nicaragua’s imposition of visa requirements, the Court has, in my 
opinion, failed to take account of Nicaragua’s legitimate interest in border and 
immigration control and to clarify accordingly the extent of Nicaragua’s 
regulatory powers to that effect. I further consider that the Court’s reasoning as 
regards Costa Rica’s claim relating to subsistence fishing is based on a weak 
legal foundation which might undermine the acceptance of the Court’s finding 
by the Parties.  
I. Border control as a legitimate purpose  
1. The Court has concluded that “Nicaragua has the power to regulate the 
exercise by Costa Rica of its right to freedom of navigation under the 1858 
Treaty”. It adds an important qualification: such right “is not unlimited”; it is 
subject to the “rights and obligations of the Parties” (Judgment, paragraph 87).  
2. According to the Court, the exercise of Nicaragua’s regulatory power must 
meet certain requirements. Obviously, it must be consistent with the terms of 
the Treaty. It further has to be non-discriminatory and reasonable. The purpose 
of the regulation must be legitimate and “it must only subject the activity to 
certain rules without rendering impossible or substantially impeding the exercise 
of the right of free navigation (Judgment, paragraph 87; emphasis added).  
3. As regards the burden of proof in respect of Costa Rica’s claims of unlawful 
action based on the alleged unreasonableness of Nicaragua’s exercise of its 
regulatory power, the Court has clearly stated that it is for Costa Rica to 
establish points of facts supporting such claims:  
“The Court notes that Costa Rica, in support of its claim of unlawful 
action, advances points of fact about unreasonableness by referring 
to the allegedly disproportionate impact of the regulations. The Court 
recalls that in terms of well established general principle it is for 
 
 
  
Costa Rica to establish those points (cf. Maritime Delimitation in the 
Black Sea (Romania v. Ukraine), Judgment of 3 February 2009, para. 
68, and cases cited there). Further, a court examining the 
reasonableness of a regulation must recognize that the regulator, in 
this case the State with sovereignty over the river, has the primary 
responsibility for assessing the need for regulation and for choosing, 
on the basis of its knowledge of the situation, the measure that it 
deems most appropriate to meet that need. It will not be enough in a 
challenge to a regulation simply to assert in a general way that it is 
unreasonable. Concrete and specific facts will be required to 
persuade a court to come to that conclusion.” (Judgment, paragraph 
101.) 
4. Nicaragua, as the State entitled to exercise sovereignty over the San Juan 
river, has the “primary responsibility for assessing the need for regulation and 
for choosing . . . the measure that it deems most appropriate to meet that need”. 
This is a principle which the Court itself has stated that it must respect when 
examining the reasonableness of Nicaragua’s regulations, taking into account 
“[c]oncrete and specific facts” (Judgment, paragraph 101). All these issues 
become particularly relevant for the Judgment at the section where the Court 
considers the visa requirement and the power of Nicaragua to impose 
immigration controls.  
5. On the requirement to stop and identify, the Court has indicated that 
“Nicaragua, as sovereign, has the right to know the identity of those entering its 
territory and also to know that they have left” (Judgment, paragraph 104). The 
Court also considers that “it has been established that the number of tourists on 
the river has increased over the years the requirement [to stop andidentify] has 
been in force” (Judgment, paragraph 106). The Court concludes that the 
requirement is lawful and that Costa Rica did not show that it was unreasonable  
6. According to the Court, Nicaragua’s requirement to obtain departure 
clearance certificates serves a legitimate purpose. Additionally, it “does not 
appear to have imposed any significant impediment on the exercise of Costa 
Rica’s freedom of navigation”; Costa Rica has not shown “a single case where 
 
 
  
navigation has been impeded by an arbitrary refusal of a certificate” (Judgment, 
paragraph 109).  
7. The requirement to fly Nicaragua’s flag under certain circumstances “cannot 
in any respect be considered an impediment to the exercise of the freedom of 
navigation of Costa Rican vessels”. Moreover, the Court notes that it “has not 
been presented with any evidence that Costa Rican vessels have been 
prevented from navigation on the San Juan river as a result of Nicaragua’s flag 
requirement” (Judgment, paragraph 132).  
8. From the preceding paragraphs it becomes clear that the Court has 
consistently adopted a line of reasoning which closely follows the general 
principles outlined in paragraph 101 of the Judgment, i.e., in all of these cases 
the Court has examined whether a requirement imposed by Nicaragua entails a 
substantial impediment to the exercise of Costa Rica’s right of free navigation, 
and whether the burden of proof has been met by Costa Rica. The Court 
answers both questions in the negative. But then there is a sudden 
inconsistency when the Court examines the imposition of a visa requirement on 
those persons who may benefit from Costa Rica’s right of free navigation.  
9. First, the Court recognizes that “[t]he power of a State to issue or refuse visas 
is a practical expression of the prerogative which each State has to control entry 
by non-nationals into its territory” (Judgment, paragraph 113).  
10. Then the Court itself recalls the “[c]oncrete and specific facts”, that are 
“required to persuade a court to come to [the] conclusion” that a specific 
regulation is unreasonable (Judgment, paragraph 101). These concrete and 
specific facts indicate, according to the Court,  
“that in fact the number of tourists travelling on the river in Costa 
Rican vessels has increased in the period these requirements have 
been in force (see paragraph 99 above). Further, Costa Rica has 
provided no evidence of arbitrary refusals of visas to tourists and 
Nicaragua points out that it does not require nationals from countries 
which are the source of most of the tourists visiting the San Juan to 
obtain visas. Furthermore, it makes exceptions for residents of Costa 
 
 
  
Rican riparian communities and Costa Rican merchants who 
regularly use the river.” (Judgment, paragraph 116.) 
11. It is clear that, in the light of what the Court has stated, these “[c]oncrete 
and specific facts” cannot lead to the conclusion that, by imposing a visa 
requirement, Nicaragua is rendering impossible or is substantially impeding the 
exercise of Costa Rica’s right of free navigation. The requirement serves a 
legitimate purpose, notably the purpose of border and immigration control, and 
it is not discriminatory. Costa Rica has not produced any evidence establishing 
the unreasonable or discriminatory character of Nicaragua’s visa requirement 
nor does the Court rely on such evidence in the Judgement.  
12. Surprisingly enough, the Court, recalling that “the power of a State to issue 
or refuse a visa entails discretion”, reaches the conclusion that  
“Nicaragua may not impose a visa requirement on those persons 
who . . . may benefit from Costa Rica’s right of free navigation. If that 
benefit is denied, the freedom of navigation would be hindered. In 
these circumstances, an imposition of a visa requirement is a breach 
of the Treaty right.” (Judgment, paragraph 115.). 
No explanation is provided by the Court as to why the freedom of 
navigation will be hindered if a person benefiting from Costa Rica’s 
entitlement to free navigation is required to obtain a visa from the State 
which has sovereignty over the waters of the San Juan river.  
13. The Judgment does not specify why non-Costa Ricans are also entitled to 
benefit from free navigation (Judgment, paragraph 114) without complying with 
the requirements established by the State which has exclusive dominion and full 
sovereignty over the waters of the San Juan river. To attribute the benefit of the 
right of free navigation to all foreign nationals, whatever may be the purpose of 
their voyage on the waters of the San Juan river and whatever may be their 
State of origin, must be considered as contrary to the principle the Court itself 
has established in the Judgment: “The power of a State to issue or refuse visas 
is a practical expression of the prerogative which each State has to control entry 
by non-nationals into its territory.” (Judgment, paragraph 113.) Surely Nicaragua 
 
 
  
cannot be barred from exercising its power to regulate the entry of foreign 
nationals into its territory.  
14. The prohibition to enact any visa requirements for foreign nationals 
traversing the waters of the San Juan river may involve a risk for the public 
safety of Nicaragua, since there would be no immigration control when entering 
the land territory of Nicaragua from the waters of the San Juan river.  
15. A consequence of extending the right of free navigation to all foreign 
nationals travelling on the San Juan river, without any further requirements, 
would be to force Nicaragua to establish a number of immigration posts all 
along the left bank of the San Juan river in the area where Costa Rica exercises 
its right of free navigation, although even that measure will not necessarily 
prevent illegal entries from the river into Nicaragua’s land territory by non-Costa 
Ricans benefiting from a right legally attributed only to Costa Rica and to Costa 
Rican nationals.  
16. From the Court’s perspective, “Nicaragua may not impose a visa 
requirement on those persons who . . . may benefit from Costa Rica’s right of 
free navigation. If that benefit is denied, the freedom of navigation would be 
hindered.” (Judgment, paragraph 115.) This finding is not consistent with the 
Court’s reasoning in previous paragraphs of the Judgment and it is certainly not 
based on the “[c]oncrete and specific facts” which, according to the Court, are 
required to persuade a court to reach such conclusion. The reasoning of the 
Court does not provide any hard facts which could endorse its argument that 
Nicaragua would prohibit free navigation by exercising its discretionary power to 
issue visas. In this respect, the Court should have taken into account that, in its 
written or oral proceedings, Costa Rica has not submitted any evidence of 
cases where free navigation had been impeded by an arbitrary refusal to grant 
a visa. Evidence provided by Nicaragua and not contradicted by Costa Rica 
shows that  
“Costa Rica’s tourism traffic on the San Juan River increased by 
more than 350 per cent between 1998, when Costa Rica says 
Nicaragua first began to systematically deny her rights on the San 
Juan River, and 2004, the year before this lawsuit began” [CR 
 
 
  
2009/7, pp. 45-46, para. 21 (Reichler); see also CR 2009/5, p. 25, 
para. 44 (Reichler); RN, para. 4.33, table 1; and RN, Vol. II, Ann. 71].  
Costa Rica’s allegation that the visa requirement has “practically destroyed 
Costa Rican commercial transportation of tourists” on the San Juan river (RCR, 
p. 159, para. 4.12 (iii)) has not been proven.  
17. The Court concludes in its Judgment that Nicaragua “may not require 
persons travelling on Costa Rican vessels which are exercising their freedom of 
navigation on the river to obtain visas” (Judgment, paragraph 117). But 
Nicaragua can invoke certain conventional rights, enshrined in regional and 
multilateral treaties, which provide a legal basis for the imposition of visa 
requirements and which will enable Nicaragua to regulate immigration and 
border control on the waters of the San Juan river under certain clearly defined 
circumstances.  
18. The American Convention on Human Rights (1969) and the International 
Covenant on Civil and Political Rights (1966), to which both Costa Rica and 
Nicaragua are parties, provide a similar language in regulating freedom of 
movement and residence: “Every person lawfully in the territory of a State party 
has the right to move about it and to reside in it subject to the provisions of the 
law.” These rights may be “restricted only pursuant to a law to the extent 
necessary . . . to prevent crime or to protect national security, public safety, 
public order, public morals, public health, or the rights or freedoms of others” 
(American Convention, Article 22, see also Article 12 of the Covenant on Civil 
and Political Rights). Any of these conditions could give rise to a justified 
imposition of visas by Nicaragua.  
19. If Nicaragua strictly follows the terms prescribed in the Convention and in 
the Covenant, by enacting in a legal instrument the requirements for foreign 
nationals to obtain a visa, determining in which circumstances it will impose 
restrictions on the issuing of a visa (national security, public safety, public order, 
public morals, public health, etc.), it will not be in breach of any international 
obligation.  
II. Legal basis of subsistence fishing  
 
 
  
20. The Court concludes in its Judgment that Costa Rica has a customary right 
to subsistence fishing. The Court’s reasoning in the present case is not in 
accordance with its previous findings on the recognition of rules of customary 
international law. It will be difficult to find a precedent which corresponds with 
what the Court has determined in the present case. In paragraph 141 of the 
Judgment, the Court provides as follows:  
“The Court observes that the practice [of subsistence fishing], by its 
very nature, especially given the remoteness of the area and the 
small, thinly spread population, is not likely to be documented in any 
formal way in any official record. For the Court, the failure of 
Nicaragua to deny the existence of a right arising from the practice 
which had continued undisturbed and unquestioned over a very long 
period, is particularly significant.” (Judgment, paragraph 141.) 
These are the grounds on which the Court concludes that there is a customary 
right. An undocumented practice by a community of fishermen in a remote 
area.A practice which in previous times has not been claimed by Costa Rica as 
a right to which it is entitled. A practice which has not been objected to by 
Nicaragua ⎯ “the failure of Nicaragua to deny the existence of a right” ⎯ in 
circumstances where the existence of a right has not been claimed, let alone 
proven.  
21. Costa Rica has not presented to the Court, at any time previous to the 
submission of its Memorial, evidence of a legal claim by which it would consider 
subsistence fishing on the right bank of the San Juan river as a right 
appertaining to it. Even Costa Rica’s Application instituting these proceedings 
does not include such a claim.  
22. Costa Rica is not conclusive in its assertions that there is a customary right 
of subsistence fishing. It says that the practice “has taken on a patina of 
custom”, unless the opposite can be shown conclusively (RCR, p. 84, para. 
3.117). It further argues that the practice of subsistence fishing “coupled with 
complete lack of application of internal regulations with respect to it and the 
complete absence of any negative response from Nicaragua, has given rise to a 
customary local rule” [CR 2009/3, p. 62, para. 41 (Kohen)]. No need for State 
 
 
  
practice; no need for opiniojuris, only the lack of protest of Nicaragua to a 
practice not previously claimed as a right. However, given the absence of such 
a claim, there is little ground to impose on Nicaragua the duty to protest against 
the contents of an inexistent claim and, consequently, Costa Rica is not in a 
position to provide evidence that Nicaragua accepted subsistence fishing as 
part of its legal obligations.  
23. It may well be that Costa Rica itself is not convinced of its argument that the 
practice of subsistence fishing amounts to a customary rule. Costa Rica alleges 
that “it is of little consequencewhether we talk about a local custom, 
acquiescence, tacit agreement, a territorial régime or even the survival of a 
traditional right dating back to the colonial era which has never been curtailed” 
[CR 2009/3, p. 62, para. 41 (Kohen)]. It is clear that Costa Rica’s aim is to 
obtain recognition from the Court that there is a right to subsistence fishing, with 
not too much of a concern as to the legal basis which supports such a right. It is 
regrettable that the Court did not resort to a more solid legal foundation when 
examining Costa Rica’s claim to subsistence fishing.  
24. Following the Asylum case precedent, Costa Rica must prove that the 
customary right of subsistence fishing is established in such a manner that it 
has become binding on the other Party and that the practice of subsistence 
fishing is the expression of a right appertaining to Costa Rica and a duty 
incumbent on Nicaragua (I.C.J. Reports 1950, pp. 276-277). The principle that 
the States concerned must act with the conviction that they are conforming to 
what amounts to a legal obligation has been reiterated by the Court on a 
number of occasions, one example being the North Sea Continental Shelf 
cases (I.C.J. Reports 1969, p. 44).  
25. Time is another important element in the process of creation of customary 
international law. In the present case, Costa Rica’s claim regarding the 
existence of a customary right of subsistence fishing for the local riparian 
community on the Costa Rican bank of the San Juan river was made for the first 
time in its Memorial submitted to the Court on 29 August 2006, i.e., less than 
three years before the delivery of the Court’s Judgment. To claim the existence 
of a customary right, created in such a short span of time, clearly contradicts the 
 
 
  
Court’s previous jurisprudence on the matter; in the Right of Passage case, the 
Court found:  
“This practice having continued over a period extending beyond a 
century and a quarter . . . the Court is, in view of all the 
circumstances of the case, satisfied that that practice was accepted 
as law by the Parties and has given rise to a right and a correlative 
obligation.” (I.C.J. Reports 1960, p. 40; emphasis added.) 
26. Similarly, in the Nicaragua case, the Court reiterated that in order to 
establish a rule of customary international law, it “has to direct its attention to 
the practice and opiniojurisof States” (I.C.J. Reports 1986, p. 97, para. 183). In 
the present case, the practice of a local community of Costa Rican riparians 
cannot be equated with the practice of the Costa Rican State as invoked by 
Costa Rica (Judgment, paragraph 132). The Court has repeatedly indicated the 
nature of acts which it will take into account in order to determine whether a 
practice exists, acts which may lead to the creation of a customary right. These 
acts include administrative measures, legislation, acts of the judiciary and 
treaties.  
27. As regards the requirements of State practice and opiniojuris, the Court has 
been subject to criticism in cases where it recognized the existence of such a 
practice in its findings without providing sufficient support for its claim. In the 
Arrest Warrant case, the Court indicated that it had “carefully examined State 
practice, including national legislation and those few decisions of national higher 
courts” (Arrest Warrant of 11 April 2000 (Democratic Republic of the Congo v. 
Belgium), Judgment, I.C.J. Reports 2002, p. 24, para. 58). In her dissenting 
opinion, Judge ad hoc Van den Wyngaert was of the view that  
“the International Court of Justice, by deciding that incumbent 
Foreign Ministers enjoy full immunity from foreign criminal jurisdiction 
(Judgment, para. 54), has reached a conclusion which has no basis 
in positive international law. Before reaching this conclusion, the 
Court should have satisfied itself of the existence of ususand of 
opiniojuris. There is neither State practice nor opiniojurisestablishing 
 
 
  
an international custom to this effect.” (Ibid., p. 151, para. 23; 
emphasis added). 
28. It follows from the foregoing that subsistence fishing, based on a customary 
right as determined by the Court, has no support in law. Costa Rica’s claim 
might however be based on other legal foundations which could provide a better 
ground for the findings of the Court on this matter, namely the principle of 
acquired or vested rights. Already the Permanent Court had determined that 
“the principle of respect for vested rights” is “a principle which … forms part of 
generally accepted international law” (Polish Upper Silesia, P.C.I.J., Series A, 
No. 7, p. 42).  
29. In the Land, Island and Maritime Frontier Dispute case, the Chamber also 
referred to the concept of acquired rights in the context of the particular situation 
that it expected to arise following the delimitation of the land boundary in some 
areas where nationals of one Party would, following the delimitation, find 
themselves living in the territory of the other, and property rights established 
under the laws of the one Party would be found to have been granted over land 
which is part of the territory of the other. The Chamber indicated that it was 
confident that both Parties would carry out the necessary measures “in full 
respect for acquired rights, and in a humane and orderly manner” (I.C.J. 
Reports 1992, pp. 400-401, para. 66).  
30. Similarly, in the Cameroon v. Nigeria case, the Court determined that it is up 
to the Parties to find a solution when a village previously situated on one side of 
the boundary has spread beyond it, “with a view to respecting the rights and 
interests of the local population” (Land and Maritime Boundary between 
Cameroon and Nigeria (Cameroon v. Nigeria: Equatorial Guinea intervening), 
Judgment, I.C.J. Reports 2002, p. 374, para. 123 and p. 370, para. 107).  
31. In the present case, the existence of vested rights or acquired rights by 
Costa Rican riparians has not been claimed by Costa Rica. Surely the Court 
could have taken the initiative to explore this legal avenue, explaining the 
reasons why it regards the argument of acquired rights founded or unfounded. 
Furthermore, other legal options should have also been taken into account by 
 
 
  
the Court, in accordance with the express petitions and commitments of the 
Parties.  
32. In the oral proceedings, Costa Rica required the following: “we ask the 
Court, in its dispositif, respectfully, to record and give effect to Nicaragua’s 
stated position that subsistence fishing by riparians, whether from the Costa 
Rican bank or from boats on the river, will not be impeded” [CR 2009/6, p. 63, 
para. 30 (Crawford)].  
33. Nicaragua replied to this petition by indicating that while it “does not agree 
that there is a customary right to fish in her territorial waters, she has absolutely 
no intention of preventing Costa Rican residents from engaging in subsistence 
fishing activities” [CR 2009/5, p. 27, para. 48 (Reichler)].  
34. The undertaking made by Nicaragua before the Court must be regarded as 
a legal commitment with a binding character. In the Nuclear Tests Judgment, 
the Court found that  
“When it is the intention of the State making the declaration that it 
should become bound according to its terms, that intention confers 
on the declaration the character of a legal undertaking, the State 
being henceforth legally required to follow a course of conduct 
consistent with the declaration. An undertaking of this kind, if given 
publicly, and with an intent to be bound . . . is binding.” (I.C.J. 
Reports 1974, p. 267, para. 43.)  
35. Similarly, the Court found in a very recent case (Belgium v. Senegal) that 
“Senegal, both propriomotuand in response to a question put by a Member of 
the Court, gave a formal assurance on several occasions during the hearings 
that it will not allow Mr. Habré to leave its territory before the Court has given its 
final decision”. Belgium indicated that such a solemn declaration “could be 
sufficient for Belgium to consider that its Request for the indication of 
provisional measures no longer had any object, provided that certain conditions 
were fulfilled”. In the light of these statements, the Court decided that there was 
no risk of irreparable prejudice to the rights claimed by Belgium (case 
concerning Questions Relating to the Obligation to Extradite or Prosecute 
 
 
  
(Belgium v. Senegal), Provisional measures, Order, 28 May 2009, paras. 69, 
71, 72 and 76).  
36. In the present case, the Court could thus have followed its previous 
jurisprudence by taking note, in the reasoning and in the Operative Clause of 
the Judgment, of the legal commitment undertaken by Nicaragua during the oral 
proceedings. By following this legal option, by which it would determine the 
binding character of the commitment made publicly by Nicaragua before the 
Court, the Court could have avoided deviating from its own precedents on the 
nature and substance of customary international law. But it chose a different 
route, one that will subject the decisions of the Court to disagreement and 
objections.  
(Signed) Bernardo SEPÚLVEDA-AMOR.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO N° 11: DECRETO 79-2009 
 
 
 
